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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Educación, señora Carolina Schmidt Zaldívar, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de esa misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, acerca de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



2.- Proyecto de ley que modifica el sistema privado de salud para incorporar un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



3.- Proyecto de ley que enmienda la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos.8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



Además, hace presente la urgencia, también en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (boletín N° 8.809-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR) (boletín N° 8.289-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunicó su ausencia del territorio nacional durante los días 25 a 27 de abril, en visita oficial a la ciudad de Puerto Príncipe, República de Haití, para participar en la Cumbre de la Asociación de Estados del Caribe.



Informó, además, sobre la subrogación durante su ausencia, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo comunica que, en uso de sus facultades, resolvió retirar el oficio con que había solicitado el acuerdo del Senado para el nombramiento en un cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, y, en virtud de lo precedentemente expuesto, pide el acuerdo de la Cámara Alta para nombrar Ministro de ese Alto Tribunal al señor Ricardo Blanco Herrera (boletín Nº S 1.569-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú”, suscrito en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio de 2012 (boletín N° 8.801-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto al proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina y Tuma, que fortalece la persecución de la falsificación de tarjetas bancarias y la obtención fraudulenta de datos (boletín N° 8.856-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (boletín Nº 7.818-14). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Envía copia autorizada de sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto a las siguientes disposiciones:



1.- Artículo 171 del Código Tributario. 



2.- Artículos 207, letra b), de la ley N° 18.290, de Tránsito, y 39 y 40 de la ley N° 18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. 



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo único de la ley Nº 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  



De la señora Ministra de Obras Públicas:



Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a las obras ejecutadas en 2012 y a las inversiones previstas para el presente año en el canal Papen, de la comuna de Chiguayante.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre instalación de tribunales ambientales, e informa que los datos relativos a denuncias por daño ambiental supuestamente causado por las termoeléctricas Bocamina II y Santa María, en la comuna de Coronel, fueron remitidos a la Superintendencia del Medio Ambiente. 



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:



Contesta consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre intervención de dicho Consejo en la investigación judicial que busca aclarar las causas de la muerte del poeta Pablo Neruda, premio nobel de literatura.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de estudios de factibilidad para la creación de la comuna de Dichato.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Responde una consulta, enviada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a fiscalización del cumplimiento de la ley N° 20.058 en lo que atañe al feriado anual de los trabajadores de naves mercantes de cabotaje de las Regiones de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena y la provincia de Palena. 



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Adjunta copia de informe del señor Director del Servicio de Impuestos Internos mediante el cual responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre efecto derivado de la aplicación del artículo 5° de la ley N° 20.259, que restringió la franquicia IVA a la construcción.



De Deloitte Auditores y Consultores Limitada:



Remite, por mandato de los artículos 41 y 44 de la ley N° 18.556, un ejemplar del informe del proceso de auditoría que esa empresa independiente practicó con el objeto de determinar si el Registro Electoral contiene los antecedentes dispuestos por la ley.  



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: segundo informe recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: informe recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito (N° 18.290), y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Relaciones Exteriores: informe recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago el 13 de marzo de 2012 (boletín Nº 8.842-10) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Chahuán y Rossi, con la que se inicia un proyecto que modifica la ley N° 20.640 a fin de habilitar un nuevo plazo de declaración de candidaturas en la elección primaria que debe realizarse el 30 de junio de 2013 para nominar candidatos a cargos parlamentarios (boletín N° 8.923-06) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De la Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que incorpora en el Título III del Libro Segundo del Código Penal un párrafo que tipifica y sanciona delitos contra el medio ambiente, y adecua la legislación vigente en la materia (boletín N° 8.920-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


Del Senador señor Chahuán, con la que se da inicio a un proyecto que modifica el artículo 21 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional en materia de difusión de los proyectos de ley y regulación de la participación en su estudio de personas u organizaciones sociales (boletín N° 8.921-07) (Véase en los Anexos, documento 8). 



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, con la que se da inicio a un proyecto de ley que reconoce el derecho a la identidad de género y le da protección (boletín N° 8924-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



De los Senadores señores Ignacio Walker, Chahuán y Zaldívar, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 164 de la Ley de Tránsito al objeto de sancionar como responsables de los delitos que señala a los conductores y organizadores de carreras de vehículos no autorizadas por la autoridad competente (boletín N° 8.919-15) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Prokurica, señora Rincón y señores Coloma, Chahuán, Frei, Horvath, Novoa, Orpis, Uriarte y Patricio Walker, con el que le solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que requiera a UNASUR instar por el cumplimiento del compromiso que el Consejo Nacional Electoral de Venezuela asumió en el sentido de determinar una metodología que permita la auditoría total de las mesas electorales (boletín Nº S 1.566-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


De los Senadores señor Prokurica, señora Alvear y señores García, Horvath, Kuschel, Letelier, Orpis, Sabag, Patricio Walker y Zaldívar, con el que se le pide a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un mensaje legislativo para conferir autonomía al Servicio Médico Legal, dotándolo del presupuesto y planta adecuados a la naturaleza de sus funciones, y asimismo, que adopte las providencias administrativas conducentes a modernizar su gestión (boletín Nº S 1.567-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


Del Senador señor Patricio Walker, con el que se le solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que tenga a bien destinar recursos a los servicios de salud de regiones extremas para solventar el gasto de regreso tanto de los pacientes fallecidos luego de su traslado a centros hospitalarios de alta resolución cuanto de sus familiares (boletín Nº S 1.568-12) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento llegó a la Mesa un oficio mediante el cual Su Excelencia del Presidente de la República pide disponer lo necesario para que el Parlamento se reúna en Congreso Pleno el 21 de mayo próximo con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la nación, proponiendo a tal efecto que la sesión pertinente se convoque para las 9:30.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se accede a lo solicitado.



Terminada la Cuenta.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, le solicito recabar la unanimidad necesaria para que se vuelva a la Comisión de Salud el proyecto que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (boletín N° 7.036-11).



Dicha iniciativa llegó a la Sala y luego se retiró de la tabla. Queremos que retorne al referido órgano técnico.
El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



Sí, habría que fijar plazo para presentar indicaciones, según me informa el señor Secretario General. De lo contrario, la Comisión no podría trabajar en el segundo informe.


¿Qué sugiere, señor Senador?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- A fines de mes.

El señor PIZARRO (Presidente).- La última semana de mayo: el lunes 27, a las 12.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Autorizar a la Comisión de Hacienda para, en el primer informe, discutir en general y en particular el proyecto que modifica en materia de plantas la Ley Orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.



2.- Citar a sesión especial para el miércoles 22 de mayo, entre las 11:30 y las 14, a fin de continuar el tratamiento del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, siempre que no haya sido despachado.

)---------(

CONDOLENCIAS A SENADO ITALIANO POR DECESO DE SENADOR SEÑOR GIULIO ANDREOTTI

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Zaldívar solicitó enviar, en nombre del Senado de Chile, una comunicación a su congénere de Italia a propósito del fallecimiento del Senador señor Giulio Andreotti, quien tuvo una gran relación con nuestro país.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

HOMENAJE EN MEMORIA DE EX SENADOR Y EX PRESIDENTE DEL SENADO DON ADOLFO ZALDÍVAR LARRAÍN

El señor PIZARRO (Presidente).- Para rendir homenaje, tiene la palabra el Honorable señor Hosaín Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en este homenaje a Adolfo Zaldívar Larraín, deseo saludar en primer término a la señora Alicia.



También, a sus hijos: María José, Francisco José, Juan Pablo, María Antonia, Adolfo, Ana María, María Angélica y María Magdalena.



Asimismo, a sus hermanos: la señora Josefina, Roberto, Javier, Renato y Andrés (nuestro querido colega).



Por último, al resto de sus familiares que se encuentran en las tribunas.



Señor Presidente, Honorables colegas, señoras y señores:



El Senado se reúne hoy para rendir un más que merecido homenaje a Adolfo Zaldívar Larraín, ex Presidente de esta Corporación, Embajador en Argentina, quien falleció en fecha reciente, a los 69 años de edad.



Curiosamente, el interés por la política lo heredó de su madre, la señora Chepita Larraín, integrante del Partido Conservador, al igual que su marido, y vicepresidenta, cuando se formó la vertiente conservadora-socialcristiana.



Al nacer la Democracia Cristiana, la señora Chepita fue la primera mujer en ocupar el cargo de consejera nacional. 



En el hogar de los Zaldívar-Larraín eran visitas frecuentes el sacerdote Alberto Hurtado y el obispo de Talca, Manuel Larraín, además de dirigentes políticos, como Eduardo Frei Montalva, Bernardo Leighton y Eduardo Cruz-Coke.



La otra gran mujer en la vida de Adolfo Zaldívar fue su esposa, la señora Alicia Larraín, con quien se encontró muchos años después de un romance juvenil y con la que reunieron a sus hijos en un gran hogar.



Cuando se reinscribió el Partido Demócrata Cristiano, ella se convirtió en su primera militante.



Hay que agregar también la figura de la nana de Adolfo, Juana Pardo, quien lo llevaba a visitar a sus familiares y le permitió conocer el mundo popular desde adentro, como uno más de ese ámbito, de cuya existencia otros muchachos de su edad y condición tenían tal vez solo lejanas sospechas.



Estudió en el Instituto Luis Campino y en la Universidad Católica, destacando tanto como estudiante y dirigente cuanto como deportista.



Ya convertido en profesional, Adolfo formó un equipo de abogados con sus amigos de toda la vida, Narciso Irureta, Ramón Briones y Hernán Bosselin, casi al mismo tiempo que iniciaba, junto con ellos, su carrera política: Jefe Nacional Universitario de la Democracia Cristiana, en 1965; Consejero Nacional de la Juventud Democratacristiana, de 1970 a 1972, y a partir del año siguiente y hasta 1980, Jefe Nacional de los Abogados de la Democracia Cristiana.



Entre 1983 y 1989 formó parte de la Comisión Fiscalizadora de la Democracia Cristiana, además de ser consejero nacional entre 1983 y 1990. Pero, sin duda, fue desde la Comisión Fiscalizadora, que aspiraba a compensar la inexistencia del Parlamento, que comenzó a hacerse un nombre ante el público general del país, por su valentía y su capacidad para denunciar los hechos de corrupción que se vivían en Chile.



Pero en un plano menos visible también concentraba sus energías en enfrentar al régimen. Muchos le deben sus vidas, porque fue de los primeros en apoyar a las víctimas del régimen militar, además de ser uno de los cofundadores de la Comisión Chilena de Derechos Humanos. 



Cuando muchos no se atrevieron, él tuvo la valentía para concurrir a los tribunales a defender a los perseguidos, destacando, entre muchos otros, el caso de Clodomiro Almeyda. 



Esa parte de su vida se suele olvidar, a pesar de todos los sacrificios que le significaron, y se lo caracterizó con el estereotipo de ser antiizquierdista, cuando a lo único que aspiraba era a defender la libertad y proteger los derechos humanos con los que se identifica la Democracia Cristiana.



La defensa de los derechos humanos la asumió junto a Jaime Castillo Velasco, quien le había pedido unos años antes que se desempeñara como su secretario personal.



Adolfo era un hombre de convicciones, y una vez que se convencía de algo, no había fuerza capaz de disuadirlo. Y fue esa característica de su temperamento la que le permitió hacer tanto por tantas personas. Era temido por sus adversarios, porque sabían que lograba sus propósitos, gracias a su capacidad analítica para anticiparse en varios pasos a los demás; y era respetado por sus partidarios, porque entendían que su liderazgo era tan poderoso que las misiones aparentemente más imposibles podían conseguirse de su mano.



Adolfo Zaldívar fue el principal impulsor para que la Democracia Cristiana se inscribiera como partido político cuando, a finales de los ochenta, el régimen debió plantear una apertura para que el plebiscito de 1988 tuviera credibilidad.



Él promovió también lo que se llamó la “coalición chica”, en contraposición a lo que sería finalmente la Concertación de Partidos por la Democracia, aunque partiendo del mismo principio de unir a todas las fuerzas comprometidas con la recuperación de la democracia.



Tres días después del plebiscito de 1988, y mientras se encontraba convaleciente por la lesión en un pie, su casa fue asaltada por una turba de más de doscientas personas. Fue golpeado en el suelo, en la cabeza y el cuerpo, mientras un furgón de carabineros observaba los hechos sin intervenir.



Si no se hubiera aceptado la tesis de la institucionalidad -la idea de derrotar a Pinochet con sus propias armas-, quién sabe qué destino hubiera tenido nuestro país, pues, según el parecer de algunos, solo podía abrirse espacio por la vía violenta.



Deportista y gran lector, de esos que necesitaban dos cuartos en su casa para guardar sus libros; partidario de la lectura diaria y concienzuda de los periódicos; amigo leal; un intelectual dentro de la política, un político aficionado al arte y la cultura, Adolfo pasó por períodos difíciles, pero siempre pudo reinventarse.



Al retorno de la democracia, su contribución fue ignorada y debió ver el cambio de mando por televisión. Pero él no se quejó.



En su primer intento senatorial, por Atacama, estuvo a dos puntos de doblar a la lista contraria junto con el Senador Ricardo Núñez, pero el sistema binominal lo dejó fuera, a pesar de haber recibido más votos que sus contrincantes.



Cuatro años después sí tuvo éxito en Aysén, y repitió su triunfo ocho años después, subiendo incluso el porcentaje de votación, a pesar de que el Gobierno de la época se jugó claramente por su compañero de lista.



Como Senador integró las Comisiones de Defensa y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. A la vez, fue Presidente del Grupo Parlamentario Chile-Argentina.



Y aunque su labor como Senador fue impecable, lo que resaltó en este período fue su rol como Presidente de la Democracia Cristiana en dos períodos consecutivos, entre 2002 y 2006, cuando el partido venía experimentando una incuestionable caída electoral. Su persistencia en devolver el eje a la clase media y su fortaleza para defender sus puntos de vista le permitieron a nuestra colectividad volver a ser la fuerza más votada en las elecciones municipales de 2004. También en las parlamentarias del año siguiente la Democracia Cristiana aumentó su votación.



Ya en esa fecha se encontraba disconforme con la orientación de la Concertación, por algunos abusos que se estaban haciendo públicos y por la necesidad, de la que estaba convencido, de impulsar las oportunidades de progreso para la clase media, que había permanecido al margen de las políticas sociales por mucho tiempo.



Consecuente con su personalidad, persistió en sus propósitos y la controversia fue creciendo hasta que terminó siendo expulsado del Partido Demócrata Cristiano, en el que había militado toda su vida, empleándose como argumento su oposición a la propuesta de financiar el Transantiago con recursos públicos.



Terminó su carrera parlamentaria siendo electo Presidente de la Cámara Alta para el período 2008-2009, como fruto de un acuerdo entre Senadores independientes y la Alianza, siendo la primera vez en que Senadores ajenos a los dos principales bloques resultaban decisivos en una elección de esta naturaleza, en un claro anticipo de los cambios políticos que se estaban comenzando a vivir ya en el país.



Durante su gestión, los funcionarios del Senado tuvieron la oportunidad de conocer su generosidad y ecuanimidad. Y ha sido uno de los Presidentes de la Cámara Alta que mayor reconocimiento han tenido por parte de quienes trabajan en el Parlamento. Dejo constancia de que esta mención la hago por expresa petición de los dirigentes de los funcionarios de esta Corporación.



Dentro de su labor como Senador, concentró una parte importante de sus energías en promover el acercamiento con Argentina, país por el que sentía una fuerte admiración desde su juventud y con el cual ya venía estrechando lazos desde los tiempos del régimen militar, los que reforzó aún más sobre la base de los vínculos que formó por años, y en su calidad de Presidente del Grupo Parlamentario Chile-Argentina, sintiendo en su fuero íntimo que un acercamiento entre las dos naciones era esencial para el progreso de sus pueblos.



Los hitos de su labor por la integración se pueden sintetizar en acciones concretas, como el proceso que condujo a la suscripción del Protocolo de 2003, que creó las condiciones para el desarrollo de las inversiones recíprocas, con el cual las inversiones chilenas en Argentina han superado los 17 mil millones de dólares. Junto a ello promovió especialmente proyectos de integración física, como el Corredor Bioceánico Aconcagua, el nuevo Paso de Agua Negra y la reactivación del ferrocarril entre Antofagasta y Salta.



En su calidad de embajador, Adolfo impulsó con fuerza todos los hitos que comenzó como Senador, y por iniciativa de él se logró un objetivo inédito en la historia de nuestras relaciones con Argentina: una reunión de la totalidad de los gobernadores trasandinos con las autoridades del Ejecutivo chileno, que permitió despejar una gran cantidad de obstáculos para el estrechamiento de la amistad bilateral.



Gracias a él, nuestras relaciones con los vecinos han avanzado a paso firme y se han retomado proyectos que estuvieron suspendidos por muchos años para mejorar y ampliar los pasos fronterizos. En esa misión fueron esenciales los lazos de amistad y confianza que fue construyendo por largo tiempo con dirigentes políticos trasandinos.



Junto con ello, abrió un auténtico espacio para el reencuentro entre sectores políticos que habían permanecido en trincheras opuestas pero que compartían la auténtica vocación patriótica por trabajar unidos por el progreso y el bienestar de las personas. Fue un paso valiente que no generó la respuesta que quizás él esperaba. Pero, como muchas cosas que realizó en su vida, fue, sin duda, una acción adelantada a su tiempo.



Pido a mis colegas y al público en general que vuelvan a leer las palabras que nos dejó Adolfo Zaldívar, que en múltiples ocasiones muestran una clara visión respecto de problemas muy actuales.



Por ejemplo, cuando asumió como Presidente del Senado, el 12 de marzo de 2008, desde esta misma testera expresó:



Atravesamos desde hace años uno de los períodos de mayores cambios en nuestra historia, en el que la sociedad se debate intensamente por encontrar el camino adecuado para encauzar las exigencias sociales y políticas de sus ciudadanos.


No solo hemos tenido una transición política, sino también un profundo cambio en nuestro quehacer económico y cultural. Hemos entrado a formar parte de un mundo globalizado no solamente en lo económico, sino además en las comunicaciones y en las relaciones de las personas, gracias al avance tecnológico sin precedentes en la historia de la Humanidad.



Para asumir con éxito ese desafío y participar en esta nueva realidad mundial sin dejar de ser lo que somos, es imprescindible que lo hagamos sin exclusiones. Los beneficios no deben ser solo para unos pocos, sino para todos.



Chile y su gente enfrentan el mayor cambio de su historia. Dejamos de ser un país de término de los confines del mundo. A nuestra tierra costaba mucho llegar y era casi imposible salir de ella. Ahora podemos ser un país de conexión, haciendo de puente y de relación para otros.


Señor Presidente, espero sinceramente que el ejemplo que nos dejó Adolfo Zaldívar, con su vida, sus ideas y sus palabras, sirva para iluminar nuestras decisiones políticas. 



Reconocer un sentido de la ética y de las reales prioridades del país, pensar en el largo plazo y no solo en las encuestas, constituyen una importante contribución a nuestra actividad y nos permitirían recuperar parte de la credibilidad que se ha ido perdiendo.



Por último, quiero compartir con ustedes un hecho muy relevante que ocurrió en esta misma Sala con motivo del último día en que Adolfo se desempeñó como Senador. Era una sesión bastante especial, donde los colegas que ya no volverían a la Cámara Alta se despedían, en un ambiente de gran respeto y cargado de fuertes emociones.



Terminada la sesión, como es tradición, vinieron los naturales abrazos de despedida. De pronto vimos a Adolfo buscando con ansiedad a la Senadora Soledad Alvear, hasta que al fin la encontró y se fundieron en un gran abrazo, con lágrimas de por medio, se pidieron perdón por palabras o frases que pudieran haberlos herido u ofendido, y se ofrecieron excusas por las medidas en su contra, que no fueron adecuadas y provocaron fuertes dolores en ambos.



Ese acontecimiento, que me atrevo a compartir en esta ocasión, demuestra la nobleza de alma, la grandeza de espíritu de un gran demócrata, que no guarda rencores. Esas son precisamente las características de los grandes líderes.



A su querida esposa, Alicia; a sus hijos: María José, Francisco José, Juan Pablo, María Antonia, Adolfo, Ana María, María Angélica y María Magdalena; a sus hermanos: la señora Josefina, Alberto, Javier, Renato, Andrés, y a los demás familiares que nos acompañan en las tribunas, en nombre de los Senadores democratacristianos, y especialmente en el del Senador por Aysén Patricio Walker y en el mío propio, les hacemos llegar nuestros más profundos sentimientos de cariño, respeto y agradecimiento por el gran esposo, padre y hermano que fue nuestro querido amigo Adolfo Zaldívar Larraín.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, rindo homenaje en nombre de mi partido, Renovación Nacional, y en el del Comité Independientes al ex Senador Adolfo Zaldívar Larraín.



Adolfo era un gran servidor público, pero, sobre todo, un hombre de familia. Por eso he querido iniciar mi intervención saludando a su viuda, su gran amor, Alicia Larraín, y a sus hijos: Adolfo, Ana María, María José, Francisco, Juan Pablo y María Antonia.



Alicia, sé de la historia de amor y de familia que marcó sus vidas. Y lo sé porque cada vez que Adolfo podía hablaba de ello, lo que refleja el cariño y la incondicionalidad hacia ustedes.



Hoy queremos reconocer la importancia de un hombre humanista, padre, amigo, profesional y, principalmente, un chileno que amó su país; que con sus acciones demostró, mediante la fidelidad a los principios y valores inculcados en familia y practicados en sociedad, que es posible trabajar por el bienestar de la patria.



Adolfo nació el 13 de septiembre de 1943. Hijo de Alberto Zaldívar Errázuriz y de Josefina Larraín Tejeda.



En el ámbito político estuvimos en veredas distintas. Pero lo curioso es que siempre, en algún minuto, vivimos experiencias en común.



Corría el año 1989. Tal como lo señaló el Senador que me anticipó en el uso de la palabra, yo era candidato a Diputado por Vallenar y él, candidato a Senador por Atacama. Lo vi siempre como un gran luchador; recorría con esmero cada localidad de la Región; planteaba con fuerza sus ideas. La regionalización, la clase media, la pequeña y mediana minería, la pobreza, eran sus temas. 


No le fue bien en esa oportunidad. Pero la derrota no lo desanimó y cuatro años después fue electo Senador por la Región de Aysén.



El 2001 nuevamente nuestras vidas se cruzaron: él como Senador electo por Aysén y yo en representación de Atacama.



Durante ocho años integramos las Comisiones de Defensa y de Minería.



Corría el año 2004 y la Empresa Nacional de Minería vivía una crisis económica de consideración por el sobreendeudamiento del que había sido víctima debido al retiro anticipado de utilidades y otras prácticas de la época. 



La única solución para garantizar la subsistencia de la ENAMI era traspasar la refinería de Ventanas a Codelco. El Gobierno de la época proponía un precio que no cubría la totalidad de la deuda, por lo que su viabilidad seguía en riesgo.



Con Adolfo defendimos a la ENAMI y a sus trabajadores, y nos opusimos tajantemente a las condiciones que se pretendía imponer. Hoy, gracias a esa lucha que brindamos, la empresa está saldada y entrega importantes utilidades al Estado y, sobre todo, sustento a miles de pequeños productores mineros, por los cuales él siempre se jugó.



Como miembros de la Comisión de Defensa, integramos una de las primeras delegaciones parlamentarias que visitaron a las tropas chilenas y conocieron la realidad de Haití.



Adolfo siempre pensaba en el bien y en la unidad de Chile. Bajo esa inspiración, encabezó la inauguración conjunta de los bustos conmemorativos en honor a los próceres de la Patria Bernardo O'Higgins y José Miguel Carrera en el frontis principal de este edificio.



En dicha oportunidad, el ex Presidente del Senado sostuvo: “La acción y la lucha de ambos fue guiada por los mismos principios y estuvo exenta de todo beneficio personal y menos aún patrimonial. Ambos lo entregaron todo y convergieron en la unidad de Chile. Sus diferencias, por grandes que parezcan, se pierden en el pasado frente a los logros de la Nación chilena en el curso de su historia”.



A pesar de nuestras diferencias políticas, con Adolfo compartíamos un ideario común: la preocupación por el abandono que sufren las regiones del país debido al excesivo centralismo de Santiago.



Tal vez por eso, al asumir la Mesa de esta Corporación el año 2008, una de las primeras medidas que tomamos fue crear la Comisión Especial de Campos de Hielo Sur, recibiendo a expertos, visitando la zona y proponiendo una serie de medidas tendientes a terminar con el aislamiento de esa parte del territorio nacional y del resto de las Regiones.



Debido a esos principios, homenajeamos al precursor del regionalismo en Chile bautizando la Sala de Lectura del Senado de Santiago como “Pedro León Gallo”, que es el nombre que lleva hasta hoy.



Por esta misma razón, la última publicación que realizara Adolfo precisamente fue A propósito de Pedro León Gallo: el regionalismo en pasado y en presente, en agosto del año 2010, publicación que aún conservo.



Las causas que llevaron a Pedro León Gallo a encabezar el movimiento regionalista subsisten hasta el día de hoy, sostenía Adolfo. El 6 de enero de 1859 don Pedro dijo: “no soportaremos más este centralismo ciego y delirante. Al autoritarismo de Santiago opondremos nuestra valentía; a la ceguera de sus jefes, nuestra sana voluntad de progreso regional”.



Adolfo Zaldívar, en su última publicación efectuó una gran reflexión: “Desde la Revolución encabezada por Pedro León Gallo, Santiago vio aumentada su población en 26 veces; Atacama, sólo en 5; y Valparaíso, en 4 veces. Estas cifras son elocuentes y demuestran que algo se hizo mal”.



Estos mismos ideales lo llevaron, en 2007, a votar en contra del proyecto que entregaba recursos extraordinarios al Transantiago. Este hecho se traduciría más tarde en su expulsión del Partido en el que militara por 50 años.



Se incorporó a las filas de la Democracia Cristiana a los 14 años. En su época universitaria, entre 1970 y 1972, fue elegido consejero nacional de la Juventud del Partido. Al año siguiente fue designado jefe nacional de abogados de la colectividad, donde se mantuvo hasta 1980. 



Más tarde, formó parte de la Comisión Fiscalizadora de la DC entre 1983 y 1989; fue consejero nacional entre 1983 y 1990, y primer vicepresidente nacional.



Entre 2002 y 2006 presidió la Democracia Cristiana. Y en 2005 fue precandidato presidencial, siendo derrotado en las elecciones internas. En su campaña, los medios de prensa denominaron su lista como “los colorines”, debido al color de su pelo.



Luego de su salida de la DC en 2009, Adolfo se integró al Partido Regionalista de los Independientes (PRI). Y en enero del mismo año anunció su candidatura a las elecciones presidenciales a realizarse en diciembre, de la que finalmente desistió.



Asumió la presidencia el PRI hasta junio de 2010, cuando aceptó la designación, por el Presidente Sebastián Piñera, como Embajador de Chile en Argentina, país con el cual mantenía lazos muy fuertes.





Ha desaparecido uno de los grandes de la política chilena, un hombre al que se le podía querer u odiar en un mismo día, pero que nunca pasaba inadvertido cuando entregaba sus ideas. 



Fue claro, valiente y directo para actuar en su vida.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente; estimada señora Alicia viuda de Zaldívar:



El Partido Socialista y el Partido Por la Democracia me honran al entregarme la responsabilidad de despedir acá, en el Senado de la República, a quien fuera su Presidente, al Senador Adolfo Zaldívar Larraín.



Hace muy poco, el 28 de febrero pasado, en un día triste, tuvimos también ocasión de despedirlo en la sede del Congreso Nacional en la Región Metropolitana.



Ahora quiero reiterar, con la calma de las semanas que han transcurrido desde entonces, el respeto que sentía hacia su persona y el cariño que con el curso de los años fuimos construyendo a lo largo de una relación de trabajo, que tuvo, naturalmente, momentos muy significativos, positivos, alentadores, estimulantes y, por cierto, como es propio de la vida política, también momentos de distancia y de divergencia.



De todas maneras, vuelvo a expresar a su familia mi agradecimiento hacia Adolfo por haber socorrido, en circunstancias difíciles, a nuestro entonces Canciller depuesto Clodomiro Almeyda, en los días posteriores al golpe de Estado del año 73. En tiempos en que era muy difícil que recibiera ayuda jurídica y en que muchos de nuestros abogados no podían hacerlo, porque también eran perseguidos y llevados a los tribunales de guerra de entonces, el joven abogado Adolfo Zaldívar tuvo el coraje y la valentía de defenderlo. No era fácil y demostró con ello su enorme pasión por la democracia y por los derechos humanos.



Luego, coincidimos en períodos complejos del proceso democrático: él asumiendo la responsabilidad de ser Presidente de la Democracia Cristiana y yo siendo el Presidente del Partido Socialista.



Hubo ocasiones en que tuvimos intensos debates. Era un agudo analista, un polemista de cuidado, un defensor de sus ideas de manera consistente y maciza.



En estos días, la política no atraviesa por un buen momento. Pareciera que la sociedad toma cada vez más distancia del ejercicio de esta actividad, la que, sin embargo, resulta fundamental para dirigir el Estado y, a través de este, influir en los destinos de nuestra comunidad nacional.



Muchos hacen política, pero no se reconocen como políticos: asumen una doble personalidad. 



Yo deseo rescatar en este ámbito el recuerdo que tengo de Adolfo Zaldívar: él nunca habría tenido una conducta de tanto oportunismo. Era un hombre recto y difícil en el trato, porque era un político de convicciones. No se lo llevaba el viento con una simple brisa; no era un papel de esos que se levantan con un simple soplido. Era un dirigente político de tonelaje.



Tuvimos divergencias, lamentablemente. Nos separó el camino que seguimos hace algunos años. Y, como expresé el 28 de febrero pasado, siento que eso haya resentido la amistad que construimos. Fueron polémicas ásperas, que seguramente llegaron más allá de lo que ambos queríamos. 



Pero debo decirle, señora Alicia, que rehicimos nuestra amistad.



En noviembre del año pasado, siendo yo Presidente del Senado, nos encontramos en la sede de Santiago. En esa oportunidad me hizo un valioso regalo, que conservo: libros de Historia de Chile, tema que, como usted sabe, le apasionaba profundamente. 



Entonces hablamos de su otra gran pasión: de la integración de Chile con Argentina; de la necesidad de que, conservando cada nación su propia identidad, fuéramos capaces de establecer una relación estratégica entre ambos países; de que tuviésemos una mirada común hacia la sociedad global, a la vez que generáramos lazos que permitieran hacer del Cono Sur una común realidad geoeconómica, asegurando la paz a largo plazo entre nuestros pueblos.



Yo siento que el ex Senador Adolfo Zaldívar, como pocos, era un defensor del entendimiento entre Chile y Argentina, con una visión muy profunda. Conozco pocas personas que pueden comprender tan cabalmente, como él consiguió hacerlo, las motivaciones para que efectivamente los dos países establezcan lazos que los unan en los ámbitos económico, cultural y político, en lugar de estar unidos solo por la geografía.



Pero también debo decir que cuando conversamos, poco antes de su muerte, me manifestó cierta preocupación.



Adolfo Zaldívar no era escéptico. Él confiaba en Chile. Era un patriota hasta los huesos. Pero miraba el desenvolvimiento de nuestra nación con inquietud. Él hablaba de -enfrentamos este asunto de manera distinta- “la necesidad de rectificar el modelo”. Entendía que Chile no podía asegurar a largo plazo su convivencia nacional con el abismo que separa a un grupo de chilenos de la mayor parte de sus compatriotas.



Si pensaba en la integración con Argentina, era porque veía que tal posibilidad podía ser una base potente para que el país creciera con justicia social y no de manera deformada, como lo ha estado haciendo en el curso de los últimos años. No me refiero a este Gobierno, sino a lo ocurrido durante décadas. Hablo de un desarrollo que ha ido separando demasiado a los chilenos, lo cual fundamenta el desencanto y la irritación que sienten amplios sectores sociales hacia el sistema político.



Yo lamento profundamente no haber realizado la visita a Argentina a la cual Adolfo Zaldívar me invitó. 



Era un apasionado del diálogo político. Por ese motivo, quería que realizáramos con las fuerzas políticas del país hermano encuentros que nos permitieran reflexionar sobre nuestras respectivas realidades y mirar al futuro con un sentido de responsabilidad.



Su partida es una pérdida para Chile. Con toda la pasión que puso, no logró vencer el cáncer que le quitó la vida.



Sé que muchos dirán que mis palabras tienen solo un fin protocolar. No lo piense así, señora Alicia. Estoy convencido de que Adolfo Zaldívar fue un político con mayúsculas, una gran persona, un gran chileno, y de que su pérdida es muy sensible para nuestra patria.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, en nombre del Comité de la UDI, hace uso de la palabra el Senador señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, estimada familia de Adolfo Zaldívar, en esta sesión y en nombre de la bancada de Senadores del Partido Unión Demócrata Independiente, rindo sentido y leal homenaje en memoria de Adolfo Zaldívar Larraín, fallecido cuando terminaba febrero de este año.



Adolfo fue, ante todo, un gran y valiente luchador, con mayúsculas; un adversario formidable y vehemente, pero siempre leal. 



Se propuso metas enormes desde muy temprano: como atleta, como estudiante, como joven y aguerrido abogado y, sobre todo, como político de ideas claras, a las que se aferró con pasión desde los catorce años, obteniendo desde joven adeptos que, junto a él, forjaron una corriente propia y muy importante dentro de la Democracia Cristiana.



Adolfo Zaldívar era un demócrata que no necesitaba mostrar sus credenciales de tal a nadie.



Aunque casi siempre estuvimos en veredas opuestas, sería mezquino negarme a resaltar tanto su coraje y sus virtudes como su compromiso irrenunciable con la libertad, la democracia y los valores que se asocian a esta.



Lo conocí junto a Narciso Irureta, a Hernán Bosselin, a Ramón Briones en días fatigosos pero emocionantes, cuando se daban las primeras elecciones en el Colegio de Abogados en Chile. En efecto, eran las primeras que se hacían en nuestra patria. Y pude ver ahí, cuando ganaba o cuando perdía, esa impronta de decisión, de coraje, pero también de mucha humanidad, que lo marcaría a fuego durante toda su vida.



Hoy, en momentos históricos, en que algunos, creyéndose fuertes, en la calle vociferan contra las instituciones y la democracia que hemos construido entre todos y se permiten anunciar cambios que tendrán que venir por las buenas o por las malas, es oportuno evocar en esa dimensión la enorme figura de Adolfo.



Quiero recordar su testimonio como un convencido de que la democracia y la participación masiva del plebiscito de 1988 iban a transformarse en la vía para dar cauce fecundo a la democracia. Y vio en esa oportunidad histórica una forma de recuperar nuestra convivencia.



En aquellos tiempos de sumos desacuerdos ciudadanos y, también, de duda y desconcierto entre los propios adversarios del Gobierno militar, Adolfo Zaldívar tuvo la valentía de tomar la bandera de participación en el plebiscito para derrotar, según sus propias reglas, al Régimen que contradijo con vigor desde la primera hora. Convenció a los propios y terminó por doblegar, por el camino de la razón, a quienes creyeron que la vía violenta e insurreccional era la única apta para hacer frente al Gobierno del Presidente Pinochet.



Entre valiente y soñador, Adolfo vio una salida pacífica donde muchos creían que no había más que enfrentamiento entre chilenos. Y eso es ser valiente, es ir contra la corriente, es creer en las convicciones más que en las consignas.



Posteriormente, formó parte de una coalición de Gobierno, con la que no siempre se sintió a gusto, pero a la que adhirió con profunda lealtad desde la primera hora. Sin embargo, al final, en vez de escoger el camino fácil de la comodidad, Adolfo, siempre fiel a sus valores y pensando en el bien del país, según su visión, rompió lazos con su Partido, al que yo sé que quiso hasta su muerte, y con la propia Concertación.



Podemos decir, con propiedad y en perspectiva, que nunca actuó motivado por cálculos, sino apegándose a sus más profundas convicciones cristianas y demócratas.



Alguna vez le dije en este mismo Senado que varios como él alegaban y alegaban contra el estado de las cosas, pero, al llegar al precipicio que marcaban esos cambios drásticos que el país necesitaba y ver la soledad en que se estaba más allá del poder, se frenaban y volvían a lo que no les gustaba.



Inmediatamente después de haber votado en contra el proyecto de ley sobre el Transantiago, que le significó, de hecho, la salida del Partido de toda su vida se acercó y me dijo: “Me tiré al precipicio y me siento más libre conmigo mismo. Pero, además, siento que, más allá de las incomprensiones de muchos de mis amigos, esto le va a hacer bien a Chile”.



Lo encontré no hace mucho tiempo en su casa recordando esta historia y cómo de corazón se sentía identificado con quienes, en su momento, había visto distanciados. Y lo vi como era él: con entusiasmo, con ganas, muy enfermo, pero muy soñador, porque Adolfo siempre fue un soñador. Soñó con un Chile grande y buscó afanosamente sus raíces.



¡Cómo no recordar su iniciativa de instalar, uno junto al otro, los bustos de O´Higgins y de Carrera, mostrando así su posición unitaria ante la inexplicable manía de algunos de poner a ambos patriotas como adversarios enconados hasta casi dos siglos después de su muerte! 



Adolfo Zaldívar aborreció el centralismo que tanto daño hace a Chile y fue un gran regionalista. 



Resaltó la figura de líderes locales como Pedro León Gallo, de quien muchos de nosotros -lo reconozco- casi no habíamos oído hablar, y a través de seminarios, libros, debates y nombres de salas, lo instaló en el Senado como símbolo de una patria a la que es posible mirar más allá del centralismo, que tanto mal nos hace.



Donde algunos veían escollos ante los cuales solo cabía rendirse, Adolfo Zaldívar soñó con oportunidades de grandeza. Miró la Cordillera de los Andes, no como una barrera que nos separa en forma infranqueable de nuestros vecinos, sino como un mero accidente geográfico que en nada debía entorpecer un destino común para ligar a Chile y Argentina, dos países llamados a ser hermanos.



Como lo recordó el Canciller Moreno en su discurso fúnebre, “Adolfo Zaldívar siempre pensaba en la grandeza de Chile, su país que tanto amaba. Y tenía muy claro que en el trabajo conjunto con nuestros vecinos, y muy especialmente con Argentina, está el camino para darle un mejor futuro a nuestros hijos.”.



Para terminar, resulta oportuno tener a la vista palabras del discurso fúnebre que se hizo en honor a Pericles y que el historiador Tucídides rescató para la inmortalidad. Y creo que es justo situar a Adolfo Zaldívar entre los hombres visionarios de nuestra patria que, por su incansable búsqueda del bien común y de la concordia con los vecinos, merecen un elogio como este:



“La tumba de los grandes hombres es la tierra entera. De ellos nos habla no solo una inscripción sobre sus lápidas sepulcrales; también en suelo extranjero pervive su recuerdo, grabado no en un monumento, sino, sin palabras, en el espíritu de cada hombre.”.



Alicia; Adolfo, en forma muy especial; Ana María; María José; Francisco, Juan Pablo y María Antonia, pueden tener la seguridad de que quizás no lo tuvieron mucho tiempo con ustedes; de que les escatimó innumerables momentos que en familia hubieran sido mejores. Pero tengan la convicción y el más dulce de los recuerdos de que su historia y su ejemplo calaron hondamente en miles de chilenos y deben sentirse profundamente orgullosos de ser familiares de Adolfo Zaldívar Larraín.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente; señores Senadores; señora Alicia e hijos de Adolfo; estimado Andrés:



En nombre del Partido Radical, es un honor referirme y rendir un homenaje a quien consagró su vida a la actividad política y a sus convicciones.



Digo esto no solo por un testimonio viviente del ideario socialcristiano de Adolfo Zaldívar, sino también por coincidir, en uno de sus aspectos más importantes, con el radicalismo al que represento: me refiero a su gran labor en pos de la regionalización y al particular rescate de la imagen de Pedro León Gallo, quien es uno de los padres fundadores del conglomerado político al cual represento.



Adolfo Zaldívar era un Senador con fuerza, con convicción, con ideas, que no se amilanaba ante las dificultades ni los problemas. ¡Cuántas veces lo demostró en el Senado y cuántas veces lo demostró en las Comisiones en las que participó!



Probablemente, esa característica surge de su propia historia, de su biografía; de cómo desde pequeño, a los 14 años, ingresa a su Partido -la Democracia Cristiana- donde ya militaban sus hermanos; de cómo en su época universitaria fue jefe nacional de la colectividad; de cómo siguió adelante siendo consejero de la Democracia Cristiana y de cómo llegó a ser su Presidente; de cómo hizo algo también para representar su ideario y el de su colectividad política en las elecciones presidenciales, a pesar de no haber logrado el objetivo. 



¡Y, como era porfiado, lo hizo dos veces, al igual que otros que también somos porfiados en estas materias...!



Sin embargo, me parece que eso es lo rescatable: la fuerza, el ánimo, la convicción con que se  discutían y hacían las cosas. 



También es digna de destacar la valentía que tuvo Adolfo Zaldívar en los años grises y duros de la dictadura cuando se atrevió, como abogado, a defender a quienes éramos perseguidos en esa época y no teníamos posibilidades de levantar la voz. En ese aspecto él también se jugó su historia, su decisión, su valentía, el ser un hombre de Derecho y de convicciones.



Y lo demostró en esta Corporación cuando tuvimos ciertas diferencias políticas. ¡No estaba tan equivocado con el Transantiago! Tenía una convicción y se jugó por ella.



En estos días, estimada Alicia, con quien compartimos un período muy interesante en el que pudimos conocernos más, vivimos un momento político difícil: la gente mira a la política con distancia y no nos tiene confianza. 



Por eso estoy convencido de que, a pesar de todas las diferencias que uno podía tener con Adolfo, él creía en la política y sabía que esta representa un camino para que el país avance, con diferencias, no solamente sobre la base de los acuerdos ni de lo que es posible hacer, sino también con las convicciones que nos obligan a actuar.



¡Esa es mi opinión! 



Ese es uno de los grandes recuerdos que deja Adolfo Zaldívar con todas las diferencias que siempre tuvimos -¡muchas!-, sabiendo que era un hombre en quien uno podía confiar desde el punto de vista de la discusión, de la convicción. Eso es lo que lo refleja y que, por supuesto, deja como legado a toda su familia que hoy día nos acompaña.



Termino recordando que Adolfo Zaldívar guardaba un respeto enorme por las Regiones, y ello tenía que ver con un personaje indispensable en la historia de Chile: don Pedro León Gallo.



Adolfo sostenía que “Otra de las grandes contribuciones de Pedro León Gallo al desarrollo político chileno fue el impulso decisivo que dio a su regreso del exilio a la modernización de los partidos políticos, mediante la formación del Partido Radical, instando a la creación de asambleas ciudadanas, que vinieron a significar una nueva forma de hacer política en Chile, desconocida hasta entonces. Podemos afirmar, sin equivocarnos, que Gallo fue determinante en la consolidación de los partidos políticos como referentes claramente ideológicos y de opinión.”.


Esto lo dijo Adolfo cuando se inauguró la Sala de Lectura “Pedro León Gallo” del Senado en Santiago, que hasta el día de hoy existe.



En estos momentos difíciles de la política, es necesario recordar a hombres como Adolfo Zaldívar.



Así que, Alicia, a ti y a tu familia, ¡un abrazo grande!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, en representación del MAS.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente; familia de Adolfo Zaldívar; su viuda, señora Alicia Larraín; hijos e hijas:



En nombre del Movimiento Amplio Social, he querido hacer uso de la palabra en este homenaje al ex-Senador Adolfo Zaldívar, no por sentir la obligación de la formalidad, sino básicamente por un profundo sentimiento de convicción. Lo hago, porque conocí a Adolfo en el Senado y pude reconocer en él algo que valoro profundamente en la política: la sinceridad que da la convicción, aunque uno pueda no compartirla. 



La política sin convicción no es política. La política sin pasión no es política. Y Zaldívar, el duro, era apasionado. 



Y, por cierto, ¡cómo se puede hacer política sin pasión, cuando la política es querer transformar la sociedad y el mundo!



Sin pasión, no hay política. Y Zaldívar era un apasionado.



Al conocerlo, pude entender el significado de los conceptos de “amistad cívica” y “respeto republicano”, que se mencionan muchas veces al calor de los debates, cuando se exige respeto mutuo.



Teníamos diferencias políticas obvias. Él me lo manifestaba en cada ocasión en que podía. Pero esas diferencias -que de verdad las hubo- me hacen sentir que en definitiva en política siempre es mejor saber con quién se habla. Con Adolfo Zaldívar uno siempre sabía lo que él pensaba, porque lo decía.



Y como expresaba José Martí, padre de la Revolución Cubana, “La mejor manera de decir es hacer”. Y eso trae problemas siempre. 



Al fijar sus posiciones, Adolfo era inequívoco. Costaba hacerlo cambiar de opinión. No solo a él, sino a muchos otros, tal vez. Pero tenía también la cualidad de debatir, de informar, de darse el tiempo para hacer la discusión.



Algunos pueden quedarse solo con el Zaldívar de los tiempos de líder del PRI o de Embajador en Argentina; pero es bueno del mismo modo recordarlo como socio del estudio jurídico Irureta, Zaldívar, Briones y Hernández o como cofundador de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, donde destacó, en la década de los ochenta, defendiendo y dando su apoyo a muchos de los perseguidos por el régimen militar, por la dictadura, asumiendo su representación en casos emblemáticos y en tantos otros no emblemáticos, sin importar que ellos se contaran entre los que no pensaban como él: la gente de Izquierda.



Su figura también está íntimamente ligada a su condición de Senador por la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, entre 1994 y 2010. 



Como regionalista y contradictor del centralismo, dio cuenta de eso en el Senado, a veces más allá de la posición legítima de su tienda política, la Democracia Cristiana.



Cuando en 2007 debimos abordar el problema del Transantiago y discutíamos si había que dar o no 600, 700, 800 millones de dólares para mejorar el transporte de la Región Metropolitana, él fundó una posición respecto de la inconveniencia de entregar dineros del erario y votó que no. Eso tuvo una consecuencia: ser expulsado de su Partido. Yo pensé y sigo pensando que a veces la convicción bien vale una expulsión, porque sin convicción no hay política; sin convicción no hay dignidad; sin convicción no hay ética ni moral.



Evocar la vida de Zaldívar en su colectividad es recordar su vida entera: 50 años militó en la Democracia Cristiana. Y creo que para él -lo vi, lo sentí, lo leí en sus ojos- fue difícil y duro dejarla. Fue Presidente de ella en dos períodos consecutivos, del 2002 al 2006.



También fue Presidente de esta Corporación, desde marzo de 2008 hasta marzo de 2009.



Dicen que los hombres y mujeres pasan, pero que las instituciones quedan. Sin embargo, el Senado -uno de los pilares de la institucionalidad democrática de la República- tuvo a la figura de Zaldívar aquí, en la testera. Y Adolfo, como lo conocíamos -en realidad se llamaba Miguel Adolfo Gerardo-, “el colorín” para sus amigos, dicho cariñosa o despectivamente; el admirador de José Miguel Carrera; el hombre preocupado de las pymes, de la clase media y de rectificar el modelo seguirá estando presente. 



Más de una vez me dijo: “Alejandro, compartimos muchas cosas, pero tenemos una gran diferencia: yo quiero rectificar el modelo, tú quieres cambiarlo; debemos conversar porque ambos queremos lo mismo, pero hay que ponerse de acuerdo. Entre rectificar y cambiar hay una diferencia”.



Siento que durante mucho tiempo la figura de este hombre de convicciones, de valores va a estar presente en el debate político y, por cierto, no solo en el recuerdo, sino también en la acción de esta Cámara Alta.



Aprovecho esta ocasión para expresar a sus familiares que deben saber que hemos perdido a un gran servidor público, a una gran persona.



Mis respetos a sus hijos e hijas y a su viuda, la señora Alicia Larraín.



Finalmente, deseo decir que aunque la mayoría de los hijos de Adolfo no han manifestado aún interés en ocupar el gran espacio que deja su padre, es seguro que en el futuro habrá uno o más Zaldívar en la Cámara o en el Senado, recogiendo el testimonio de seguir construyendo un Chile mejor.



Ojalá así sea, como homenaje en memoria de un hombre que aprendí a respetar y a estimar.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para finalizar el homenaje que el Senado hace a su ex Presidente y ex Senador Adolfo Zaldívar, tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ante todo, quiero agradecer sinceramente a cada uno de los Senadores que han intervenido en este homenaje en memoria de mi hermano Adolfo. Lo hago, especialmente, en nombre de Alicia, su esposa; de sus hijas e hijos; de nuestra hermana y hermanos y en el mío propio.



Asimismo, deseo agradecer al Senado el tributo solemne que con motivo de sus funerales se realizó en el Salón de Honor del ex Congreso Nacional y, muy especialmente, las sentidas palabras del ex Presidente de esta Alta Cámara, mi querido amigo Camilo Escalona; como también las expresadas en ese momento por el Presidente de la República, Sebastián Piñera, y por el Canciller Alfredo Moreno; por el Presidente del Partido Regionalista Independiente, Carlos Olivares,  y por mi amigo y camarada Enrique Krauss, quien hablara en nombre de nuestra colectividad.



Mil gracias y nuestro sentimiento de aprecio para todos los funcionarios del Senado que hicieron posible, con sacrificio personal, que este homenaje pudiera realizarse con la solemnidad y con el cariño que creo que ellos siempre le manifestaron mientras Adolfo convivió aquí con nosotros.



Esta tarde se ha hecho, por parte de los señores Senadores, un justo homenaje a quien fuera nuestro par y Presidente de esta Corporación.



Cada uno de los Senadores que han expresado su sentimiento y reconocimiento en memoria de Adolfo, han resaltado lo que fue su importante y trascendente trayectoria como hombre público, como político y como persona. No seré yo el que abunde en realzar aún más su figura.



Efectivamente, fue una persona que se entregó por entero al servicio público. Lo hizo con generosidad, con pasión por transformar en realidad los valores en los cuales creía. Mi impresión es que siempre trató de estar más cerca del que más lo necesitaba. Vivió para servir. 



Adolfo respondió en plenitud a lo que nuestros padres nos enseñaron desde niños. Ellos nos educaron para que entendiéramos que lo más importante en toda persona es ser más que tener y que cuando uno tiene no hay que olvidar jamás que otros también necesitan. 



Es cierto que Adolfo, en su pasión por hacer realidad ese país que soñaba, a veces pudo haber discrepado de las opiniones de cada uno de nosotros y manifestado sus diferencias con dureza. Sin embargo, creo que jamás pretendió transformar a su contendor en un enemigo.



¡No! Adolfo creía y practicaba la amistad cívica de que nos hablaba el filósofo Maritain, de quien se sentía su discípulo.



Adolfo está inscrito en las páginas de nuestra historia política. Fue dirigente desde muy joven, se comprometió con la Academia, fue Presidente del Partido Demócrata Cristiano, Senador de la República y Presidente de esta Corporación. 



Culminó sus servicios a este país que tanto quería como un gran Embajador en Argentina, dejando allá una huella profunda en la búsqueda de la integración entre ambas naciones.



Donde actuó dejó una huella indeleble. Hemos sido testigos de todo lo que se ha escrito y dicho con motivo de su partida, y de cómo se han resaltado sus virtudes, pero también sus fallos. 



Puedo decirlo con orgullo de hermano: pienso que todos los homenajes y reconocimientos que se han hecho a su nombre y a su persona son justos y necesarios.



Quiero terminar mis palabras citando en este Hemiciclo lo que Adolfo expresara con motivo del término de su mandato senatorial. 



Lo hago porque estoy seguro de que así lo querría él.



Nos decía: “A quien haya ofendido, vayan de verdad mis excusas más sentidas, porque cuando se lucha por algo hay que hacerlo con nobleza, con calidad y nunca se debe llegar a cometer excesos de cualquier naturaleza”.



Ese hombre era Adolfo. A veces era duro en apariencia, pero tenía un gran corazón.



Muchas gracias, amigas y amigos Senadores.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- De esta manera, el Senado ha rendido homenaje a su ex Presidente, colega y Senador, don Adolfo Zaldívar Larraín.



Se suspende la sesión por algunos minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 17:38.



--Se reanudó a las 17:56.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

IV. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª y 19ª, en 10 de abril y 7 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, dentro del artículo que se está tratando, vale decir, el 15 ter, corresponde considerar ahora la indicación N° 289 ter, que dice:



“Los concesionarios nacionales deberán, dentro del guarismo del artículo 13 de esta ley que establece un porcentaje de producción nacional, incorporar al menos un 35 por ciento de creación audiovisual o multimedia de autores nacionales de producción independiente a las estaciones de televisión de libre recepción. Dentro de este porcentaje deberá incluir de manera específica un porcentaje para películas nacionales.



“Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo precedente, no podrán formar parte de este porcentaje de producción independiente, las tandas comerciales, los programas misceláneos, los programas informativos ni los noticieros, los programas deportivos, la telerealidad, promociones y autopromociones.



“Esta obligación se podrá traducir en la adquisición de derechos de exhibición de películas chilenas, de cualquier duración, género, corte y formato, siempre y cuando hayan sido estrenadas durante los cinco años calendario que precedan a la adquisición de la obra”.



El precepto que se comienza a analizar es de quórum calificado.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la indicación N° 289 ter, de los Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 289 ter (20 votos en contra y 4 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, hay que discutir la indicación renovada N° 289 quáter, que agrega en la letra a) del artículo 15 ter el siguiente inciso nuevo:



“Sin perjuicio de lo anterior, será requisito esencial para aquellos concesionarios a que hace referencia el inciso anterior, el que utilicen su concesión para transmitir señales simultáneas de televisión de libre recepción portátiles, móviles y estacionarias, además de datos anexos de recepción o despliegue opcional por parte de los usuarios. La señal portátil preferentemente deberá ser ‘espejo’ de la señal principal, entiéndase una señal portátil por aquella señal de televisión apta para ser recibida por equipos o dispositivos portátiles, técnicamente denominada ‘one seg’; entiéndase una señal móvil por aquella señal de televisión apta para ser recibida por equipos o dispositivos móviles. Todas estas señales serán de libre recepción de las personas y no podrán ser encriptadas para condicionar el acceso a ellas a cobro alguno o pago por visión. Estas concesiones estarán obligadas a brindar accesibilidad universal para personas con discapacidad auditiva y visual en la cuantificación que establece la ley 20.422”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la indicación renovada N° 289 quáter.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro que se nos viene la televisión digital también en los teléfonos celulares.



Queremos que haya una señal de acceso libre, abierta, recepcionada sin costo por quienes tengan los aparatos televisivos pertinentes para ello. Y si la señal es libre, abierta, gratuita para los aparatos de televisión en todos los hogares de los chilenos, creo que en ningún caso ella puede ser objeto de pago adicional para llegar a los teléfonos celulares.



Ya vivimos en materia de telefonía móvil la integración vertical, el contrato unidireccional.



Recordemos los tiempos en que se pagaba tanto por hacer llamadas como por recibirlas.



Recordemos los tiempos en que el número era propiedad de la compañía. Hoy pertenece al usuario.



Y todavía sigue ocurriendo que, si no se ocupan, los minutos de los planes quedan en manos de las empresas telefónicas.



Resulta claro que se trata de un buen negocio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Excúseme que lo interrumpa, señor Senador.



Debo pedirle al Ministro señor Larroulet que haga su reunión fuera de la Sala, porque se encuentra interviniendo el Honorable señor  Navarro.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Si la reunión del Ministro es para negociar esta indicación, me parece bien que la haga. De no ser así, estoy con usted, señor Presidente.



Entonces, lo que queremos es que exista una garantía. Y en esto quiero solicitarles al señor Ministro y al señor Subsecretario un pronunciamiento.



En la indicación en debate se establece que “Todas estas señales serán de libre recepción de las personas y no podrán ser encriptadas para condicionar el acceso a ellas a cobro alguno o pago por visión. Estas concesiones estarán obligadas a brindar accesibilidad universal para personas con discapacidad auditiva y visual en la cuantificación que establece la ley 20.422”.



Señor Presidente, hemos dicho reiteradamente que lo que abunda no daña.



Garantizar accesibilidad gratuita a la señal televisiva abierta para los teléfonos celulares es lo que viene. Aquí habrá una revolución tecnológica y digital.



Tuve ocasión de estar en Tokio, donde pude comprobar que el celular digital es el instrumento más efectivo para alertas de tsunami, porque hay muchos más teléfonos móviles que televisores, además, los primeros son individuales y los segundos, colectivos. 



Por lo tanto, la innovación tecnológica del organismo de prevención y anticipación es la utilización de la telefonía celular para avisos de tsunami o de terremoto, pues el aparato se enciende automáticamente. 



Entonces, esta nueva era digital en los celulares debe estar garantizada de antemano. Si los concesionarios de televisión abierta, gratuita, pretenden hacer un negocio con esto, encarecerán los servicios al usuario. 



En tal virtud, me parece importante dejar establecido en la ley en proyecto que esa señal recepcionada por un teléfono celular va a ser gratuita y no susceptible de cobro alguno, porque forma parte de las señales que se emiten.



Ha estado en el debate el destino y uso de la señal. Y al respecto señalamos: “La señal portátil preferentemente deberá ser “espejo” de la señal principal, entiéndase una señal portátil por aquella señal de televisión apta para ser recibida por equipos o dispositivos portátiles,”.



Señor Presidente, la indicación busca proteger al consumidor; procura consolidar un principio básico de la legislación en estudio sobre concesiones. Si tenemos televisión abierta y gratuita, la gratuidad se mantiene cualquiera que sea el medio técnico por el cual se recepciona la señal. 



Eso es lo que se persigue. Y espero que los señores Senadores puedan votar a favor de la indicación. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, el proyecto establece con total claridad que todas las señales emitidas por la televisión son gratuitas, y así se señala en su artículo 17, específicamente respecto de señales aptas para ser recibidas por equipos y dispositivos móviles, técnicamente denominadas “one seg”, que deberán ser siempre de libre recepción. 



Eso se encuentra claramente estipulado. 



Por lo tanto, creemos que se debe rechazar esta indicación, puesto que lo que propone se halla en el lugar que corresponde, donde se establece con claridad. Además, el espíritu imperante en todos los miembros de las Comisiones unidas y en el Ejecutivo es que exista libre recepción de esas señales. 



Deseo aprovechar la oportunidad para manifestar que nosotros hemos experimentado un gran avance también en la modalidad de alarma que entrega señal gratuita a los equipos y dispositivos móviles en circunstancias de emergencia, tal como Japón. Allí observamos el funcionamiento de su sistema, su implementación y lo comparamos con el nuestro. 



Así que estamos muy en la línea de lo mencionado por el Senador señor Navarro. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la indicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la indicación N° 289 quáter (20 votos contra 4 y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.



Se abstuvo la señora Rincón.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pronunciarse sobre la indicación N° 289 quinquies, que tiene por objeto agregar en la letra a) del artículo 15 ter el siguiente inciso final, nuevo: 



“Las estaciones regionales de televisión digital, pertenecientes y/o controladas por concesionarios nacionales no podrán arrendar o proporcionar espacios televisivos a precios inferiores a los de mercado, como tampoco podrán beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio televisivo.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión. 



Ofrezco la palabra. 



Puede hacer uso de ella el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la indicación se refiere a los precios de mercado relativos a la publicidad. 



Está claro que la ley puede regular las tareas del Estado, así como también las del mercado. Además, hemos sabido del pago a través de prestaciones de servicio o competencia desleal en múltiples actividades. 



Lo que la indicación busca es establecer que a las estaciones regionales de televisión digital concesionadas o controladas por redes nacionales -es decir, las señales que se emiten en Santiago y son repetidas en las regiones- no les sea posible arrendar o proporcionar espacios televisivos a precios inferiores a los de mercado. Porque se puede producir un intercambio, y, por lo tanto, corremos el riesgo -alguien podría decir que así funciona el mercado- de que efectivamente haya garantías para uno y no para otro en la contratación de publicidad o de un espacio televisivo. 



Afortunadamente, tenemos la prohibición de contratar espacios televisivos en materia electoral, porque eso crea una gran diferencia. Sin embargo, las cadenas nacionales sí pueden interferir y distorsionar los mercados regionales. Y alguna persona podría señalar que eso es materia del Tribunal de la Libre Competencia, pero las concesionarias nacionales pueden actuar de manera monopólica respecto de los medios regionales. 



En ese sentido, si los canales nacionales quieren reventar una estación regional, colocan publicidad más barata, compitiendo fuera de los precios de mercado, y después proceden a comprarla al no poder financiarse, como ha ocurrido con muchos periódicos regionales, entre ellos el diario “El Sur”, que ya de “Sur” tiene poco, es más bien una extensión de “El Mercurio”, produciéndose, por ende, la integración y el control vertical monopólico absoluto de los medios regionales. 



Debemos proteger a las estaciones regionales. Deseamos que haya competencia, pero no competencia desleal. Y queremos advertir -es la finalidad de la norma propuesta- que si, en definitiva, los canales regionales van a tener precios diferenciados, estos deberán estar suficientemente informados, explicados, y, en ningún caso, podrán constituir beneficios indebidos a terceros en la venta o contratación de publicidad o de espacio televisivo, porque eso puede operar de manera muy negativa en perjuicio de los medios regionales televisivos. 



Ese es el riesgo de los monopolios, de la integración, y particularmente de las cadenas nacionales. 



Algunos podrán decir que esto forma parte, entonces, de la legislación de la libre competencia y no debiera estar contemplado en el proyecto de ley de televisión digital. Pero yo digo que es mejor prevenir que curar. Y la indicación va en la línea de la prevención. Porque si después vamos a obligar a los medios regionales a recurrir al Tribunal de la Libre Competencia, se va a instaurar una litis contra esos grupos económicos, que cuentan con bastantes abogados, dinero suficiente, lo cual para las pequeñas estaciones, los pequeños medios de comunicación regional resulta a veces claramente inconducente, porque no tienen plata para litigar. 



Por consiguiente, si podemos regular la materia y existe consenso en que debe haber competencia leal y en que, en definitiva, las estaciones nacionales no pueden llegar a las regiones a competir con precios fuera de mercado, con el claro objetivo de desplazar a los medios regionales, podríamos concordar en que se trata de una indicación adecuada. Porque, de lo contrario, sería decirle a las estaciones regionales que se las arreglen en el Tribunal de la Libre Competencia, paguen los abogados, dejándolas entregadas a la suerte de lo que dicho organismo decida. 



A mi juicio, cuando concesionamos las ondas de radiodifusión televisiva, nuestra tarea y deber es establecer la regulación respectiva para proteger a los más débiles, en este caso, los medios regionales de televisión, los cuales no pueden competir con los canales nacionales, ni menos con las cadenas televisivas. 



La indicación en debate busca regulación, no protección; procura establecer igualdad de condiciones. No estamos diciendo que se les otorguen privilegios a los medios regionales; solo pedimos que no se actúe con ellos de manera abusiva, monopólica.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, esta indicación, a la luz de lo que explica el Senador Navarro, de alguna forma persigue asegurar que no exista algún tipo de dumping en la publicidad transmitida o vendida por concesionarios nacionales en sus transmisiones regionales.



En la normativa que nos ocupa, las “estaciones regionales” no existen; o sea, conceptualmente no las hay. En ella se mencionan los concesionarios nacionales (con concesiones que suman más del 50 por ciento de presencia regional), regionales, locales y locales de carácter comunitario. 



Por lo tanto, desde el punto de vista conceptual, la expresión  “estación regional” no existe. 



Por otra parte, según el artículo 17 -ya lo hemos explicado: es una forma de transporte para aquellos que posean canales o quieran hacer televisión regional-, los concesionarios están obligados a arrendar su espacio remanente no utilizado del espectro. 



Y aquí estamos diciendo todo lo contrario. 



Entonces, a mi entender, lo que se busca con la indicación es regular de algún modo precios mínimos de venta de publicidad. Pero cuando se establece que las “estaciones regionales” no pueden vender espacios televisivos, en forma genérica, también es dable entender que no se pueden arrendar los remanentes del espectro de transmisión.



En síntesis, es un tema que debería ser abordado de otra manera. Porque lo que estamos fijando acá es un precio mínimo para la venta de publicidad. Y ello, a mi juicio, no corresponde tratarlo en el artículo 15 ter.



Por ende, al incorporarlo en la forma propuesta crearíamos un conflicto desde el punto de vista de la nomenclatura.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la indicación N° 289 quinquies.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación N° 289 quinquies (23 votos en contra y 6 a favor). 



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde considerar las dos indicaciones renovadas relativas a la letra b) del artículo 15 ter.



La primera de ellas, la N° 290 bis, tiene por objeto agregar el siguiente inciso, nuevo:



“Será requisito para aquellos concesionarios a que hace referencia el inciso anterior, el que utilicen su concesión para transmitir señales simultáneas de televisión de libre recepción portátiles, móviles y estacionarias, además de datos anexos de recepción o despliegue opcional por parte de los usuarios. La señal portátil preferentemente deberá ser “espejo” de la señal principal, entiéndase una señal portátil por aquella señal de televisión apta para ser recibida por equipos o dispositivos portátiles, técnicamente denominada “one seg”; entiéndase una señal móvil por aquella señal de televisión apta para ser recibida por equipos o dispositivos móviles. Todas estas señales serán de libre recepción de las personas y no podrán ser encriptadas para condicionar el acceso a ellas a cobro alguno o pago por visión. Estas concesiones estarán obligadas a brindar accesibilidad universal para personas con discapacidad auditiva y visual en la cuantificación que establece la ley 20.422.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta indicación va en la misma línea de la N° 289 quáter.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he conversado el punto con el señor Ministro. 



En el inciso tercero del artículo 17 hay una descripción tecnológica y luego se señala: “por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro”. La indicación es más extensiva, más específica, más técnica y persigue el mismo objetivo. La redacción del texto aprobado por las Comisiones unidas es mucho más acotada y la definición que aparece en la indicación es mucho más extensa y, por lo tanto, más explícita. 



Conociendo claramente que en los litigios en telecomunicaciones se debate la coma, el “y/o”, en definitiva lo que queremos es resguardar que esto lo resuelvan los tribunales. Porque los únicos que ganan son los abogados cuando hay distintas interpretaciones de la ley.



Nosotros buscamos que esta normativa sea lo más explícita posible, no para ahorrarles pega a los abogados o hacer que ganen menos dinero, sino para proteger mejor los derechos de las partes, y de paso, también para no sobrecargar a la Corte Suprema.



Y como Su Señoría muy bien lo decía, la indicación N° 290 bis es muy similar a la N° 289 quáter.



El señor Ministro ha reiterado que la materia en comento se halla incluida en la normativa, y que no habrá cobro. Espero que eso sea respetado. De lo contrario, como dice el Diputado Ortiz en la Cámara Baja: “la historia fidedigna de la ley” le recordará al Secretario de Estado que aquí ha planteado que no habrá cobro por la recepción mediante teléfonos celulares de las señales de televisión digital abierta. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, rechazaremos la indicación N° 290 bis con la misma votación anterior.

El señor NAVARRO.- Muy bien.



--Se rechaza la indicación N° 290 bis (23 votos contra 6).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación N° 290 ter, que también recae en la letra b) del artículo 15 ter, tiene por finalidad agregar un inciso, nuevo, del siguiente tenor:



“Los concesionarios de televisión digital terrestre regionales, en regiones de territorios indígenas, deberán incluir a lo menos diez horas semanales de producción audiovisual de los pueblos indígenas y noticiarios en lenguas indígenas”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la presente indicación se relaciona con el largo debate que sostuvimos hoy en la sesión del mediodía en la Sala.



Entiendo que el Ejecutivo tiene una voluntad positiva para evaluar las modalidades de programación dentro de las cuatro horas semanales dedicadas a fines culturales. Y estimo que ello -así lo espero- se va a resolver en la Comisión Mixta. Claramente, no se trata de una cuantificación: “tú me das dos; yo pongo tres”, sino que básicamente el objetivo es que haya programación en lenguas originarias. Ojalá sea discutida esta materia en dicha instancia.



No sé si es mejor someter a votación la indicación o retirarla, porque no reunirá los votos para ser aprobada. En todo caso, estoy abierto a hacer lo que signifique mayor economía de tiempo para el trámite legislativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa considera mejor que retire la indicación, señor Senador. 

El señor NAVARRO.- La retiro, entonces. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor NAVARRO.- No sé si el Senador señor Muñoz Aburto opina lo mismo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Quien calla, otorga...!



--Queda retirada la indicación N° 290 ter.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ya se han despachado todas las indicaciones renovadas que recaían en el artículo 15 ter. Por consiguiente, lo que procede ahora es votar, sin debate, las enmiendas efectuadas por las Comisiones unidas, que corresponden al texto completo de dicho precepto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado. 



--Por unanimidad, se aprueba el artículo 15 ter.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida corresponde tratar el artículo 15 quáter, que es de quórum calificado.



Algunos de sus incisos fueron aprobados solo por mayoría. De consiguiente, en este caso se aplica la solicitud de votación separada que formuló el Senador señor Novoa. Ello, sin perjuicio de que el artículo propiamente tal, aunque haya incisos aprobados por unanimidad, debe votarse por ser de quórum especial.



Los incisos aprobados solo por mayoría y que el Honorable señor Novoa pidió votar en forma separada son el segundo, el tercero y el cuarto (páginas 65 y 66 del comparado). El primero se despachó unánimemente en las Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde votar el inciso segundo.



Sin embargo, propongo un pronunciamiento en conjunto y que quienes hagan uso de la palabra puedan referirse a los tres incisos, que es aquello que debe votar la Sala.



Porque entiendo, señor Secretario, que no hay indicaciones renovadas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente.

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Creo que el inciso segundo tiene una argumentación distinta de la de los otros incisos, señor Presidente. Por eso, preferiría referirme solo a él.



¿Puedo hacerlo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el inciso segundo obliga a los permisionarios de servicios limitados de televisión a difundir en la región o localidad donde operen a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario.



En esta iniciativa se establece que habrá canales regionales o canales comunitarios, y se dispone que los concesionarios deben tener los medios para transmitir a través del sistema de televisión digital y cubrir el área concesionada.



El que se obligue a los cableoperadores a llevar su señal en la misma área me parece absolutamente contradictorio con el espíritu de la ley en proyecto. 



A los fines de que exista una concesión regional o comunitaria, por definición, de acuerdo a lo que preceptúa esta iniciativa, el concesionario ha de contar con los medios necesarios para transmitir vía señal digital abierta y cubrir la zona de su concesión.



¿Por qué entonces, en esas condiciones, se dice que los operadores de cable tienen que difundir los canales en comento? O sea, ¿le vamos a otorgar una concesión a alguien que no posea medios para transmitir?



¡Eso es completamente contradictorio!



Existen concesiones con medios de terceros, en que no se exige que haya medios para transmitir. Y existen concesiones regionales o comunitarias, en que se obliga al concesionario a tener capacidad para emitir señales abiertas.



De consiguiente, la introducción del inciso segundo rompe por completo la estructura del sistema de televisión digital, no es coherente con lo que hemos aprobado.



Por eso, señor Presidente, creo que debe rechazarse.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, deseo ahondar en las expresiones del Senador Novoa.



En efecto, el inciso segundo resulta del todo contradictorio. Y así lo expuse en las Comisiones unidas, donde lo voté en contra.



Si a los concesionarios se les pide cubrir 85 por ciento de la población en la zona de servicio pertinente, resulta absolutamente extraño que al mismo tiempo obliguemos a los operadores de cable a llevar cuatro canales regionales. ¿Por qué? ¡Si esos cuatro canales regionales, por recibir la concesión, deben llegar a la región completa! De lo contrario, vamos a entregar una concesión de televisión y sus titulares no estarán obligados a cubrir todos los lugares que ella comprende.



Estamos partiendo de la base de que aquellos a los que se les otorga la concesión tienen la obligación de llegar a 85 por ciento de la población de la zona donde entregan el servicio. Y si alcanzan ese porcentaje de cobertura, el inciso propuesto es absolutamente contradictorio. De hecho, no se comprende -no lo comprendí en las Comisiones unidas y no lo comprendo ahora- por qué se impone el cargo en cuestión a los servicios limitados de televisión, a los operadores de cable.



Aquello se explicaría si la televisión abierta no llegara a alguna parte de una región donde se entregó una concesión. Sin embargo le estamos pidiendo a la concesionaria que cubra 85 por ciento de la zona de servicio. Si está llegando a todos los lugares, ¿por qué se fuerza a los cableoperadores a llevarla?



En el fondo, al final del día, estamos diciendo que a una casa va a llegar -debe hacerlo, por obligación legal- la señal del canal regional por televisión abierta y, al mismo tiempo, lo hará a través del cable. O sea, llegará más de una vez. ¿Por qué? No sé. No lo entendí en las Comisiones unidas; no lo entiendo ahora.



Esta disposición es absolutamente contradictoria, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algún otro señor Senador desea hacer uso de la palabra?



Bien.



El señor Secretario leerá una indicación renovada que recae en el inciso segundo del artículo 15 quáter.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada propone agregar en el referido artículo un inciso segundo, nuevo, que dice lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos 4 canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas y deberán ubicarlos inmediatamente antes o después de los canales nacionales. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión, no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del permisionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso, será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.”.



La indicación renovada, al igual que el artículo, es de quórum calificado.

El señor LETELIER.- ¿Quién la presentó?

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta indicación renovada la encabeza el Senador señor Bianchi y la suscriben también, entre otros (no ubico todas las firmas), los Senadores señores Cantero, Horvath y Chahuán y señoras Alvear, Allende y Lily Pérez. O sea, es bastante transversal.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación a lo propuesto por las Comisiones unidas, los cambios que plantea la indicación renovada se destacan en su texto con negrita.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor LETELIER.- ¿Dónde va?

El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso segundo del artículo 15 quáter se encuentra en la página 65 del boletín comparado.



La primera enmienda introducida mediante la indicación renovada se refiere al lugar donde los cableoperadores tendrán que ubicar los canales regionales. Y dice que deberán colocarlos pegados a los nacionales, de manera que no los asignen junto a los signados con los números 600 a 800, por ejemplo, pues nadie los verá.



Y lo segundo se relaciona con quién se hace cargo del costo de la difusión de las señales.



Ahora, sin intervenir en el debate, debo puntualizar que esto tiene que ver con el famoso must carry, que es la obligación de los operadores de cable de incluir en su grilla canales regionales.



Los argumentos entregados en la Sala son los mismos que se adujeron en las Comisiones unidas. Hay distintos criterios. Y la Senadora Von Baer, al debatirse el inciso en comento, hizo reserva de constitucionalidad contra el must carry.



Como se ha dicho acá, los argumentos para oponerse a la obligación de llevar en la parrilla los canales abiertos apuntan a que se trata de una carga gravosa para los cableoperadores, especialmente si son de televisión digital. ¿Por qué? Porque resulta muy caro subir la señal al satélite.



Pero en la redacción se modera mucho aquel punto, que se discutió con largueza, pues se establece que solo se podrá obligar a difundir los canales en cuestión si es factible técnicamente. Por lo tanto, en el caso de la televisión satelital ello no sería lógico ni técnicamente posible.



Esa es la situación. 



Lo que corresponde en primer término es votar la indicación renovada, y después, ver si se reúne el quórum exigido para aprobar el inciso.



Tal es el procedimiento.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo iba a plantear una cuestión de Reglamento.



Habíamos iniciado el debate del inciso segundo, pero ahora se pone en discusión una indicación renovada que propone sustituir esa norma por otra más o menos igual.



Empero, en la indicación veo dos problemas adicionales a los señalados



Primero, el afán de reglamentar todo sentados acá, en el Senado, al punto de señalar en qué lugar de la grilla los cableros tienen que incluir los canales, me parece un poquito exagerado. Pero esta es una opinión.



Segundo -esto es más complicado-: la indicación renovada expresa que los costos de las interconexiones serán siempre de cargo del permisionario.



Acá no se puede argumentar que estamos regalando un bien de todos los chilenos, el espectro y todo lo que hemos escuchado a lo largo de casi 20 sesiones. Porque a los operadores de cable nadie les regala nada. Ellos instalan el cableado. Y puede haber 100 cableoperadores.



Entonces, que además tengan que difundir gratuitamente canales a concesionarios que para obtener su concesión se comprometieron a cubrir determinada zona es algo que no resiste análisis.



Vuelvo, pues, a decir lo mismo: estamos hablando de concesiones de televisión digital; para recibir una concesión, el concesionario tiene que comprometerse a transmitir por aire, por espectro, en televisión abierta. Pero en esta indicación renovada se expresa que, además, esa persona puede exigirles a los servicios limitados de televisión que le lleven gratis su señal.



Me parece que es un error en cuanto al concepto de televisión digital, que es la materia en debate. Porque, aunque parezca raro, estamos discutiendo un proyecto sobre televisión digital y no una cantidad de otras cosas.



En segundo lugar, señor Presidente, opino que estamos estableciendo arbitrariamente un cargo que en este caso no tiene ninguna justificación. En los otros, tampoco; sin embargo, al menos en ellos está la excusa de que se usa un espacio que les pertenece a todos los chilenos pero que al parecer quiere manejarlo el Gobierno de turno para sacar el provecho correspondiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en la misma línea de lo que argumentaba el Senador señor Novoa -y esto también hace muy difícil la discusión sobre el punto-, debo recordar que lo técnicamente factible antes era fácil porque el concesionario del espacio satelital le decía a la persona que deseaba subir una señal: “Esto cuesta tanto”. Por consiguiente, ella tomaba la decisión.



Si el costo debiera asumirlo la empresa satelital, por ejemplo, siempre podría haber una solución técnicamente factible. Total, no paga el que quiere el servicio, sino quien está obligado por la ley.



Por consiguiente, compartimos la impresión de que el cargo resulta simplemente un exceso.



En tal sentido, estamos de acuerdo con el rechazo de esta indicación renovada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es la indicación, no el proyecto, la que establece el cargo.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me parece extraordinariamente importante esta conversación.



A decir verdad, este inciso hay que vincularlo con el inciso primero del artículo, que espero se vote en una de sus partes en algún momento, conforme lo pedí explícitamente durante una intervención en la discusión general.



Y lo quiero exponer. ¿Por qué? Porque el debate tiene que ver en ambos planteamientos -el del inciso primero y el del inciso segundo- con algo vinculado a lo que decía el Senador Novoa.



Su Señoría preguntaba por qué imponerles a los cableros, a los permisionarios, la obligación de llevar en su parrilla canales sin fines de lucro (me refiero a los comunales, regionales, comunitarios); por qué los canales de regiones deben ser llevados por aquellos. 



El colega Novoa no es partidario de la obligación. Yo sí lo soy (y voy a explicar por qué creo que hay una contraprestación de servicios asociados), pero siempre y cuando los canales cumplan su deber de transmitir sobre el territorio de su concesión.



En el inciso primero se produce el mismo debate, pero al revés: si los permisionarios deben o no pagarles a los canales de televisión abierta por incluirlos en su grilla.



Yo no soy contrario a que les cobren a las empresas de cable (Sky u otras) por llevar en su parrilla canales nacionales, siempre y cuando, primero, estos cumplan dos requisitos: que las concesiones digitales abarquen el 100 por ciento del territorio de nuestro país (para que los concesionarios no estén preocupados de agarrar la torta publicitaria de las capitales regionales o de las zonas de mayor consumo) y que en todos los lugares donde existe una concesión haya cobertura para la totalidad de los habitantes.



Me dicen que técnicamente no es posible.



Yo le he planteado al señor Ministro que se fije este mismo criterio cuando sea para el 95 por ciento de la población, por cuanto en este artículo, en una dirección u otra, lo que estamos tratando de hacer no es regular los negocios entre la industria -ese es asunto de esta-, sino que los usuarios de la televisión abierta tengan derecho a verla en todo el territorio donde haya una concesión y no solamente en parte de él.



Voy a dar un ejemplo que siempre repito. Yo vivo en Rengo. En esa localidad, a un kilómetro de la plaza ya no se ven bien ni el canal nacional, ni Chilevisión, ni canal 13. Y tal situación se replica en todo el país. 



Eso es indignante: se otorga una concesión y no se exige garantizar cobertura. Y en el caso de los canales regionales, lo que pasa -y eso es lo importante- es que las empresas sí emplean cosas que son de todos los chilenos: usan el subsuelo para el cableado; usan bienes nacionales de uso público; usan el espacio electromagnético, porque la transmisión de ondas a través del aire se hace en forma gratuita. 



Creo que la indicación del Senador Bianchi es del todo razonable: exigir a las empresas de cable una contraprestación, consistente en difundir canales regionales, en el entendido de que ello se hará cuando las condiciones técnicas lo permitan. Pero que se establezca también el criterio del must carry para las Regiones.



Yo voy a votar a favor de la indicación renovada. Y pediría al Ejecutivo que se pronunciara sobre el tema a que se refiere el inciso primero; vale decir, qué pasará con aquellas personas que, por no disponer de cobertura, estarán obligadas a subsidiar a empresas de cable al tener que contratarlas porque a los canales de televisión abierta digital no se les quiere obligar en la ley, a que antes de estar haciendo contratos que no garantizan contar con televisión,…

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Les recuerdo a todos que estamos discutiendo la indicación, que yo pediría someter a votación primero, y luego el inciso segundo.

El señor BIANCHI.- De acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la indicación renovada N° 304.



--(Durante la votación).

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿por qué castiga a la Senadora Von Baer y la deja sin usar de la palabra?

El señor PIZARRO (Presidente).- Es que ya había intervenido.



Para fundamentar el voto -tienen derecho a hacerlo-, pueden usar de la palabra la Senadora señora Von Baer y después el Senador señor Navarro.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, aquí hay que entender una cosa. Se les está entregando una concesión a determinadas personas, a las cuales se les exige llegar al 85 por ciento de cobertura de la población en la zona de servicio. Y, de no ser así, los canales de cable deberán transmitir el contenido de la televisión abierta en forma gratuita, tal como ocurre, en el fondo, en el día de hoy.



Es decir, si los canales de televisión abierta no llegan a todos los lugares de su zona de cobertura -y en las Comisiones el Ministro nos dijo repetidamente que esto se podía medir-, la consecuencia de ello será que los cableros podrán transmitir esos contenidos en forma gratuita.



Es lo que se llama “retransmisión consentida”.



Por lo tanto, se entiende que los canales de libre recepción, que poseen una concesión, tienen que llegar al 85 por ciento de cobertura en las zonas comprendidas en aquella.



En consecuencia, el problema concerniente al ejemplo que daba el Senador Letelier se tiene que solucionar, porque de otro modo los cableros podrán retransmitir gratis el contenido de la televisión abierta.


Se parte de la base de que, de alguna forma, el contenido de la televisión abierta va a llegar a la mayoría de las casas, pues en caso contrario se retransmitirá a través del cable para que lo puedan ver todas las personas.



Aquello es un contrasentido -se nos aseguró que ello, repito, se podría medir, y por ende fiscalizar-, si en verdad la señal de un canal regional llega a todos los lugares. Porque hay que partir de esa base: de que un canal regional llega a todos los lugares.



Entonces, siendo eso así, ¿por qué a los cableros, que efectúan una inversión sin recibir ninguna concesión de parte del Estado y desarrollan su actividad económica en forma libre, se les impone esa carga, que en el fondo significa expropiarles un espacio del cual ellos son dueños?



Distinto sería si se les estuviera entregando una concesión. 



Tampoco se trata de una contraprestación, la cual sería posible si no existiera el inciso primero, que se contrapone al segundo, por cuanto se parte de la base de que, cuando se entregue una concesión regional o nacional, los canales de televisión de libre recepción tendrán que llegar al 85 por ciento de la población de su zona de cobertura.



Por eso, la indicación es contradictoria con la retransmisión consentida y, adicionalmente, impone una carga discriminatoria a los cableros, quienes en el caso del inciso primero sí tendrían que pagar por el contenido de los canales de libre recepción.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando recorro las ferias libres de mi Región digo: “Para que Bachelet pueda gobernar y ser una Presidenta que haga cambios profundos requiere 23 Senadores”. Porque, claramente, deberá efectuar cambios profundos para poder defender a los ciudadanos.



Yo no logro comprender la argumentación de la Senadora Von Baer, quien se pone del lado de los cableros. ¿Y quién defiende al usuario? ¿Quién defiende a los que tienen un contrato con VTR y quieren la mayor gama de posibilidades para contar con un buen servicio? ¿Quién los defiende? Porque aquí no se trata de plantear una moneda de cambio y hacer de mediador entre la televisión por cable y la televisión abierta. 



Lo que pretendemos con el colega Bianchi, mediante la indicación, es lograr la mejor de las calidades, la mejor de las coberturas para la gente que debe contratar el servicio por cable debido a que no puede ver el canal regional, ya sea por problemas de señal o por dificultades para instalar un segundo dispositivo. Y proponemos que las estaciones regionales y locales queden ubicadas en un lugar adecuado de la grilla para facilitarles la vida a los usuarios, que son los que pagan cable para poder ver televisión.



Se alega, señor Presidente, que no se les puede regular este negocio a los privados. O sea, alguien que tiene una empresa, ¿puede hacer lo que quiere con los trabajadores; puede hacer lo que quiere con el medioambiente; puede hacer lo que quiere con los bienes nacionales de uso público? ¡No! Eso debe regularse, y esta es la instancia para ello. Nosotros queremos regular este servicio, que sin duda sigue creciendo.



Ahora, distinto sería -y ese fuera el debate- si lo que se deseara es que la televisión abierta les pagara a los cableros por transmitir su señal sin importar un bledo lo que es mejor para los usuarios. Para mí, la discusión debe ser sobre cuál es el mayor bien público para los usuarios. Y la indicación está perfecta.



Lo que queremos es que los canales regionales tengan una buena ubicación en la grilla, es facilitarle la vida y los costos a la gente que paga cable, porque debe pagar igual.



Aquí, señor Presidente, tenemos una división clara y tajante. Quienes firmamos la indicación estamos a favor de los usuarios de cable, que tienen que pagar por ver televisión. Y propiciamos que además tengan la posibilidad de disponer de una buena señal, dado que el cable la posee, para ver los canales regionales. Porque en la localidad de Penco, de mi Región, por ejemplo, existen dificultades para captar su señal. Si estuvieran en el cable, le pagaríamos a VTR y tendríamos también acceso a la televisión regional. ¡Pero no! Aquí se empeñan en hacerles la vida difícil a los usuarios, en proteger los derechos de los cableros.



Señor Presidente, si hubiera un debate de verdad para resguardar el interés mayor de los usuarios, no estaríamos discutiendo esto. 



Debería haber integración. Sería parte de la posibilidad de suscribir un contrato con VTR u otra de las empresas de cable. Sin embargo, los contratos son unilaterales, y si la gente no paga, le siguen cobrando hasta que no resuelva su deuda, aun cuando no reciban la señal o le corten el servicio.



Por tanto, el debate es más de fondo.



Yo, señor Presidente, firmé la indicación y la voy a votar a favor porque estoy por la defensa de los usuarios, que pagan por el cable, quienes podrían obtener un beneficio adicional. Si se les cobra o no es parte de otra discusión. Porque, si la cobertura de la televisión abierta es del cien por ciento, dará lo mismo. El punto es que hay sectores donde no la habrá, pero sí TV-cable, la cual se vende y se contrata en forma más masiva precisamente donde existen dificultades. 



Sin embargo, la normativa está obligando a la televisión abierta a un porcentaje de cobertura elevado y creciente, por lo que el problema se resolvería en el tiempo. Pero, mientras tanto, condenamos a la gente que tiene cable y que debe pagar por él, pero que debe soportar la mala receptividad de la señal abierta, a no poder sintonizar sus propios canales regionales.



Creo que esta es una discusión egoísta, que se sitúa en la defensa de los intereses de un sector: el de los cableros. Perfectamente se podría sostener: “Sí, ellos van a llevar la señal de los canales hasta que haya cobertura universal del 95 o más por ciento, cuando esta obligación debería desaparecer”. Pero, en el intertanto, lo otro resulta egoísta. Vale decir: “Yo te puedo dar el servicio, pero, como no me pagas, no te lo doy”. 



Ese criterio es absurdo y va en desmedro de los consumidores.



Por eso, señor Presidente, voy a votar a favor de la indicación.



Sin embargo, siento que una vez más los usuarios, como no pueden defenderse colectivamente, se verán perjudicados si ella en definitiva se rechaza.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, me voy a permitir manifestar muy brevemente por qué rechazaré la indicación.



Fundamentalmente, la rechazaré porque la norma establece que el cargo de la obligación de llevar la transmisión de los canales recae en los cableros y no en las estaciones regionales, que son las más interesadas en que se lleve su señal.



Ahora bien, la otra modificación que implica la indicación, consistente en la ubicación de los canales regionales y locales en un lugar adecuado de la parrilla, me parece interesante, lógica y positiva, pues no se saca nada con imponer la obligación de must carry si después esos canales quedan situados en un lugar de la parrilla que nadie ve.



Pero la razón por la cual votaré contra la indicación es la que señalé. Sí estoy de acuerdo con la redacción del inciso segundo, que establece la obligación que aquí se ha planteado.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada número 304 (17 votos en contra, 8 a favor, 5 abstenciones y un pareo).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Bianchi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.



Se abstuvieron las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, García y Girardi.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, ahora corresponde votar el inciso segundo del artículo 15 quáter, norma que fue objeto de la indicación y que motivó todo el debate que hemos tenido hasta ahora.

El señor NAVARRO.- Es lo mismo que la indicación anterior, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, la indicación fue rechazada y ahora corresponde pronunciarse sobre el inciso segundo, que es igual a ella, salvo en cuanto a la ubicación de los canales regionales y locales en la parrilla programática y a quién corresponde el cargo del costo.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, usted señaló las diferencias entre esta  norma y la indicación. Particularmente, lo que más me atraía de esta última era la ubicación de los canales regionales. En el inciso segundo se mantiene la obligación, siempre que sea técnicamente factible, de llevarlos en la parrilla programática. Se determina, eso sí, que el costo será de cargo del concesionario.



Es posible que aquella parte del texto sea, a ratos, poco feliz, porque en Regiones puede haber canales sin fines de lucro que cumplan otras finalidades. Y aquí se establece que el costo será siempre de cargo del concesionario.



Tengo la impresión de que esta redacción, en un sentido u otro, está de más, por cuanto podría llevar a restringir en ciertos momentos. Por ende, yo era partidario de ser más flexible en este punto, sobre todo en lo referente a la ubicación de los canales regionales.



Sin embargo, voy a votar a favor de la norma, porque sin ella no quedaría establecida la obligación para los permisionarios de servicios limitados de difundir los canales regionales, lo que, a mi juicio, es algo muy importante. De hecho, es el principal avance.



No es lo ideal, pero, sin duda, constituye un tremendo progreso en comparación a lo actual, y va a resolver la inquietud que planteaba el Senador Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Solo quiero hacer una precisión, señor Presidente.



Aquí se habla de canales sin fines de lucro, pero la  verdad es que los canales regionales y los locales persiguen fines de lucro. Los únicos distintos son los comunitarios, que tienen una definición bien específica.



La pregunta es: ¿por qué a un canal regional con fines de lucro, que debe comprometerse a dar cobertura a una región, se le concede el derecho de ser transportado en un servicio limitado de televisión, que puede tener su parrilla llena y estar dedicado exclusivamente al deporte o a la actividad cultural?



Ese es el punto. 



Aquí no se trata, como se ha señalado, de si un canal es o no con fines de lucro. Los regionales y los locales son con fines de lucro; solo los comunitarios no los tienen, pues presentan una característica muy especial, la que, por lo demás, no se condice con que sean retransmitidos por una señal de cable.



Por otra parte, también me parece discutible que un cableoperador deba transmitir gratis el contenido emitido por canales abiertos. Y no es por un problema de la naturaleza que se ha señalado, sino porque entiendo que, en definitiva, los canales abiertos, que emiten programación propia y que cuentan, entre otras cosas, con departamento de prensa, poseen cierta propiedad intelectual sobre las obras televisivas que producen. Por lo tanto, tienen derecho a autorizar o no la retransmisión de sus programas por parte de otros medios.



Ese es un tema que no está en discusión en este instante, pero, como se mencionó y se pensó que uno podría estar en contra de esta norma y tener una posición distinta en lo concerniente a la retransmisión consentida, quiero señalar que no me parece adecuado que los cableoperadores lleven gratuitamente los canales de la televisión abierta, porque de alguna forma los programas que estos emiten suponen un trabajo por parte de ellos, una cierta propiedad intelectual sobre los mismos, y de ahí que deban decidir si permiten o no que se retransmitan a través del cable.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la indicación que proponíamos en orden a que los canales regionales y locales estuvieran en la grilla inmediatamente después de los canales nacionales, era precisamente para no perderlos en el infinito y no dificultarles más la vida a los usuarios.



La idea de establecer que la interconexión fuera de cargo del permisionario obedecía al hecho de que, si se la dejábamos al concesionario, se podían levantar barreras de entrada. ¿Y qué son las barreras de entrada? Costos altísimos que impiden el ingreso. O sea: “Si te quieres conectar, este es mi costo”. ¿Quién determina que ese sea el costo real? ¿Quién asegura que, en cuanto a ese elemento técnico de costo, lo que hoy día dejamos en la ley se va a cumplir?



Debo advertir que, si el costo de las interconexiones será de cargo del concesionario, se presentarán tremendas barreras de entrada.



En el inciso segundo del artículo 15 quáter -lo votaré a favor, por cierto-, se habla de “a lo menos 4 canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas”.



El Senador Novoa preguntaba por qué tenemos que facilitarles la vida a las señales regionales. Porque la vida de estos medios es más dura, porque sobrevivir sin la publicidad que contratan los de cobertura nacional implica solo sacrificio. Quienes conocemos el esfuerzo de los canales y radios regionales sabemos que deben sobrevivir contra la competencia de cadenas de transmisión nacional, lo cual es absolutamente desleal. Por eso, requieren protección.



Por cierto, en otros países desarrollados y democráticos siempre hay privilegios para los medios regionales. 



¿Cómo sobreviven los que operan en Punta Arenas, en las zonas extremas del país o en Regiones más importantes, con la escasa cobertura publicitaria que allí se ofrece? Todos sabemos que ellos no tienen acceso a la publicidad de carácter nacional, porque esta es contratada por los canales grandes. ¡Cómo sobreviven! 



Estamos dando las facilidades necesarias para que haya prensa regional, salvo que se quiera privilegiar una mirada solo desde Santiago y, como lamentablemente ocurre, los habitantes de Concepción tengan que desayunar viendo, a través del Buenos días a todos, los anegamientos que provocan las lluvias en la capital. ¡Los problemas de Santiago aparecen como los problemas de Chile! ¡Todos mirando lo que sucede con el Metro! Pero las Regiones cuentan con expresión social, con noticias propias. Deben ser protegidas porque se encuentran en indefensión. 



¡El centralismo!



Por eso, señor Presidente, hago un llamado a los Senadores de Regiones. Nos hallamos ante un discurso regionalista de papel lustre. ¡El discurso del Gobierno en esta materia es de papel lustre! El ex Presidente de la Corporación Privada de Desarrollo de la Región del Biobío, Claudio Lapóstol -que yo sepa, no es un hombre de Izquierda ni un revolucionario, sino, más bien, de convicciones de Derecha-, ha dicho que el actual Presidente de la República es centralista. 



En efecto, la presente iniciativa, así definida, sigue siendo centralista. Se pone en duda la necesidad de apoyar a los canales regionales.



Sin embargo, cuando hay elecciones, todos los Senadores acuden a esos medios y prometen una y mil cosas. Pero, cuando se pide votar a favor de los canales regionales, aquí se opta por favorecer el centralismo, la concentración de la riqueza, la concentración de los medios de comunicación.



Señor Presidente, el artículo que perdimos en la votación anterior buscaba la promoción, difusión, estabilización, consolidación de los medios regionales. 



Este inciso segundo que se nos propone es un avance. Lo votaré favorablemente. ¡Peor es nada! Plantea que los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir a lo menos 4 canales regionales. 



Pero advierto que los van a poner en la última grilla, con precios como barrera de entrada que se tornarán inviables para permanecer en la parrilla regional de los cableros.



En definitiva, una vez más triunfa el centralismo, la “monarquía presidencial”, que se expresa en los partidos políticos al momento de designar los candidatos y que se vuelve a ratificar cuando se debe definir qué noticias ven los chilenos.



Lo lamento profundamente, señor Presidente.



Voto a favor del inciso segundo del artículo 15 quáter, aun cuando me resulta completamente insatisfactorio.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi para fundamentar su voto.

El señor GIRARDI.-  Señor Presidente, debemos poner toda esta discusión en el contexto del objetivo fundamental de esta iniciativa, además de adecuar a Chile a las nuevas tecnologías, en particular a la norma japonesa por la cual nosotros optamos, lo cual me pareció una muy buena decisión.



La finalidad central de la ley en proyecto es mejorar y diversificar los contenidos televisivos.



Por eso se abordó lo relacionado con la retransmisión consentida y, también, con lo relativo al must carry. Esto último es la obligación de los cableros de incluir en su programación expresiones diferentes que difundan la diversidad, particularmente la que proviene de los mundos regionales.



Me parece que eso colabora con los procesos de democratización y con las definiciones de los objetivos fundamentales que nos hemos planteado en esta futura ley.



En ese sentido, esta norma me parece correcta.



Más allá de la discusión acerca de en qué lugar deben ubicarse los canales dentro del cable, estimo muy importante que -y entiendo que construimos un consenso al respecto- exista una visión compartida respecto a la necesidad de privilegiar los contenidos. Esos son los grandes activos del futuro, no los chasis tecnológicos.



Debemos contribuir para impulsar una televisión que no solamente abarque diversidad de contenidos, sino que también entregue contenidos de calidad. Se busca que los espacios del vivir cotidiano de las personas estén representados no solo en los canales nacionales abiertos, sino, además, en la televisión por cable.



Ahora bien, para que conste en la historia fidedigna de la ley, me gustaría que se precisaran dos aspectos que, pese a ser evidentes, requieren ser aclarados.



Primero, que la retransmisión consentida solo opera para las señales digitales y no para las analógicas. Eso me parece obvio, pero igual desearía que se ratificara.



Y, segundo, que la retransmisión consentida no es retroactiva; es decir, funciona solo una vez que se alcancen las coberturas exigidas.



Esos son los dos aspectos que me parece conveniente reforzar para el buen funcionamiento de la futura ley.



Gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 15 quáter propuesto por las Comisiones unidas (20 votos a favor y 10 en contra), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso tercero del mismo artículo, respecto del cual también se pidió votación separada, se halla directamente vinculado con el que acabamos de aprobar. Se refiere a la facultad que se otorga al Consejo Nacional de Televisión para decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por los permisionarios.



Si le parece a la Sala, habiendo sido aprobado el inciso segundo, podríamos acoger...

La señora RINCÓN.- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para dar por aprobados los incisos tercero y cuarto del artículo 15 quáter con la misma votación anterior?

La señora RINCÓN.-  De acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Aunque el cuarto debiera ser unánime.

El señor NOVOA.- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Okay.



--Se aprueban los incisos tercero y cuarto del artículo 15 quáter, con la misma votación anterior.

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, voy a someter a votación el inciso primero del artículo 15 quáter -recuerdo que fue acordado por unanimidad en las Comisiones unidas-, que dice relación con la retransmisión consentida. 



Hicimos primero la discusión de los otros incisos porque estaban estrechamente relacionados con el primero.



Vamos a votar el inciso…

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere hacer uso de la palabra antes de votar, señor Senador?

El señor LETELIER.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Bien. 



En todo caso, le recuerdo a Su Señoría que ya intervino a propósito de este inciso.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer lugar, con relación al inciso cuarto, quiero hacer un llamado a mis colegas, particularmente a los de las bancadas de enfrente, para que revisen su pronunciamiento. No creo que debiera registrarse votación dividida. Dicha norma dispone que los permisionarios no podrán intervenir las señales de televisión que difundan de los concesionarios.



Tal inciso no guarda relación con el debate anterior. Lo dejo consignado porque va a parecer raro que algunos Senadores se muestren partidarios de...

El señor LARRAÍN.- Está bien, Senador.

El señor NOVOA.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso ya está aprobado.

El señor LETELIER.- Muy bien, señor Presidente. Lo dieron por votado.



Respecto de la norma que nos ocupa del artículo 15 quáter, entiendo que todos los concesionarios tendrán la obligación, en cinco años, de lograr el cien por ciento de cobertura. 



Por su intermedio, señor Presidente, me gustaría que el señor Ministro nos diera a conocer su opinión en esta materia antes de entrar a la votación.



En cinco años habrá una obligación de cobertura de cien por ciento para todas las concesiones que pasen a modalidad digital. Esa parte de la disposición no quedó bien redactada.



Y, en segundo término, se discute sobre a qué porcentaje de la población en la zona de servicio de cada concesión deben garantizarle la cobertura los canales de televisión, ya en tecnología digital, antes de que las empresas de cable y de satélite puedan cobrarles a ellos por la retransmisión consentida.



La redacción en este punto, como le consta al señor Ministro, presenta deficiencias, porque no se plantea que todas las concesiones deban estar en modalidad digital. Es más, bastaría con tener solo tres concesiones digitalizadas -por ejemplo, en Santiago, Valparaíso y Concepción-, sin la obligación de contar con cobertura digital para el resto del país, para que ya se comenzara a cobrar por trasmitir por cable.



Por eso, pido que se detengan a ver bien el texto.



Adicionalmente, está el problema de la cobertura para los ciudadanos, que es el segundo error conceptual que percibo aquí. En el fondo, nos están solicitando que votemos qué 15 por ciento de la población no tendrá derecho a televisión y va a estar obligado a contratar cable para ver los canales de televisión abierta.



Eso se desprende del inciso primero en comento.



Señor Presidente, en conversaciones que ha habido me he mostrado partidario de que no se cobre nada hasta que no haya cien por ciento de cobertura, porque creo que las concesiones que se entregan son, primero, para que pasen a digital y, segundo, para que cubran la totalidad del territorio. Con la redacción que se propone en esta norma, solo una parte de las concesiones estará en formato digital y no será necesaria una cobertura de cien por ciento.



A mí me gustaría que eso quedara establecido de otra forma. 



Tengo la impresión de que este asunto ha sido una discusión de guarismos. En última instancia, nos van a pedir que votemos qué 15 por ciento de la población se quedará sin cobertura y estará obligado a contratar cable. Yo, por lo menos, no quiero ser el que va a decidir a quiénes en mi Región se les condenará a suscribir cable para ver televisión abierta. ¡Eso es lo que plantea esta disposición!



Si los canales estuvieran obligados a entregar cobertura a todos los hogares, medido en hogar, yo no tendría problemas con este concepto. Pero aquí no se exige ni la medición señalada ni la cobertura del cien por ciento para las personas. 



Por eso me gustaría escuchar al señor Ministro explicar cómo se arregla esta norma, que, al parecer, está mal redactada u obedece a una concepción limitada.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo que estamos en el inciso primero del artículo 15 quáter.



Me ha pedido la palabra el señor Ministro y luego vamos a abrir la votación.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, hay dos elementos distintos en la ley en proyecto. 



El primero es la obligación de los canales de lograr ciertas coberturas. Los canales nacionales, en tres años, deben proveer una cobertura del 85 por ciento y, en cinco años, una del cien por ciento. Para los canales regionales, la exigencia es alcanzar el cien por ciento en cinco años. Por lo tanto, en la zona de servicio de la concesión, el canal, en un plazo máximo de cinco años -es un plazo muchísimo más agresivo que los que se han planteado en otros países-, está obligado a lograr el cien por ciento de cobertura digital.



Una cosa distinta es lo que se está discutiendo en la norma en análisis, que plantea a partir de cuándo el canal puede empezar a cobrar por un elemento de su propiedad, de su producción, cuando este es utilizado por los canales de cable para ponerlo en su parrilla programática. Nosotros, en el intento de hacer exigible la cobertura de al menos el 85 por ciento de manera rápida, pusimos en este inciso que, para poder cobrar, dicho canal debe haber alcanzado ese porcentaje. Esta medida hará que muchos lo logren antes de tres años. 



Pero sigue vigente la obligación de llegar al cien por ciento en un plazo máximo de cinco años. 



Por lo tanto, se consiguen los dos objetivos: cobertura digital de acuerdo a la ley y que se cobre por la retransmisión de un producto propio solo cuando se logre el 85 por ciento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Vamos a abrir la votación del inciso primero del artículo 15 quáter, que fue aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas. 



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, seamos francos: es un eufemismo decir que va a haber un pago a la televisión abierta por transmitir. ¿Cómo se va a pagar? ¿Quién va a pagar? ¡El usuario! Los colegas ingenieros comerciales y abogados lo saben. Esto no será de cargo de las empresas, sino del que compre el servicio. ¡Se lo van a traspasar en los costos a quien contrate el servicio de cable!

El señor ORPIS.- ¡Pero si cuesta, pues!

El señor NAVARRO.- En efecto, cuando los canales de televisión cobren a los cableros por transmitir sus emisiones, estos traspasarán el costo a los usuarios.



¿Se va a requerir una conexión especial adicional? Porque en el último inciso del artículo 15 quáter se dice que los permisionarios de servicios limitados en ningún caso podrán intervenir la señal difundida. 



La pregunta es al revés: si yo tengo cable, ¿necesito comprar un aparato adicional para ver señal abierta? Los cableros echaron abajo todos los decodificadores, a fin de evitar que la gente se colgara. ¿Tengo que conectar un nuevo servicio para poder recibir esa señal? ¿Debo comprar una antena?



En definitiva, señor Presidente, creo que debiera quedar muy claro que, si yo pago por un servicio de cable en el que se incluye una señal abierta, no me veré forzado a tirar más cables. ¡Ya la cablería que hay en las calles de este país es enorme!



Uno debiera garantizar que la llegada del canal nacional no significará ningún costo adicional para el usuario. Yo espero que sea así. Y lo quiero dejar claro en este debate, porque las rendijas para seguir estrujando al usuario son múltiples.



Señor Presidente, ojalá haya cobertura digital del cien por ciento en tres años. Porque, como sabrán los Senadores de las zonas extremas o los que representan localidades rurales, claramente el 15 por ciento que no es exigido en ese período no va a corresponder a las grandes urbes, sino a los lugares apartados. En consecuencia, estamos hablando de mejorar la calidad del servicio para esos sectores.



La televisión tiene poder; genera ingresos; es un buen negocio. Por eso los grupos económicos de este país han capturado las estaciones televisivas que eran de las universidades: de la Chile, de la Católica. Ya no son de ellas. ¡Concesiones gratuitas se transformaron en pagos millonarios!



Por tanto, señor Presidente, claramente existe la obligación de que haya cobertura digital para un servicio de calidad; es decir, de que haya buena recepción en todos los sectores.



Este artículo no es suficiente, no es lo que quisiéramos. Pero, como hemos venido votando el mal menor, voy a aprobar este inciso primero para que esto se pueda cumplir. El presagio del señor Ministro es que se va a generar competencia y va a haber anticipación. Está por verse. Dependerá de las inversiones que estén dispuestos a hacer los canales. Yo espero que se realicen en beneficio del usuario.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en verdad, esta es una materia que se ha debatido mucho no solo en el Congreso, sino también en las redes sociales y en columnas de opinión. El asunto es tremendamente interesante, por cuanto dice relación con la existencia de varios derechos de las partes involucradas que entran en colisión.



Porque, por un lado, aquí se plantea que para cobrar un precio justo por el uso de cierta producción o creación de un canal de televisión abierta a una empresa de cable que la oferte dentro de su parrilla, sin que esta última haya invertido un peso en ella, tendría que darse una cobertura de 100 por ciento. Hay que considerar que ahí hubo un esfuerzo, una producción y que se hizo una inversión. 



Podemos poner el ejemplo de una teleserie: no le resulta gratis para ningún canal de televisión abierta, pues debe pagar a los actores, en fin. Todos sabemos lo que cuesta realizar una producción televisiva de este tipo. 



Entonces, resulta llamativo que las empresas de cable puedan tomar este producto, que ha tenido un costo, y lucrar con él, colocándolo en la parrilla programática que ofrecen a sus clientes. 



 Es cierto que uno espera que, de alguna forma, se avance para lograr 100 por ciento de cobertura. Y yo comparto lo dicho por el Ministro en cuanto a que se podrá cobrar a partir del 85 por ciento de cobertura por concepto de retransmisión consentida. Quizás antes de tres años podamos tener una mucho mejor.



Quiero hacer una reflexión respecto de este punto, porque en mi Región se usan mucho los “deco”, como se conoce a los decodificadores, que son esos aparatos que desencriptan las señales. Y la gente de Iquique y  de Arica tiene de 400 a 500 canales gracias a un sistema que instalan por 150 mil pesos. Incluso, captan más canales que los ofrecidos por el cable.



¿Y qué hicieron los operadores de las empresas de cable? ¡Qué increíble! ¡Qué inmoralidad! ¡Qué falta de ética! Fueron a poner una denuncia al Ministerio Público. La Fiscalía llegó con la policía e incautaron todos los decodificadores que se vendían en la Zona Franca. Incluso, alguien amenazó con ir a las casas de las personas que tenían estos aparatos para arrebatárselos, porque se trataba de propiedad intelectual, de un producto que era de las empresas de cable y que no podía ser captado por gente que adquiría tecnología con ese fin. O sea, el mismo razonamiento hoy día se da a la inversa: los operadores de cable pueden utilizar un producto que tiene un precio y que generó la televisión abierta; pero un ciudadano no puede captar las señales sin pagar, valiéndose de tecnología que se puede adquirir.



En eso, claramente, hay una inconsistencia. 



Voy a votar a favor, porque, entre otros argumentos, hay que tener en cuenta el hecho de que es obligatorio pagar la producción, la creación y el esfuerzo. Asimismo, se deben considerar la inversión y los recursos humano y material. Es lo que a mí me parece. 



Entre paréntesis, respecto del tema de los “deco”, hay harta discusión, porque todavía no se dicta un fallo. De hecho el aparato no tiene una clave. Esta se baja por Internet. Por tanto, lo que adquiere la persona es un artefacto que no sirve para captar nada si antes no se baja la clave de la red. 



De otra parte, esto no se comercializa. No se trata de que una persona que baja la señal luego invita y cobra entrada a los vecinos para ver un partido de fútbol. Esa sería precisamente una infracción a la Ley de Propiedad Intelectual.



Desde ese punto de vista, siento que ha habido una gran incoherencia de parte de las empresas de cable. 



Así que voy a votar favorablemente el inciso, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 15 quáter (30 votos a favor y una abstención). 



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Letelier.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda aprobado el artículo 15 quáter.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde considerar el artículo 16, respecto del cual, dentro de las modificaciones introducidas por las Comisiones unidas, se propone sustituir su texto aprobado en general por otro acogido por 6 votos a favor y una abstención.



De todas maneras, hay que pronunciarse sobre la normativa, por cuanto es de quórum calificado.



A este artículo se le ha formulado una indicación renovada con el objeto de agregar un inciso final nuevo. De consiguiente, sugiero que se vote primero todo el artículo propuesto por las Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Como manifestó el señor Secretario, hubo casi unanimidad respecto de este precepto.



Si le parece a la Sala, procederemos a votarlo completo.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero preguntar al señor Ministro, para la historia fidedigna de la ley, si el inciso primero del artículo 16 es suficiente para frenar la integración vertical y la concentración. Porque aquí se dice que, en caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. 



Señor Presidente, aquí hemos discutido largamente el tema aéreo. Y en momentos en que LAN Chile representaba el 90 por ciento de la cobertura y había una pequeña aerolínea que contaba con dos aviones, se sostenía que había libre competencia y, por tanto, no existía monopolio.



Quiero preguntar al señor Ministro -el debate al respecto se nos viene- qué considera él por monopolio. 



La Fiscalía Nacional Económica va a sostener que hay un concesionario que arrendó, que tiene concesiones y que dará cuenta del grado de concentración que este va a tener; si hay transferencia, arrendamiento o derecho de uso.



Porque lo que estamos haciendo es traspasar una responsabilidad a la Fiscalía Nacional Económica, en circunstancias de que esta discusión la hemos tenido una y mil veces. 



Cuando el Senado se niega a señalar cuáles son los límites de la concentración y resuelve dejar esa decisión a la Fiscalía Nacional Económica, algunos dirán: “No traten de poner todo en la ley; dejen algo a los fiscalizadores”. 



Ya sabemos lo que pasa con la Fiscalía Nacional Económica respecto de la integración del retail. ¿Qué ocurre con las grandes multitiendas?



Entonces, señor Ministro, ¿cuál es el criterio de su Cartera con relación a los límites de esta transferencia, cesión o derecho de uso? No es por ahorrarle pega al Fiscal Nacional Económico, quien, en mi opinión, no debiera ser elegido solo por el sistema de la Alta Dirección Pública, porque, dicho sea de paso, seleccionar a un directivo para cualquier servicio o Ministerio puede costar más de 60 millones de pesos; luego, se renuncia a los tres meses y hay que gastar otra cantidad igual para buscar uno nuevo. Así lo dice la ley.



Entonces pregunto: ¿Estamos transfiriendo al Fiscal Nacional Económico la definición de concentración? ¿Cuál es la negativa para debatir este asunto en el Senado? Porque, tratándose de un medio como la televisión podríamos haber discutido un criterio. 



De otro lado, ¿quiénes tienen derecho al uso, usufructo, otorgamiento, arrendamiento, cesión o transferencia, sin que haya que dejarlo en manos del Fiscal Nacional Económico? Porque, cuando se concentren, las cadenas van a decir: “Bueno Navarro, votaste a favor, porque era el Fiscal Nacional Económico”. Aunque está el 90/10 no es suficiente, señor Presidente.



Espero la opinión del Ministro. Pero como lo que señalo no se halla consignado en el proyecto, su parecer -lo digo con todo respeto- vale bastante poco. Porque lo que importa es lo que quedará en el texto de la ley.

El señor LARRAÍN.- ¿Cuál es la pregunta?

El señor NAVARRO.- El Senador señor Hernán Larraín me pide que repita la pregunta.



El artículo 16 dice que, en caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, “se requerirá autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica”.



Entiendo que, si la Fiscalía Nacional Económica emite un informe desfavorable, el Consejo nada tiene que decir. 



Tampoco el texto aclara eso. Porque bien podría informar negativamente. A lo menos me queda la duda, señor Presidente.



Pero -reitero- lo dejamos a criterio de la Fiscalía Nacional Económica, más allá de lo establecido en el artículo 16.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Como estamos en votación, una vez terminada, daremos la palabra al señor Ministro, para que clarifique su punto de vista frente a lo que plantea el señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 16 propuesto por las Comisiones unidas (27 votos a favor y 1 en contra), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, como señaló el señor Secretario, se renovó una indicación para agregar en el artículo 16 un inciso final nuevo, al cual nos  abocaremos en seguida. Antes daré la palabra al señor Ministro, para que emita su opinión respecto a lo planteado por el Honorable señor Navarro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, nosotros compartimos plenamente lo mencionado por el Senador Navarro, en el sentido de que no se favorezca algún tipo de acumulación de señales.



El texto del proyecto lo expresa muy claramente en el artículo 15, el cual establece que no podrá otorgarse una segunda concesión a alguien que ya posea una. La norma es muy precisa y clara.



Compartimos la preocupación del señor Senador en tal sentido. Por lo tanto, le quiero dar toda la tranquilidad en cuanto a que lo propuesto así lo establece y que esa es la intención del Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Televisión Nacional es la única excepción a dicha norma.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde discutir la indicación renovada N° 347 bis, para agregar en el artículo 16 el siguiente inciso final nuevo:



“En ningún caso, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión podrá significar una modificación en la orientación editorial de la concesionaria o permisionaria”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la indicación renovada N° 347 bis.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 347 bis (22 votos en contra y 4 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Letelier, Navarro y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos a discutir el artículo 17 propuesto por las Comisiones unidas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el artículo 17 debe ser aprobado con quórum especial.



Había petición de votación separada por parte del Senador señor Novoa para cierto inciso, pero entiendo que, como el artículo fue aprobado por unanimidad, estaría retirada.

El señor NOVOA.- ¡La mantengo, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría la está reiterando.



¿Cuál es el inciso en el que desea votación separada, señor Senador?

El señor NOVOA.- El referente a los eventos deportivos de interés nacional, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Dice lo siguiente:



“Los eventos deportivos de interés nacional, entendiendo por tales aquellos de carácter oficial, que por su relevancia se celebren con periodicidad y en los que intervengan selecciones nacionales del país, en el evento de ser transmitidos, deberá ello hacerse por televisión de libre recepción.”.



Sin perjuicio de eso, debo informar que en este artículo también se ha formulado la indicación renovada N° 444 bis, para agregar un inciso final nuevo.



De consiguiente, se puede votar primero todo el artículo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, someteremos a votación el artículo 17, salvo el inciso respecto del cual se ha pedido votación separada, que dice relación con los eventos deportivos de interés nacional.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Es de quórum, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como requiere quórum especial, se aprobaría dejándose constancia del número de votos.



Luego nos abocaríamos al inciso en el que se pidió votación separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay 28 Senadores en la Sala.



--Se aprueba el artículo 17 (28 votos afirmativos) propuesto por las Comisiones unidas, con excepción de su inciso sexto, que se votará separadamente, dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.

El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso respecto del cual se pidió votación separada expresa:



“Los eventos deportivos de interés nacional, entendiendo por tales aquellos de carácter oficial, que por su relevancia se celebren con periodicidad y en los que intervengan selecciones nacionales del país, en el evento de ser transmitidos, deberá ello hacerse por televisión de libre recepción.”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Es el inciso sexto del artículo 17.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, con respecto a este inciso -que tiene la mejor intención y disposición-, para la gran mayoría de los casos será impracticable lo que establece.



Se dice que deben ser eventos deportivos de interés nacional y que se entiende por tales aquellos en que participa la selección nacional.



Normalmente, en los eventos periódicos en que participa la selección del país, los derechos de televisión no dependen de Chile ni de entidades nacionales.



El mundial de fútbol sería el caso típico de un evento periódico de interés nacional en que participa la selección. Y todos sabemos que los derechos de televisión los licita la FIFA.



Entonces, llamo la atención en el sentido de que estamos poniendo una norma que en definitiva no será practicable en el 90 o 95 por ciento de los casos. Porque, al exigir la participación de la selección nacional, se  supone que son campeonatos internacionales. Y, cuando se trata de ese tipo de eventos, los derechos de televisión no los maneja Chile, ni el Consejo Nacional de Televisión, ni el Gobierno, ni nadie.



Por lo tanto, tengo la impresión de que estamos estableciendo una legislación que no podrá ser exigida ni cumplida.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el inciso sexto del artículo 17 propuesto por las Comisiones unidas.



Reitero que requiere para su aprobación quórum especial 



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta materia fue debatida arduamente. 



En cuanto a lo planteado por el Senador Novoa, en la parte final del inciso en cuestión se señala que los eventos deportivos deberán ser transmitidos, en caso de que ello se haga, por “televisión de libre recepción”. Con esto decimos implícitamente que no queremos que se obligue a la gente a pagar canales por cable para ver esos espectáculos. 

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Se trata de televisión abierta!

El señor NAVARRO.- Deseamos que siempre sean de libre recepción. 



Ello ocurrió en Argentina, y el Estado tuvo que comprar los derechos para garantizar la situación.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Eso es otra cosa! 

El señor NAVARRO.- ¡No! Yo quiero que los que tienen de verdad puesta la “Roja” -y no la “amarilla”, la “azul” o la “blanca”- entiendan que, tratándose de estos eventos, son objeto de discriminación si deben pagar por verlos. 



Por lo tanto, alguien tendrá que resolver el problema. Porque este precepto ha sido de difícil redacción, y no ha concitado consenso.



En el inciso sexto se establece que “deberá ello hacerse” (la transmisión de los eventos deportivos) “por televisión de libre recepción”. 



Entonces, la pregunta que cabe hacerse es jurídica -porque esto viene de Internet, de los videojuegos, del acceso a YouTube-: ¿en este tema primará la legislación internacional sobre la nacional?



Tal vez sea necesario decirles a los señores de la FIFA que en este país autónomo, libre, democrático, hay una norma que dispone que esa señal debe ser transmitida a través de un medio de libre recepción. Y, además, que el mecanismo para resolver quién pagará los derechos será el dispuesto por los canales de televisión abierta, y que si se recibe una oferta de algún cableoperador, la cual será mejor porque forzará a cientos de miles de personas a pagar por el servicio, solo estará basada en el usufructo de la obligación imperiosa de pago -para quien desee verlo- por el evento pertinente.



Se trata únicamente de la televisión de libre recepción. Y lo único que se le dice a la FIFA -que sabe de negocios- es que si quiere entrar a Chile con tales eventos deberá hacerlo por medio de la señal de libre recepción, y que serán los canales que la transmiten los que tendrán que pagar los derechos.



Algunos dicen que es una locura. Pero advierto que no deseo ser partícipe de la aprobación de una concesión -yo sé que a algunos Senadores les molesta- de un bien nacional de uso público, perteneciente a todos los chilenos, para que, como siempre, las personas terminen pagando más.



Esa es la lógica del mercado. ¿Pero no podemos proteger en algo a los usuarios?



Señor Presidente, aquí no se dispone el no pago -se lo digo, por su intermedio, al Senador Novoa-, sino el pago de los derechos por parte de la televisión abierta. Acá estamos estableciendo -como algunos dirían- un derecho preferencial, tal como ocurrió con la Ley de Pesca. 



Los mismos Senadores de la bancada del frente que dicen que esto es una locura votaron a favor del derecho preferencial de los titulares de las cuotas de pesca a ser sus propietarios a perpetuidad, para siempre, al poder renovarlas cada 20 años si cumplen la ley, lo cual es fácil de lograr por los inalcanzables porcentajes de caducidad.



Cuando les dijimos que se trataba de un derecho preferencial, nos señalaron que no lo era, porque nadie invertiría si no tenía garantizada la continuidad de la inversión.



Al hablar de un derecho preferencial que beneficie a todos los que tienen puesta la “Roja”, nos referimos a que la transmisión de los partidos de la selección nacional en el próximo mundial de Brasil se realice por televisión abierta, gratuita, y no haya ningún mecanismo de distorsión por parte de quienes deseen usufructuar y hacer negocios, y no solo para ese evento deportivo, sino permanentemente.



Y lo dejamos entregado al criterio del mercado. ¿Cuánto van a pagar los canales? Lo negociarán con la FIFA. Pero ella deberá saber que, si quiere transmitir sus partidos en Chile, tendrá que cumplir con nuestra regulación, que establece la obligación de hacerlo por la televisión de libre recepción. 



En este punto yo pediría ser desmentido, señor Presidente. Porque, si una empresa de cable va a transmitir los partidos, basta recordar cómo nació el Canal del Fútbol. Estos no se transmitían. Se compraron, y el que quería verlos debía pagar por el cable.



Entonces, yo digo que hagan negocio con todo lo que quieran, y que, tratándose de esta materia, funcione el mercado, pero con una restricción: un derecho preferencial. La FIFA va a recibir su plata. La van a pagar los canales de televisión abierta. 



Por tanto, la apreciación del Senador Novoa sobre la materia puede ser equívoca para el televidente que nos está viendo. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay varios señores Senadores inscritos. 

El señor ESCALONA.- ¿Ya se aprobó el artículo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se está votando por separado el inciso sexto del artículo 17. Ese fue el acuerdo. El resto de la norma ya se aprobó.

El señor ESCALONA.- ¿Y la indicación fue retirada?

El señor PIZARRO (Presidente).- No. Ella es para agregar un nuevo inciso. Se trata de una materia distinta, y deberemos analizarla cuando terminemos esta votación. 



Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, mediante la regulación que se propone se le dice a la FIFA -organismo que no solo controla la transmisión del mundial de fútbol, sino también la de otras competencias- que al momento de vender los derechos respectivos a Chile no podrá hacerlo a cualquier canal de televisión, sino únicamente a los de libre recepción.



Con ello se establece el simple y sencillo criterio de no obligar a la gente a tener que pagar (incluso a la que dispone de televisión por cable) por un canal especial para ver el mundial, o un partido de la selección, o un campeonato de otra disciplina deportiva, donde participe nuestro representativo nacional. 



Lo que se quiere es algo bastante obvio. 



Ya es suficientemente odioso que los fines de semana, cuando uno trata de informarse de la actividad deportiva, haya relatores que le cuenten lo que pasó en los partidos, si hubo goles, y no se transmitan las imágenes.



Se ha producido una situación absurda, y no queremos que se llegue al límite de la idiotez, a mi juicio.



La FIFA es dueña de las imágenes que se transmiten, pero queremos que cuando llegue a Chile para celebrar los contratos respectivos sepa que nuestra regulación solo permite pactar con los canales de libre recepción. Ellos pagarán lo que corresponda. Verán cómo licitan y, en definitiva, qué canal gana la transmisión. 



Si no tuviéramos una norma como la propuesta, el Festival de Viña del Mar no se podría ver por televisión abierta, porque su difusión se terminaría licitando a algún cableoperador, más encima pagado. Es absurdo. 



Señor Presidente, voy a votar a favor del inciso propuesto, sobre todo porque responde a una construcción transversal, que es lo más relevante, y creo que contamos con los votos para asegurar que se apruebe. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, me pronunciaré en contra de este inciso, porque considero que, en primer lugar, constituye una flagrante violación al derecho de propiedad de quien es dueño de la transmisión de los partidos de fútbol. 



Quiero hacer presente que el fútbol es una actividad profesional, no gratuita. Y las personas pagan entrada para ingresar a los estadios a ver los partidos. Sin embargo, podríamos aplicar el mismo argumento de que juega la selección nacional de fútbol -deporte que a mí me apasiona, como a muchos de ustedes-, para señalar que por el ingreso a los recintos deportivos tampoco se debería cobrar, porque por la transmisión de partidos en la televisión abierta no se paga. 



Reitero: el fútbol es una actividad profesional, respecto de la cual hay un derecho de propiedad. Este pertenece a la FIFA y a la Federación de Fútbol de Chile. Y estos organismos, como pasa con las obras de arte, la música, el teatro, licitan sus transmisiones entre los medios de comunicación, eligiendo al que se halle dispuesto a pagar más recursos, los cuales, en el caso del fútbol chileno, pertenecen a la ANFP. 



No estamos hablando de un deporte amateur, sino de uno profesional. Y si mañana se resuelve que la licitación de un campeonato o de un partido de fútbol la gana determinado cableoperador, se estará ejerciendo un legítimo derecho.



En consecuencia, pido -¡por favor!- que no transformemos la transmisión de un espectáculo deportivo con una especie de obligatoriedad de que solo sea factible difundirlo por canales de televisión abierta. 



Y les quiero preguntar algo más, porque la contradicción es muy grande, ¿qué ocurre si ningún canal abierto quiere transmitirlo? 



En el caso del rugby, deporte que tanto le interesa al señor Presidente de la Corporación y del cual fue gran exponente, el otro día un partido de la selección chilena contra Uruguay fue transmitido por un canal de DIRECTV. Con la norma en análisis ello no sería posible, porque se tendría que emitir por un canal abierto. 



Alguien podría argumentar que no es de interés nacional. Pero espero que no solo sea de “interés nacional” el fútbol, sino también el rodeo, o cualquier deporte que se practique mañana en Chile.



Entonces, esto es una cuestión absolutamente ilegal e inconstitucional. No se le puede imponer al dueño de una concesión la obligación de transmitir un espectáculo ¡profesional! Si quienes participan cobran plata. Los futbolistas no juegan gratis. Aquellos que visten la camiseta de la selección chilena reciben dinero y ganan muchos premios. Y está bien que sea así, porque es un deporte profesional.



Hoy día, el acceso a través de los canales satelitales se ha masificado de manera impresionante en Chile: sepan Sus Señorías que ya suman más de 700 mil los hogares abonados a la señal premium del Canal del Fútbol, y el servicio básico alcanza a más de dos millones de familias.



Por lo tanto, considero que lo propuesto en este inciso, además de ser inconstitucional, no es adecuado para abordar el tema de la transmisión de los espectáculos deportivos.



Además, los deportes que no son de gran cobertura e interés, como el voleibol, se verán perjudicados, porque no se van a poder transmitir por los canales de cable. Ninguna señal de televisión abierta probablemente se interesará en transmitir diversas disciplinas que en la actualidad se emiten por el cable. Y como ahora no se podrán difundir por este medio, porque el inciso establece que ha de hacerse por la televisión abierta, simplemente no se van a transmitir.



Eso estamos legislando aquí: un profundo error. 



Por tal razón, voto en contra del inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor Girardi.



Como también me gustaría intervenir, pido el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Escalona.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la ley en proyecto ha permitido discutir muchos temas que parecen adjetivos, pero que son sustantivos, como la participación de los pueblos originarios en la televisión. 



Ahora estamos debatiendo una cuestión relacionada con el ámbito de la propiedad privada. Y me sorprende la existencia de visiones que la consideran como si fuera un nuevo dios: intocable e inmodificable.



Yo pienso que en toda sociedad democrática la propiedad privada puede también tener una función social. Se la puede regular, para que vaya hacia la consecución de principios vinculados con la comunidad, con los bienes públicos.



Y es evidente que aquí hay un caso que se orienta precisamente en tal sentido. 



Sin embargo, hay un segundo asunto que me parece muy importante: algunos Senadores son partidarios de que se expropie a los chilenos algo que les pertenece. Porque en su planteamiento, el colega Espina -a quien respeto bastante- señala que nuestros símbolos patrios, nuestra selección nacional, nuestro país tienen dueño.



Sé que a ciertas personas les asiste la convicción de que Chile posee dueños. Y lo ponen en práctica día a día. Pero nosotros debemos, ciertamente, devolverles a los connacionales una parte del país que pertenece a toda la sociedad, como los símbolos patrios, el color de la bandera, la canción nacional.



Porque cuando hablamos, por ejemplo, de la selección nacional, no solo se trata de un evento deportivo internacional, sino también de uno de carácter oficial. ¿A qué nos referimos? A que existen instituciones que se han apropiado de algo que no les corresponde, que han inscrito en el registro de marcas algo que no les pertenece, lo que es ilegal, pero que algunos acá se hallan dispuestos a avalar. Y yo digo: devolvámosles a todos los chilenos la propiedad sobre la selección nacional de fútbol.



De ser eso así, cuando juega nuestro representativo nacional su primer deber será para con su propietario. ¿Y a quién le pertenece una selección nacional de fútbol: a la FIFA; a una federación de clubes deportivos, o al país que representa?



Si algunos piensan que puede ser expropiada del derecho que poseen sobre ella todos los compatriotas por un pequeño grupo, bueno, esa es una posición. No obstante, el planteamiento que estamos defendiendo parte del supuesto de que los dueños de la selección nacional son los chilenos y las chilenas: la sociedad en su conjunto.



Por ende, se tienen que garantizar derechos para que los chilenos y las chilenas puedan acceder permanentemente a lo que significan los procesos que resulten de una entidad que pertenece a todos.



En tal sentido, comparto lo propuesto en el inciso sexto, aunque nosotros hemos presentado indicaciones. Pero el tema medular se halla representado acá. Los partidos de la selección nacional, o los que tengan que ver con el significado del interés nacional, o que representen al conjunto del país -nadie se puede apropiar de esos símbolos patrios o de esa identidad- deben ser transmitidos por la televisión abierta.



Sé que esto es una discusión ideológica; que algunos son partidarios de que existan dueños del país y de los símbolos patrios.



En consecuencia, esta Corporación ha de resolver sobre eso, y sobre si la selección nacional puede soportar el concepto de ser propiedad de algunos pocos, o si sus propietarios son el conjunto de la sociedad chilena.



Esa es la discusión de fondo planteada acá. A lo mejor, no con la rigurosidad suficiente para otorgar un contexto a esto o dar cuenta de ello.



Cada Senador, entonces, deberá definir si participa en este proceso de expropiación de la identidad nacional, de los símbolos patrios, de la selección nacional, o se la devuelve, como corresponde, a sus verdaderos propietarios: el conjunto de los chilenos.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, este tema tal vez fue de los que más interés y revuelo generaron en el debate en particular en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en el análisis en las Comisiones unidas y durante toda la tramitación del proyecto.



Y para poder entender por qué se llegó a una redacción de este tipo, estimo que hay que rescatar, en primer lugar, el hecho de que el cambio más importante que incorporamos en el Senado a la iniciativa que permite la introducción de la televisión digital terrestre, específicamente en cuanto a si la televisión abierta podía tener porcentajes de televisión abierta gratuita y de televisión abierta de pago, fue justamente el relativo a las transmisiones deportivas.



Porque en su momento se manifestó que, tal como venía el proyecto desde la Cámara de Diputados, íbamos a tener dos tipos, dos clases o dos niveles de calidad de televisión: la abierta, donde se iba a transmitir lo que saliera más barato y lo que no le importara a nadie, y la de pago, también abierta, donde iban a estar los eventos premium. Y qué ejemplo poníamos siempre: la transmisión deportiva, fundamentalmente del fútbol, que es un deporte masivo, que despierta gran pasión, lo cual ha quedado claramente reflejado en el presente debate.



En este inciso se habla de los eventos deportivos de interés nacional. O sea, de eventos deportivos oficiales, que forman parte de una programación periódica. Si colocamos el caso del fútbol, entonces serán los mundiales de fútbol los que despertarán ese carácter; la Copa América, en el caso de Chile. No posee la misma relevancia el que se transmita o no la Copa Europea, porque nuestro país no se presenta ahí; puede ser de mucho interés, pero no participa la selección nacional.



¿Qué se plantea, en definitiva, en esta redacción a la que costó bastante llegar? Una condición. Con ello se elimina el problema de quién es el dueño del fútbol o del mundial de fútbol. Porque se establece: “en el evento de ser transmitidos”. Y se expresa así, porque o ya hay un concurso, o se dispone de la señal, o se han comprado los derechos, o ya se hizo la negociación con el propietario de la transmisión de un evento o de un campeonato.



Por lo tanto, todo el razonamiento que se ha dado a conocer aquí, en orden a que no somos nosotros los que vamos a negociar, sino que la FIFA finalmente definirá, se cae por su peso. Porque el hecho de tener la posibilidad de transmitir quiere decir que ya se han conseguido los derechos de emisión. De manera que esa parte de la argumentación, en mi opinión, no es válida.



Y a raíz de eso se establece que, en el evento de ser transmitidos, ello deberá hacerse por televisión de libre recepción.



O sea, hay coherencia en la decisión de este Senado, unánime en la práctica -creo que nadie votó en contra-, en cuanto a que debíamos priorizar la televisión abierta y el acceso de los chilenos a espectáculos de calidad. Y siempre se puso como ejemplo lo relativo a las transmisiones de eventos deportivos, fundamentalmente del fútbol.



El Senador Espina hacía referencia a la transmisión por cable del campeonato sudamericano clasificatorio para el mundial de rugby, que, por lo demás, se emitió íntegramente, y por etapas, no en una sola fase. Y ello    -reitero- se hizo por el cable.



Yo creo que ahí hay un punto. Porque, de la redacción, yo entiendo que si soy televisión abierta y tengo los derechos para transmitir un campeonato de nivel internacional en que participa la selección, lo debo hacer por señal abierta. Distinto es el caso del cable, porque este compra un producto que no tiene nada que ver con la transmisión de televisión abierta y forma parte de una parrilla. DIRECTV, que transmite los partidos de la liga española, el rugby -fue un canal de ESPN el que emitió el último campeonato sudamericano de rugby-, no posee los derechos para transmitir esos eventos de manera abierta. Está focalizado exclusivamente en la televisión por cable. De manera que no hay una contradicción en la redacción, en el sentido de que se diga que no se puede transmitir también ese evento por el cable o que nunca pueda emitirse por ese sistema.



Para terminar, porque este tema nos ocupó mucho tiempo, quiero decir que la indicación del Senador Girardi…

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Perdón, señor Senador, que el tiempo haya interrumpido su brillante intervención.

El señor PIZARRO.- Voy a terminar dentro de lo posible.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Puede proseguir.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias.



La indicación del Senador Girardi es bien distinta, es mucho más amplia que el texto a que he hecho mención y muy difícil de aplicar, porque habla de los eventos deportivos y culturales de interés nacional. Y ahí el abanico es gigantesco. Puede ir desde el Festival de Olmué hasta el Festival de Viña del Mar, pasando por un campeonato de cualquier tipo. Eso es lo primero.



Por otra parte, se establece como obligación que estos eventos sean transmitidos siempre en directo. Y uno se pregunta qué pasa, por ejemplo, con una olimpiada, donde hay cinco, seis…

El señor PROKURICA.- A las cinco de la mañana.

El señor PIZARRO.-… disciplinas deportivas y se transmite una primero y después se van emitiendo en diferido las otras. Con esta indicación tampoco se podría hacer.

El señor PROKURICA.- A las cuatro de la mañana.

El señor PIZARRO.- Finalmente, en la última parte dice: “En caso de tener más de una señal”. Nadie tiene más de una señal, salvo el transportador público, Televisión Nacional.



En consecuencia, no me parece conveniente aprobar la indicación del Senador Girardi.



Voto a favor del inciso sexto.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda que aquí se está confundiendo el fútbol con el resto de las actividades deportivas donde hay selecciones nacionales. Como está redactado, este inciso hace que exista la obligación de transmitir por televisión abierta cualquier evento donde participe alguna selección nacional, de rugby, de básquetbol, de tenis, de handball, etcétera. Y con ello lo único que se logra es atentar contra los deportes menos masivos pero donde también participan selecciones nacionales. Con esta redacción se les hace un daño tremendo a las actividades distintas del fútbol, porque en ellas también hay selecciones nacionales que nos pertenecen a todos. Pero no existirá la posibilidad de que tales eventos sean transmitidos, por ejemplo, por un canal de deportes, pues será obligatorio que se emitan por un canal abierto.



Pienso que debemos cambiar la redacción, porque da la impresión de que esto tiene nombre y apellido: el fútbol. Sin embargo, al resto de las actividades deportivas se les está haciendo un daño enorme en cuanto al desarrollo de cualquier selección nacional.



Si el precepto no es aprobado, ojalá pueda buscarse una redacción mejor que la que se propone. Porque, sin duda, creo que en este caso el objetivo es justamente el fútbol. Por ejemplo, el día de mañana sería obligatorio emitir el tenis por televisión abierta. Y, por lo tanto, tampoco los canales de cable podrían transmitirlo.



Señor Presidente, me parece que hay que tratar de buscar una mejor redacción, quizás, en la Comisión Mixta. Porque, como está, lo único que se logra es dañar a las actividades deportivas diferentes al fútbol.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que efectivamente estamos frente a una norma que tiene una redacción equívoca y que puede conducir a interpretaciones muy encontradas.



La primera de ellas es la que acaba de mencionar el Senador García-Huidobro. Pareciera que aquí estamos condenando a todos aquellos eventos deportivos que no generan el interés del fútbol, que por su relevancia no llegarán a ser trasmitidos por la televisión abierta y que, sin embargo, podrían ser emitidos por el cable, lo que permitiría una enorme difusión de esos deportes. No obstante, con esta exigencia estamos aplicando un castigo, imposibilitando que esos deportes puedan darse a conocer al menos por el cable. Esa es una primera restricción.



Y, en segundo término, en la forma como esta norma se halla  redactada se dispone que, en el evento de ser transmitido, eso deberá realizarse por televisión de libre recepción. Lo que está haciendo, a contrario sensu, es impedir que, además de emitirse por televisión de libre recepción, se transmita por el cable. Es decir, en Chile no se podría transmitir un partido del mundial de fútbol, porque si se está emitiendo solo por la televisión abierta sería imposible hacerlo en un canal de deportes o en ESPN. Eso es lo que se desprende de esta disposición.



Por lo tanto, considero que aprobar la norma tal cual viene redactada causa un grave daño.



Yo entiendo la señal que se quiere entregar, y la comparto en el fondo, en orden a que partidos de la selección chilena en un campeonato mundial se transmitan a lo menos por la televisión abierta. Si esa es la idea, la disposición en comento va demasiado lejos y genera conflictos o consecuencias laterales que producirán más dificultades que el objetivo que se busca asegurar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos en votación.

El señor LARRAÍN.- Qué quiere que le haga. No voy a votar una norma que produce efectos contradictorios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien. Es que no señaló cómo iba a pronunciarse.

El señor LARRAÍN.- No tengo por qué decirlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, voy a aprobar el inciso propuesto porque creo que hay que sincerar este debate. Aquí no estamos en una discusión metafísica respecto del concepto de propiedad.

El señor LARRAÍN.- Estamos legislando.

El señor ESCALONA.- Todos sabemos que este precepto tiene una explicación muy concreta: los tremendos abusos de la industria del cable con los precios de sus emisiones.



Cualquier usuario sabe perfectamente bien que puede estar preparado en su casa para ver una película y la industria le cambia unilateralmente el precio de la emisión. Y se queda sin ver la película, porque los abusos no tienen límites en la manera en que se practican en esta industria. A todos aquí nos ha pasado. Las famosas emisiones premium son francamente un escándalo.



Entonces, seamos sinceros. ¿Para qué venimos con la hipocresía de estar hablando del derecho de propiedad? Imaginémonos el negociado que se produciría si se permitiera que a la licitación de la FIFA, de la transmisión de los partidos de fútbol de la selección nacional, postulara la industria del cable y ganara la licitación. ¿Cuánto cobraría a los usuarios por ver el partido en ese momento? ¿A cuánto ascendería el robo que esa industria cometería? Seamos claros. Si esta norma tiene una explicación muy concreta: el abuso sin límites de los controladores de esta industria.



Porque, si hubiera la mínima decencia para controlar el afán de enriquecimiento ilícito, estoy seguro de que este inciso no existiría, ya que todos tendríamos claro el criterio, la cultura, el hábito de encender el televisor y ver a través del cable, con toda tranquilidad, lo que uno quiere. Sin embargo, ello no es posible por cuanto se ejerce el abuso ilimitado; se cambian los precios en forma total y absolutamente abusiva y escandalosa.



Entonces, cuando este negocio tenga cautivas a 5, 6 o 7 millones de personas que quieren ver un partido de fútbol de la selección nacional, no nos quepa ninguna duda, estimados colegas, de que se cometerá un abuso tremendo.



De eso estamos hablando: de si vamos a permitir que se siga abusando de las personas so pretexto de respetar el derecho de propiedad. Esto último no está en discusión, ya que el número 24° del artículo 19 de la Constitución señala claramente lo siguiente:



 “Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.” -de la función social de la propiedad- “Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.”.



Por lo tanto, la Carta Fundamental establece con claridad que el legislador puede tomar una decisión como la que se propone aquí.



Se trata de millones de personas. No estamos hablando de quienes ven un partido de rugby -con todo el respeto que nos merecen-, que probablemente constituyen un número limitado de individuos, sino de la mayoría del país. 



En consecuencia, de no aprobarse esta norma, la gente simplemente va a ser abusada, ya que si los controladores del cable postulan y ganan la licitación no tendrán límite alguno en la fijación del precio.


¡Ya me imagino los precios que van a cobrar para que la gente pueda ver un partido de fútbol!



En todo caso, creo que este ejercicio contiene, a final de cuentas, un aspecto positivo: quedará establecida en la historia fidedigna de la ley la responsabilidad de cada uno de nosotros en esta materia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

 El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, formularé algunas observaciones previas antes de referirme al aspecto de fondo.



Si uno escucha el discurso del Senador Girardi en el sentido de que aquí se están expropiando los símbolos nacionales, la camiseta de la selección nacional, lo lógico sería que los partidos en que esta participe se transmitieran solo por la televisión pública.



Es así de absurdo tal argumento.



Estoy a favor de que esos encuentros sean transmitidos por la televisión abierta, sin perjuicio de que también se emitan por el cable. Soy partidario de que exista esa facultad.



De hecho, si ustedes recuerdan los últimos mundiales, particularmente los dos más recientes -donde había televisión por cable-, se pudieron ver los partidos ya sea en el canal de televisión abierta que ganó la licitación o en uno de los canales deportivos del cable. ¿Por qué? Porque los organismos que licitan estos eventos quieren promover el fútbol, el deporte, que lo disfrute el mayor número de personas, no que se genere una limitación.



No obstante, lo anterior no es gratis, ya que la televisión abierta se financia y paga a través de toda la publicidad que permanentemente estamos observando. Por lo tanto, no demos razones que están del todo fuera de lugar.



La norma, tal como está, no me parece correcta. Estoy con el Senador Hernán Larraín, en el sentido de que su redacción es equívoca, porque va a impedir que otros deportes con menos posibilidades de difusión que el fútbol sean transmitidos a través del cable, que es hoy día la única vía que muchos de ellos tienen para darse a conocer.



Por lo tanto, hay que perfeccionar la norma propuesta. Esta debería expresar que los partidos de la selección nacional de fútbol, si bien se les permite que sean transmitidos por televisión abierta, también pueden ser emitidos por el cable.



Esa, a mi juicio, es la idea en la que debiéramos avanzar.



Por otro lado, una vez más se establece, con un discurso grandilocuente, la teoría del abuso.



Sobre el particular, basta que uno vaya al estadio para darse cuenta de que la entrada resulta mucho más cara que suscribirse a un canal del cable que permite observar todos los partidos. Por 3 mil pesos uno puede ver la temporada completa en el Canal del Fútbol. En cambio, el precio por asistir a un encuentro entre Colo Colo y Universidad de Chile es bastante más elevado.



Por lo tanto, no embolinemos la perdiz con algo absolutamente distinto. 



Aquí lo que importa es la amplia gama de alternativas. Y no cabe duda de que esta posibilita -por lo menos en los partidos de la selección de fútbol de Chile, que sin duda generan interés nacional- la transmisión por televisión abierta, pero también vía cable. Porque uno muchas veces puede elegir entre quienes transmiten o quienes comentan. Lo importante es que la gente tenga esa opción.



Por ende, el precepto en cuestión debe recoger de mejor manera el interés al que todos están tratando de llegar, que a mi juicio expresó con toda claridad el Senador Hernán Larraín.



Hay que buscar la forma de perfeccionar la norma. Es preciso consultarlo con el Ejecutivo. Porque quienes deseamos que los partidos de la selección chilena de fútbol sean emitidos por televisión abierta estamos impedidos de votar favorablemente este texto, dado que les genera un daño a las otras actividades deportivas, cuya única posibilidad de difusión es a través de los canales deportivos del cable.



En consecuencia, estaríamos aprobando una disposición extraordinariamente restrictiva y errónea.



Por eso, señor Presidente, me voy a abstener. Me parece que debemos mejorar en forma substancial un texto que tal vez tiene una intención adecuada, pero que está expresada de manera claramente equívoca.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la misma línea que ha argumentado el Senador Pérez Varela, me voy a abstener.



En verdad, uno tiene que pronunciarse respecto de textos concretos y no de intenciones, porque los que se van a aplicar, en definitiva, no son estas últimas, sino aquellos.



Comparto plenamente el hecho de que una actividad deportiva tan importante como el fútbol, los encuentros de las selecciones nacionales y los campeonatos mundiales se transmitan por televisión abierta. De eso no existe ninguna duda.



Sin embargo, no estoy dispuesto a permitir que, a partir de ese principio, se impida la transmisión por el cable de otros deportes y a que, paralelamente, se posibilite que un partido de la selección nacional de fútbol sea transmitido por canales abiertos y no por cable.



Por desgracia, eso dice la norma. Entiendo su espíritu, pero se halla mal redactada.



Por consiguiente, existiendo otras instancias legislativas como la Comisión Mixta o el veto, deseo hacer un llamado para que se refleje lo que ha sido el curso del debate: permitir que los partidos de la selección nacional sean transmitidos por señal abierta, pero sin impedir paralelamente su emisión por el cable, así como la de otros deportes, tal cual señala el texto del inciso sexto.



Por tal motivo, señor Presidente -reitero-, me voy a abstener, ya que uno está votando, no intenciones, sino textos concretos que van a tener que aplicarse con posterioridad. Y esta norma, desde esa perspectiva, está mal concebida, mal redactada.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, he escuchado el debate habido en la Sala y creo que -me lo señala también el Senador Espina, quien está pareado- en todas las intervenciones existe el ánimo de que el fútbol, que es el deporte al cual apunta la intención original del inciso, sea incluido en esta norma, pero en la forma como ha planteado la mayoría de los señores Senadores, por cuanto su redacción termina perjudicando a las otras actividades deportivas.



Por lo tanto, quiero proponer -lo he conversado con el Senador Navarro, uno de los autores de la indicación ya reseñada- que se le pida al Ejecutivo que traiga una propuesta mañana -porque ya estamos en la hora de término de la sesión- para ese inciso, a fin de que podamos votar un texto que refleje lo que todos queremos respecto a esta norma.
El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Muy bien.



¿Y el resto del artículo?

El señor PROKURICA.- Ya se aprobó. Ahora solo se está votando el inciso sexto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que estamos en votación y que debemos terminarla. Una vez concluida podremos recabar la unanimidad de la Sala para que mañana le demos continuidad al debate partiendo con una indicación más precisa del Ejecutivo sobre el inciso sexto.



¿Les parece?



Muy bien.



Terminada la votación.



¿Hay Senadores que no han votado?



Les consulto a los Honorables señores Cantero y Horvath cómo votan.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ya dio por terminada la votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Agregue los votos de ambos Senadores, quienes no aparecen registrados.



Se está votando solo el inciso sexto del artículo 17. El resto ya fue aprobado.



¿Cómo se pronuncian Sus Señorías? 

El señor CANTERO.- Afirmativamente.

El señor HORVATH.- Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, señor Secretario, sume los votos afirmativos de los Honorables señores Cantero y Horvath.



-Se rechaza el inciso sexto del artículo 17 (17 votos a favor, 3 en contra, 5 abstenciones y un pareo) por no reunirse el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, García, Girardi, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Kuschel, Larraín (don Carlos) y Novoa.



Se abstuvieron los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Orpis y Pérez Varela.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala para permitir que el Ejecutivo nos haga llegar mañana una indicación sobre la materia -ojalá redactada con los Senadores señores Navarro y Espina-, con un texto acotado, claro y que pueda ser compartido por todos. 

El señor CHAHUÁN.- Eso es muy difícil.

El señor NAVARRO.- Es complicado.



--Así se acuerda unánimemente.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, voy a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole remitir información vinculada con el denominado “PROCESO DE CONSTRUCCIÓN Y NORMALIZACIÓN DEL HOSPITAL REGIONAL SAN JOSÉ DEL CARMEN”, DE COPIAPÓ (Tercera Región).



Del señor ESCALONA:



A la señora Ministra de Obras Públicas, pidiéndole ESTUDIO DE FACTIBILIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE CAMINO COSTERO CALBUCO-PARGUA. Al señor Ministro de Salud, requiriéndole gestionar CONSTRUCCIÓN O HABILITACIÓN DE CESFAM EN PARGUA. Y al señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, solicitándole gestionar HABILITACIÓN EN PARGUA DE OFICINA DE ATENCIÓN PERMANENTE DE REGISTRO CIVIL (todos de Región de Los Lagos).


Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, a fin de que informe acerca de REQUISITOS PARA EJERCICIO DE ABOGACÍA EN CHILE CON TÍTULO EXTRANJERO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que considere diversos aspectos que justifican la PERMANENCIA DE EMBAJADA DE CHILE EN HUNGRÍA.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole INVESTIGACIÓN SOBRE CONVENIENCIA DE PROCEDIMIENTOS DE CARABINEROS COMO EL DE HUELGA DE TRABAJADORES DE MINA INVIERNO, EN RÍO VERDE (Región de Magallanes y de la Antártica Chilena). Y al señor Contralor General de la República, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A LEGALIDAD DE RESOLUCIONES SOBRE FIJACIÓN DE MARCO REGLAMENTARIO DE CARPETAS DE DESPACHO ELECTRÓNICO Y CREACIÓN DE EMPRESAS DE MANTENIMIENTO DE ARCHIVO ELECTRÓNICO DE DOCUMENTOS EXPEDIDOS POR MANDANTES AL AGENTE DE ADUANAS.



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Obras Públicas, pidiéndole información en cuanto a POSIBILIDAD DE GENERACIÓN DE CAMBIOS DE ACCESO EN CONCESIONES.



Al señor Ministro de Salud, a la señora Ministra del Medio Ambiente, al señor Director Nacional del SERNAPESCA y al señor Director  General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, solicitándoles antecedentes relativos a RECOLECCIÓN Y DESTINO DE CRUSTÁCEOS VARADOS EN COSTA ALEDAÑA A TERMOELÉCTRICAS BOCAMINA II Y SANTA MARÍA (comuna de Coronel).



Al señor Ministro de Energía, requiriéndole informe respecto a RAZONES DE ENAP PARA DEMORA EN PAGO DE INDEMNIZACIONES A PESCADORES ARTESANALES DE SAN VICENTE AFECTADOS POR DERRAME DE HIDROCARBUROS EN 2007; a ESTADO DE AVANCE DE ESTUDIO INTERNACIONAL, CONTRATADO POR ENAP, SOBRE CONTAMINACIÓN POR OLORES EN SECTOR EL TRIÁNGULO (comuna de Hualpén), y a SITUACIÓN DE PROYECTO CONCERNIENTE A PROSPECCIONES PETROLÍFERAS CONJUNTAS EN FRANJA DEL ORINOCO, VENEZUELA.



A la señora Ministra del Medio Ambiente, al señor Director General de Aguas y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, para que remitan información tocante a ESTUDIOS Y/O MONITOREOS SOBRE POTENCIAL EFECTO DE PLANTAS DE CELULOSA EN CALIDAD DE AGUA DE RÍOS CHILENOS, EN PARTICULAR DEL BIOBÍO.



Al señor Alcalde de Concepción, a fin de que informe sobre ESTADO DE PROCESOS, GESTIONES Y EVENTUALES ACUERDOS PARA RESOLUCIÓN DE CONFLICTO POR TITULARIDAD DE DERECHOS EN MERCADO CENTRAL.



A la señora Directora del Trabajo, para que entregue antecedentes con relación a RESULTADO DE FISCALIZACIONES A PLANTAS DE HOLDING CELULOSA ARAUCO DURANTE DOS ÚLTIMOS AÑOS. 



Al señor Superintendente del Medio Ambiente, solicitándole información vinculada con FUNCIONARIOS DE SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE.



Y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles requiriéndole antecedentes acerca de CONDICIONES DE SEGURIDAD ELÉCTRICA EN MERCADO CENTRAL DE CONCEPCIÓN.



De la señora RINCÓN: 



A la señora Superintendenta de Seguridad Social, pidiéndole información detallada respecto de APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO Y COTIZACIÓN DE SALUD EN PENSIÓN DE DOÑA SILVIA MUÑOZ AVILÉS; de REVALUACIÓN DE PENSIÓN DE INVALIDEZ DE DON VÍCTOR SALAS VEGA, y de  SOLICITUD DE PENSIÓN DE INVALIDEZ DE DON RIGOBERTO VÁSQUEZ SUAZO. 
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:27.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR RICARDO BLANCO HERRERA

(S 1569-05)

GAB.PRES N° 552

ANT.: 1. GAB.PRES. N° 2232, de 11 de diciembre de 2012.

2. Oficio N° 826 de 11 de diciembre de      2012, de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Lo que indica.

SANTIAGO, 6 de mayo de 2013

DE
:
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A
:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO



PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Por medio del oficio individualizado en el N°1 del antecedente, se propuso el nombramiento de un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, para someterlo a consideración del H. Senado.

2. Del mismo modo, en el referido oficio se hizo presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos del inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.

3. Al respecto, comunico a V.E. que, en uso de mis facultades constitucionales, he resuelto retirar el citado oficio del H. Senado.

4. Habida cuenta de lo anterior, se hace necesario cumplir con lo dispuesto por el artículo 78 de la Constitución Política de la República, en cuanto establece que corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que el Excelentísimo Tribunal le presente.

5. Dicha nómina fue presentada al Ministro de Justicia por medio del Oficio N°826 de 11 de diciembre de 2012, de la Excma. Corte, a fin de proveer la vacante producida por el cese de funciones de la señora Sonia Araneda Briones, como Ministra de dicho tribunal.

6. En consecuencia, corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado, sobre la base de la cinquena formada por Pleno de la Excma. Corte Suprema para su presentación al Poder Ejecutivo.

7. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, a don RICARDO BLANCO HERRERA.

8. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República

DISTRIBUCIÓN:

1. Señor Presidente del H. Senado

2. Gabinete Presidencial (Archivo)

3. MINSEGPRES (División Jurídico-Legislativa)

4. MINSEGPRES (Oficina de Partes)
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL "ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE, LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ", SUSCRITO EN PARANAL, ANTOFAGASTA, EL 6 DE JUNIO DE 2012

(8801-10)

Oficio Nº 10.697

VALPARAÍSO, 30 de abril de 2013

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N°8801-10.

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú”, suscrito en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio de 2012.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA LA PUBLICACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS DE ACTOS QUE DEBAN SER PUBLICADOS EN PERIÓDICOS DE CIRCULACIÓN NACIONAL, REGIONAL O LOCAL 

(8314-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, dirigido a esta Corporación.


A las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subdirector de la Oficina de Competitividad, señor Juan José Bouchon, y los abogados asesores señores Alejandro Arriagada y Gabriel Jiménez.




Participó, especialmente invitado, el señor Sebastián Zárate, Secretario General de la Asociación Nacional de la Prensa.


Estuvo presente el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.




Asistieron la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash; el asesor del Comité Renovación Nacional, señor Hernán Castillo; el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La iniciativa en estudio no contiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 7 y 17.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3, 8, 10, 12, 13 y 15, e indicación del Ejecutivo de fecha 10 de abril de 2013.


4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 4, 5, 6, 9 y 11.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 14 y 16.


Cabe hacer presente que las indicaciones anteriormente mencionadas fueron recibidas durante los dos plazos que se fijaron para recibirlas, el primero, hasta el día 10 de septiembre de 2012 y, el segundo, hasta el día 10 de abril de 2013.

- - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN




Al iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, la Comisión estimó pertinente conocer la opinión de la Asociación Nacional de la Prensa en relación al proyecto en estudio.





Para estos efectos, escuchó al Secretario General de la referida entidad, señor Sebastián Zárate, quien, luego de agradecer la invitación cursada, realizó una exposición basada en un documento escrito del siguiente tenor:

“Introducción


Agradecemos la invitación que se nos ha hecho llegar. Entendemos la importancia de este proyecto de ley en el fomento de la economía, en facilitar a quienes por las diversas razones que dispone la ley deben publicar ciertos actos en diarios de circulación masiva. Como Asociación Nacional de la Prensa, estamos conscientes de las transformaciones de la prensa, y que independiente del valor del papel, los diarios digitales -o las versiones digitales de los diarios en papel- son el futuro de la prensa.


A nuestro juicio, el problema central de un proyecto de esta naturaleza radica en dar las facilidades a los medios digitales y a los lectores pero, a la vez, cumpliendo con el principio de publicidad que por mandato de la ley se dispone para ciertos actos.


La situación actual es que, en la práctica, algunas instituciones de la Administración hayan interpretado la voz “diario de circulación”, como cualquier medio de comunicación escrito. Si bien para tal interpretación se utiliza como argumento la definición de medio de comunicación contenida en el artículo 2º de la Ley N° 19.733, el problema es que la autoridad ha guardado exclusiva atención a esta circunstancia, olvidando el régimen de publicidad que ordena la ley.


En efecto, la homologación como medio, incluidas las obligaciones mínimas a que se encuentran sometidos los medios de prensa en papel, tales como las notificaciones a la autoridad local y la obligación de depósito de ejemplares en la Biblioteca Nacional, no son suficientes para convertir a cualquier medio digital en idóneo para las publicaciones legales. Esto ha llevado a cualquier sitio web que contenga noticias –algunas veces incluso que no son de su propiedad, ni han sido adquiridas legalmente- una vez que cumple con estas obligaciones mínimas, ofrece el servicio de publicaciones legales. Entendemos y valoramos que el proyecto de ley que comentamos se haga cargo de manera expresa de esta problemática.


Consideramos que cuando el legislador habla de “diario de circulación nacional” o de “circulación regional”, lo hace con la clara finalidad de dar publicidad a un determinado acto. Esta exigencia lleva implícito el hecho que un medio establecido tiene una circulación importante, que se trata de un medio de carácter informativo, que tiene de una periodicidad asimilable a la que la ley le asigna a un diario, una presencia en el mercado por un espacio de tiempo, todo lo cual permite poder cumplir con la finalidad específica que cada norma jurídica pretende: dar a conocer un determinado hecho, y servir de registro en caso de querer acceder a dicha información en el futuro.


En consecuencia, la existencia de medios digitales de baja lectura hace imposible el cumplimiento del mandato del legislador. El legislador no sólo habla de un medio de comunicación, sino que añade que en primer término sea escrito; en segundo lugar, que tenga una amplia circulación; y en tercer lugar, que sea una publicación cuyo contenido informativo se renueve periódicamente.


En regiones, esto tiene efectos todavía más importantes, dado el nivel de penetración menor de internet que se tiene respecto de Santiago, y donde el papel sigue siendo la principal fuente para dar publicidad a la información exigida por ley.


En resumen, la finalidad de las diversas leyes en orden a exigir la publicidad y registro de ciertos actos o hechos importantes, no se está cumpliendo.

Características legales de los diarios de circulación regional o nacional: información periódica y alta lectoría


Uno de los aspectos que más preocupa del proyecto, no obstante las ventajas que éste contiene con respecto a la situación actual, es que no se exija que se trate de un diario de circulación masiva, ya sea comparable a una circulación nacional o local. No estamos de acuerdo con asimilar la presencia y accesibilidad de Internet al concepto que ha tenido tradicionalmente el legislador cuando impone la existencia de una publicación de un determinado acto. La circulación nacional o regional, o cualquiera otra expresión que la ley utilice, no debe entenderse únicamente referida al ámbito territorial de la publicación, sino a su presencia, a la posibilidad de que la información allí disponible sea leída por un público masivo.


La realidad de la prensa en papel siempre implicó asociar dos aspectos al nivel de masividad: el ser un diario y tener una circulación regional o nacional. Estos dos aspectos deben estar en el centro de este proyecto.


En primer lugar, la definición que nos entrega la Ley de Prensa sobre los diarios, como “todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana” implica la existencia de información que se actualiza y publica en distintos días. Si bien ello puede parecer una obviedad para los diarios, no debe serlo al momento de hablar de medios digitales. Sabemos que no todos los medios de comunicación en formato digital actualizan su información periódicamente, y que no todos lo hacen al menos cuatro veces a la semana. La razón por las que las revistas y otras publicaciones periódicas no cumplen con la calidad legal de diarios, y no pueden servir para la publicación de avisos legales, deben aplicarse en esta misma situación. No es lo mismo hablar de un diario digital que de un medio digital desde el punto de vista jurídico, situación que genera nuestra preocupación. Volviendo al espíritu del legislador al momento de imponer las diversas obligaciones de publicar los actos en diarios, es la de aprovechar la masividad de tal medio, dada su alta circulación y lectoría, conocido por difundir información noticiosa, que también tenga la utilidad de servir de canal de comunicación de ciertos actos que serán necesarios para que el ciudadano pueda tener conocimiento de ciertos actos relevantes, con el fin de asegurar un régimen de transparencia y la posibilidad de ejercer derechos.


Para hablar jurídicamente de una publicación periódica asimilable a un diario debe tratarse de un medio que se publique al menos cuatro veces a la semana. Al asimilar esta característica a la calidad de “diario digital”, creemos que ello implicaría actualizar la información por completo en la página principal (homepage) a lo menos cuatro veces a la semana. En consecuencia, no será diario digital aquella publicación estática, o peor, aquella que utiliza información ajena de otros medios de comunicación.


En segundo término, el carácter de publicación de circulación regional o nacional alude a una forma de medir el impacto que tendrá el diario en el territorio de que se trate. No podemos equiparar la existencia de Internet como una “circulación mundial”, al menos para efectos de la lectoría de tales medios. El espíritu de la ley al exigir tal circulación no se restringe a lo puramente territorial, sino a que un acto tenga la aptitud de ser ampliamente conocido por los habitantes de la región o en el territorio nacional, según el alcance y necesidades de publicidad del acto. La finalidad de las publicaciones legales no debe reducirse al registro por escrito, que por cierto es importante, sino a la posibilidad de que el acto jurídico publicado sirva a la ciudadanía para notificarse del mismo, a fin de poder participar en el hecho comunicado, de ejercer derechos de oposición cuando se trate de un acto administrativo o comercial de relevancia, de ejercer los derechos que exija un procedimiento judicial, o de cualquier naturaleza.


En este sentido, resulta importante hacer la distinción entre circulación y el efecto de tal circulación: la lectoría. En el papel se trata de un elemento que utilizan los diarios comercialmente para medir su impacto, importando cuántas personas lo leen más que la cantidad de ejemplares que circulan. En Internet debe utilizarse el mismo criterio, y cuando se hable del cumplimiento de un régimen de publicidad exigido por la ley se trate de que el acto sea conocido por los posibles interesados: vecinos que serán afectados por un acto administrativo, accionistas de una empresa, o simplemente ciudadanos que requieren ser informados de actos que son públicos según la ley, y que ésta además le impone un régimen de publicidad mayor.


En tal contexto, llama la atención que el proyecto original –salvo una de las indicaciones- no contemple la exigencia de niveles de lectoría, de visitas únicas de los medios digitales. Tampoco contempla la lectoría de quienes serían los afectados por los actos que son notificados.


En consecuencia, creemos que para asimilar a un diario de papel a uno digital se requiere:


1.-  Cumplir con la calidad de medio de comunicación, tal como se encuentra definido en la Ley de Prensa (N° 19.733), con todas las obligaciones a que éstos están sujetos.


2.-  Que den cumplimiento a un depósito en la Biblioteca Nacional del contenido.


3.-  Cumplir con el mandato que diversas disposiciones legales imponen al hablar de “diario”, es decir, que se trate de una publicación periódica que actualice su información completa de la página principal cuatro veces a la semana. No será diario aquel medio que tenga información estática, ni que sea obtenida en forma ilegal (copiando información de otros medios).


4.-  En orden a dar cabida al requisito de circulación nacional o regional, debe tratarse de un medio cuya lectoría sea masiva.


5.- En orden a ser un diario que “circule” en regiones o a nivel nacional, debe contar con visitantes únicos en tales regiones.


Tanto los puntos considerados en los números 4 y 5 se pueden comprobar con herramientas que actualmente se encuentran ampliamente disponibles para quienes administran sitios de Internet, y que entregan estadísticas de visitantes únicos y direcciones IP de quienes han leído la información contenida en la página.

Propuestas con respecto al proyecto de ley


Para concluir, sugerimos a la Comisión considerar los siguientes aspectos que pueden mejorar el proyecto:


1. Incorporar en el artículo 1º, referido al objeto de la ley, el concepto de publicidad de los actos que requieren la publicación, ya que estimamos que la idea matriz del proyecto consiste en permitir la homologación de diarios digitales como diarios de circulación nacional o regional.


2.- Mencionar expresamente la calidad de diario, exigiendo que la información contenida en su página principal se actualice en forma completa al menos cuatro veces por semana.


3.- Exigir un mínimo de visitas únicas a nivel nacional o regional, según si la ley requiere que el acto se publique en un diario de circulación nacional o local.


4.- Exigir el cumplimiento de un depósito regular de la información en la Biblioteca Nacional, o bien en un registro electrónico especialmente habilitado.


5.- Requerir la existencia de una certificación de los diarios digitales que acredite:


a. La existencia de un mínimo de un año previo a ofrecer la publicación de avisos legales.


b. La cantidad de visitantes únicos y el origen de sus direcciones IP, distinguiendo aquellos a nivel nacional y regional.


c. Que el medio cumple con los requisitos que la ley dispone para ser considerado diario.


Junto con agradecer la invitación a esta Comisión, deseamos insistir en que la prensa tiene y ha tenido un rol de informar a los ciudadanos. Nuestro soporte ha sido especialmente considerado por el legislador para dar mayor publicidad a ciertos actos.


Valoramos la intención de homologar a los diarios digitales en este proceso, pero ello no debe dejar de lado el espíritu que ha tenido el legislador en torno al régimen de publicidad. Si ello fue importante antes, con mayor razón lo es en la actualidad. Al tener nuestro país un completo sistema de acceso a la información pública, la cultura de la transparencia y la publicidad de los actos del Estado hace exigible que cualquier proceso de incorporación tecnológica de información no pierda su característica de que sea conocida por el mayor número de personas.


Adicionalmente, la participación de los ciudadanos en los actos administrativos exige que la información se encuentre presente en procesos cada vez más participativos, y en los que el administrado ya ha dejado de ser un sujeto pasivo de las decisiones públicas. Como vemos, con los distintos soportes, la prensa sigue cumpliendo su rol social de ser canal de la información y de las ideas.”.


El señor Zárate acompañó a su presentación el siguiente documento anexo:

ANEXO:

LEYES DICTADAS ENTRE 2001 Y 2011 QUE EXIGEN PUBLICACIONES EN DIARIOS

	Norma legal
	Ministerio
	Artículo que exige la publicación

	Ley N° 20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación


	Educación
	Artículo 32.- (Inciso segundo).

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.



	Ley N° 20.435, modifica la Ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual


	Educación
	Artículo 85 B. El titular de los derechos reconocidos en esta ley tendrá, sin perjuicio de las otras acciones que le correspondan, acciones para pedir:

a)  El cese de la actividad ilícita del infractor.

b) La  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios patrimoniales y morales causados.

c) La publicación de un extracto de la sentencia, a costa del demandado, mediante anuncio en un diario de circulación comercial de la Región correspondiente, a elección del perjudicado.

	Ley N° 20.434, modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en Materia de Acuicultura
	Economía
	10) Introdúcense los siguientes incisos en el artículo 76:

"Se declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura, sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que la Subsecretaría determine que con el número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.

La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de la Subsecretaría, la cual será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional, y afectará un área debidamente delimitada conforme la cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el ejercicio de la acuicultura.

	Ley N° 20.416, fija Normas Especiales para las Empresas de Menor Tamaño
	Economía
	Artículo 24.- Proposiciones y Acuerdos. Las proposiciones del asesor no serán obligatorias para el deudor ni para los acreedores, quienes podrán acordar lo que estimen conveniente a sus respectivos intereses.

(Inciso quinto)  Los acreedores cuyos créditos no figuren en la declaración de deudas formuladas por el deudor podrán adherir al acuerdo, en la forma señalada en el inciso anterior, dentro de los treinta días corridos siguientes a la publicación de un extracto del mismo, en un diario de circulación nacional. La publicación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la fecha de extinción del plazo de suspensión. El extracto deberá contener el nombre, razón social o denominación del deudor, sigla de fantasía si la hubiere, su giro, domicilio y rol único tributario, el hecho de haberse presentado un acuerdo, y la fecha y notario ante el cual se presentó.

	Ley N° 20.393, establece la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas
	Hacienda
	Artículo 13.- Penas accesorias. Se aplicarán, accesoriamente a las penas señaladas en los artículos anteriores, las siguientes:

1) Publicación de un extracto de la sentencia. El tribunal ordenará la publicación de un extracto de la parte resolutiva de la sentencia condenatoria en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional.
La persona jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación.



	Ley N° 20.382, introduce Perfeccionamientos a la Normativa que Regula los Gobiernos Corporativos de las Empresas
	Hacienda
	(Reforma a la Ley N° 18.046)

"Artículo 16. Los emisores de valores de oferta pública, deberán adoptar una política que establezca normas, procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades...

(Inciso final) Las normas adoptadas por el directorio o administrador en conformidad a este artículo, y sus correspondientes modificaciones, deberán ser puestas en conocimiento del público, mediante un aviso insertado en un diario de circulación nacional o bien en su sitio en Internet, cuando cuenten con este medio.

(Reforma a la Ley 18.046, artículo 58)

1)  A junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la Superintendencia, con respecto a las sociedades anónimas abiertas o especiales, sin perjuicio de su facultad para convocarlas directamente. En el caso de las sociedades anónimas cerradas, si el directorio no ha convocado a junta cuando corresponde, accionistas que representen, a lo menos, el 10% de las acciones emitidas con derecho a voto, podrán efectuar la citación a junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, mediante la publicación de un aviso en un diario de circulación nacional, en el cual expresarán la fecha y hora en que se llevará a cabo y los asuntos a tratar en la junta.

Artículo 71 bis. También dará derecho a retiro en favor de los accionistas minoritarios, que un controlador adquiera más del noventa y cinco por ciento de las acciones de una sociedad anónima abierta. Este derecho a retiro deberá ser ejercido dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el accionista controlador alcance la participación indicada, lo que se comunicará dentro de los dos días hábiles siguientes a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios.

(Inciso tercero) El controlador deberá notificar que ejercerá su derecho de compra dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo previsto para el ejercicio del derecho a retiro indicado en el inciso primero, mediante carta certificada enviada al domicilio registrado en la sociedad por los accionistas respectivos, así como a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios.



	Ley N° 20.377, sobre Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada de Personas


	Segpres
	Artículo 5°.- En la resolución que acoja a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordenará la publicación, por una sola vez, en un diario de circulación nacional, de un extracto de la solicitud, el cual deberá contener, en todo caso, la individualización de la persona víctima de desaparición, así como la de el o los solicitantes.

	Ley N° 20.256, establece Normas sobre Pesca Recreativa
	Economía
	Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.

(Inciso tercero)  Las áreas preferenciales propuestas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.

Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.

(Inciso tercero) La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.

Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:

(Inciso sexto) Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas. La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.

Artículo 20.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:

(Inciso final) Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y será complementado mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.

	Ley N° 20.249, crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios
	Planificación
	Artículo 8º.- Informe sobre el uso consuetudinario y consultas. En caso de que no exista sobreposición con concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas a titulares distintos del solicitante o cuando se encuentre en la situación del inciso final del artículo anterior, la Subsecretaría remitirá la solicitud a la Conadi para que ésta emita, en el plazo de un mes, un informe que acredite el uso consuetudinario invocado por el solicitante. Dicho informe deberá contener los requisitos que establezca el reglamento.

(Inciso cuarto) En caso de que el informe de la Conadi establezca la efectividad del uso consuetudinario invocado por el solicitante, o si el Ministerio de Planificación hubiere acogido el recurso de reclamación, en su caso, la Conadi deberá someter inmediatamente a consulta de las comunidades indígenas próximas al espacio costero marino de pueblos originarios el establecimiento del mismo. Igualmente, y dentro del mismo plazo, la Conadi deberá informar a la comunidad regional sobre la presentación de la solicitud de espacio costero marino de pueblos originarios mediante mensaje radial y una publicación en un diario de circulación regional. La Subsecretaría mantendrá en su página de dominio electrónico la información actualizada de las solicitudes de espacio costero marino de pueblos originarios respecto de las cuales se haya acreditado el uso consuetudinario.



	Ley N° 20.129, establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior
	Educación
	Artículo 14.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.

En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.

	Ley N° 20.087, Reforma al Código del Trabajo
	Trabajo


	Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia.

Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional o regional, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.

	Ley N° 20.033, modifica la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial
	Interior
	"Artículo 58 bis.- Las propiedades abandonadas, con o sin edificaciones, ubicadas en áreas urbanas, pagarán, a título de multa a beneficio municipal, el 5% anual calculado sobre el avalúo fiscal total de la propiedad.

(Inciso tercero) Las municipalidades estarán facultadas para declarar como "propiedad abandonada" a los inmuebles que se encuentren en tal situación, mediante decreto alcaldicio fundado. Dicho decreto deberá ser notificado al propietario del inmueble afectado, a fin de que ejerza, si procediere, el recurso de reclamación que prevé la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, y, además, publicado en un diario de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido la publicación hará las veces de notificación.



	Ley N° 19.995, establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego
	Interior


	Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse de conformidad al siguiente procedimiento y en los períodos que se indican:

(Inciso tercero) En todo caso, efectuado un anuncio de solicitud de permiso de operación o de renovación, la Superintendencia publicará un aviso de éste en un diario de circulación nacional, y otro de la Región solicitada, dentro de los cinco días siguientes, el que contendrá la individualización de la sociedad solicitante y la indicación del lugar propuesto para el funcionamiento del respectivo casino de juego.



	Ley N° 19.940, regula Sistemas de Transporte de Energía Eléctrica
	Economía
	Artículo 71-21.- Una vez vencido el período de vigencia del decreto de transmisión troncal, los valores establecidos en él seguirán rigiendo mientras no se dicte el siguiente decreto conforme al procedimiento legal. Dichos valores podrán ser reajustados por las empresas de transmisión troncal, en la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor desde la fecha en que debía expirar el referido decreto, previa publicación en un diario de circulación nacional efectuada con quince días de anticipación.

20) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 104º por los siguientes:

"Si dentro del período de vigencia de la última fijación semestral de tarifas, deben modificarse los precios de nudo en virtud de lo expresado en el artículo 98º, la Comisión, en un plazo máximo de quince días a contar desde el día en que se registró la variación a que se refiere el artículo 98º, deberá calcular y comunicar a las empresas suministradoras los nuevos valores de los precios de nudo que resulten de aplicar la fórmula de indexación correspondiente, los cuales entrarán en vigencia a partir de la fecha de comunicación por parte de la Comisión.

Las empresas suministradoras deberán publicar los nuevos precios en un diario de circulación nacional dentro de los siguientes quince días de la comunicación de la Comisión, y proceder a su reliquidación en la primera factura o boleta conforme la vigencia señalada en el inciso anterior.".

	Ley N° 19.933, otorga un Mejoramiento Especial a los Profesionales de la Educación que Indica
	Educación
	a) Sustitúyese el inciso 1º del artículo 28 por el siguiente:

"Los concursos a que se refiere el artículo anterior, deberán ser publicitados, a lo menos, en un diario de circulación nacional. Las convocatorias se efectuarán dos veces al año y tendrán el carácter de nacionales, debiendo efectuarse la convocatoria de una de ellas antes del 15 de diciembre del año en que se produjo la vacante a fin de dar cumplimiento al artículo 26. Asimismo, podrá convocarse a concurso cada vez que sea imprescindible llenar la vacante producida y no fuere posible contratar a un profesional de la educación en los términos del artículo 25.".

	Ley N° 19.911, crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia
	Economía
	Artículo 18.- El ejercicio de las atribuciones a que se refieren los números 2) y 3) del artículo 17 C, así como la emisión de los informes que le sean encomendados al Tribunal en virtud de disposiciones legales especiales, se someterán al siguiente procedimiento:

1) El decreto que ordene la iniciación del procedimiento se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional y se notificará, por oficio, a la Fiscalía Nacional Económica, a las autoridades que estén directamente concernidas y a los agentes económicos que, a juicio exclusivo del Tribunal, estén relacionados con la materia para que, en un plazo no inferior a quince días hábiles, éstos y quienes tengan interés legítimo puedan aportar antecedentes.

	Ley N° 18.880, establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado
	Segpres
	Artículo 39. Información pública. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera, podrá ordenar un período de información pública.

Para tales efectos, se anunciará en el Diario Oficial o en un diario de circulación nacional, a fin de que cualquier persona pueda examinar el procedimiento, o la parte del mismo que se indique.



	Ley N° 19.832, modifica la Ley General de Cooperativas


	Economía
	37.- Intercálase el siguiente artículo 41º bis:

"Artículo 41º bis.- Son materia de Junta General de Socios:

(Inciso final)  La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación, que se publicará con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta, en un diario de circulación en la zona en que la cooperativa tenga operaciones, o bien, en un diario de circulación nacional. Deberá enviarse, además, una citación por correo a cada socio, al domicilio que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de 15 días a la fecha de celebración de la junta, la que deberá contener una referencia a las materias a ser tratadas en ella y las demás menciones que señale el reglamento.

	Ley N° 19.768, introduce Adecuaciones de Índole Tributaria al Mercado de Capitales y Flexibiliza el Mecanismo de Ahorro Voluntario
	Hacienda


	b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 17º:

"Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, los reglamentos internos de los fondos mutuos podrán establecer que se efectúen repartos de beneficios a los partícipes a prorrata de su participación en el fondo o de la serie respectiva, si correspondiere. En tal caso, tendrán derecho a percibir tales beneficios, aquellos partícipes del fondo que tengan tal calidad el día anterior a la fecha de pago de los mismos. Las sociedades administradoras señalarán el día de pago de los beneficios, publicando un aviso en un diario de circulación en el domicilio de la sociedad, en el tiempo, forma y condiciones que señale el reglamento de esta ley.



	Ley N° 19.738, sobre Normas para Combatir la Evasión Tributaria
	Hacienda
	g) En el artículo 34° bis:

1. En el número 2°:

Agrégase después de la palabra "impuesto", la siguiente frase, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,): "mediante resolución que será publicada en el Diario Oficial o en otro diario de circulación nacional que disponga".

2. En el número 3°:

a) Agrégase en el párrafo primero, después de la palabra "impuesto", la siguiente frase, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,): "mediante resolución que será publicada en el Diario Oficial o en otro diario de circulación nacional que disponga".




- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en particular del proyecto, ofreciendo la palabra a los representantes del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo presentes para que den a conocer su opinión acerca de las indicaciones presentadas e informen si éstas abarcan los aspectos que motivaron inquietudes a la Comisión, según se dejó constancia al finalizar la discusión en general.


El Subdirector de la Oficina de Competitividad del señalado Ministerio, señor Juan José Bouchon, informó que las indicaciones que se han presentado al proyecto en estudio se ocupan, justamente, de las señaladas inquietudes y dan cuenta, principalmente, del interés por reforzarlo en torno a dos ejes.


El primero dice relación con la búsqueda de la seguridad jurídica, objetivo al cual se vinculan exigencias como el sellado de tiempo, la firma electrónica avanzada y la exigencia de que el correspondiente sitio web cuente con la certificación de “sitio seguro”, que deberá renovarse periódicamente.


Agregó que el segundo objetivo consiste en facilitar el acceso de la población a la información. Para tales efectos, se propone que la publicación se mantenga por cinco años en el respectivo sitio web, lo que no irrogará mayor costo, y que, además, se envíe a la Biblioteca Nacional, lo que se hará en un formato electrónico que sea universalmente legible. Además, se prevé que el documento sea indexable, es decir, rastreable a través de motores de búsqueda.


Señaló que, fuera de estos dos aspectos centrales, las indicaciones presentadas ofrecen algunos matices en que se advierten diferencias, las que corresponde analizar con miras a avanzar en la búsqueda de criterios comunes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, destacó la conveniencia de consensuar los criterios que en definitiva se adopten. En relación a la seguridad jurídica, puso de manifiesto la necesidad de cuidar que la instancia que la garantice y la certifique sea seria y confiable. Frente a la posibilidad de que esta tarea quede a cargo de entidades que están en el mercado, planteó si no sería más adecuado confiársela al Estado, el que podría ejecutarla mediante un repositorio central. Puso de relieve que tras este tema, subyace la necesidad de cautelar la fe pública.


El señor Bouchon informó que “sitio seguro” es una industria que ya existe y que es regulada por el mercado. Puntualizó que, sin embargo, lo que se plantea es que se trate de una industria que reúna características determinadas y que cumpla con los requisitos que el reglamento establezca. En cuanto al repositorio que se ha sugerido crear, opinó que no sería del todo necesario si los documentos son indexables. Manifestó que si se desea contar con dicho repositorio, cabría disponer derechamente que la publicación irá en forma directa a éste, con lo que se podría llegar a suprimir las publicaciones tanto en medios electrónicos como en papel. Sostuvo, no obstante, que ello no parece necesario.


El señor Zárate, representante de la Asociación Nacional de la Prensa, hizo notar que el aspecto recién reseñado es uno de los que motivan discrepancias en este debate. Recordó que la institución que representa sostiene que los avisos legales cumplen la doble función de comunicar y también de notificar, con el objetivo de que se produzcan reacciones frente a determinados actos. Agregó que el hecho de establecer un registro de avisos en un repositorio puede parecer simple en la práctica, pero no facilita que la persona que debe enterarse de algo reaccione.


Luego de estas consideraciones de índole general, se dio inicio a la discusión en particular de la iniciativa.


A continuación, se efectúa una relación de las normas que integran el proyecto y que fueran aprobadas en general por el Senado, de las indicaciones presentadas a su respecto y de los acuerdos adoptados por la Comisión.

Artículo 1°


Su texto aprobado en general es el que sigue:




“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto permitir la publicación de toda clase de actos y notificaciones en medios electrónicos que, de acuerdo al ordenamiento jurídico, requieren ser publicados en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.”.


A esta disposición, se presentaron dos indicaciones. La número 1, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, la sustituye por la siguiente:




“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley regula el efecto de la publicación en Medios Electrónicos de los documentos que se señalan en el artículo 3°, y resguarda la seguridad y accesibilidad de dichas publicaciones.”.





La número 2, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, reemplaza la palabra “medios” por “diarios”.


En relación a la mencionada indicación número 2, de su autoría, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, explicó que la voz “diarios” es más específica que “medios” y evitará que la publicación se realice en un medio que no ofrezca el nivel de seriedad suficiente. Añadió que, como es sabido, el concepto “diario” está más regulado y representa una mayor seguridad.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el artículo 2° del proyecto contiene las definiciones de los conceptos que se utilizan, de manera que consideró pertinente realizar esta discusión al analizarse dicho precepto. En todo caso, opinó que el término “medio electrónico” es más adecuado que “diario” pues tiene mayor amplitud y permite dar cabida a las distintas formas de publicación que puedan surgir en el futuro.


Analizando los términos “medios electrónicos” y “diarios electrónicos”, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, estimó conveniente valerse de aquel que sea más genérico. En cuanto a las indicaciones presentadas al artículo 1°, señaló que consideraba acertada la número 1, pues centra el objetivo de la ley en el efecto que tendrá la publicación en un medio electrónico.


Puestas en votación las indicaciones presentadas, la número 1 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoresa Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La indicación número 2 fue desechada por 1 voto a favor y 3 en contra. Votó a favor el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán.

Artículo 2°


Su texto aprobado en general es el que sigue:




“Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, medio electrónico es aquel medio de comunicación social en formato digital o electrónico a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la Ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo y constituido de acuerdo al Título III de la referida ley.




Se entenderá por publicación electrónica, la inclusión de un documento o extracto que da cuenta de un determinado acto en un sitio electrónico.




A su vez, sitio electrónico es un portal de información asociado a un dominio o subdominio de Internet.”.


A este precepto, se presentaron las indicaciones números 3 a 5.


La indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, lo sustituye por el siguiente:




“Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá, en singular o plural, por:




1. Medio Electrónico: aquel medio de comunicación social a que se alude en el inciso segundo del artículo 2º de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, constituido de acuerdo al Título III de la referida ley, que efectúa publicaciones en formato digital o electrónico, sin perjuicio que el medio además efectúe o no publicaciones en formato impreso.




2.- Sitio Electrónico: un portal de información asociado a un dominio o subdominio de internet.”.





La número 4, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, lo reemplaza por el que se señala a continuación:




“Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley se entenderá por:





a) Diario electrónico: es aquel medio de comunicación social en formato digital o electrónico a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo y constituido de acuerdo al Título III de la referida ley y que cumpla con los requisitos especiales establecidos en un reglamento sobre publicaciones electrónicas dictado a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Asimismo, dicho Ministerio deberá publicar de forma permanente en su sitio electrónico, los nombres de los diarios electrónicos que cumplen con estos requisitos.





b) Publicación electrónica: es la difusión a través de cualquier diario electrónico, que cuente con la respectiva certificación aludida en la letra anterior, de toda clase de actos y notificaciones, que de acuerdo al ordenamiento jurídico requieren ser publicados en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o cualquiera otra denominación que se utilice para aludir a ellos.





c) Sitio electrónico: es un portal de información asociado a un dominio o subdominio de Internet.





d) Central de publicaciones: es un sistema electrónico dependiente de la Biblioteca Nacional, que consiste en un buscador que permitirá a las personas obtener información acerca de la existencia o no de publicaciones electrónicas que le afecten. A través de esta central, las personas podrán descargar la correspondiente publicación electrónica o ser enrutados a las direcciones o casillas del sitio electrónico que la contenga.”.





La indicación número 5, del Honorable Senador señor Sabag, intercala un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:




“Para poder ser seleccionados, los medios electrónicos deberán acreditar un promedio de 10 mil visitas mensuales en los seis meses anteriores a la firma del contrato de publicación, cuando se trate de publicaciones que puedan hacerse en medios de prensa locales; 30 mil visitas de promedio mensual en los seis meses anteriores, cuando se trate de publicaciones de carácter regional; y un promedio de 50 mil visitas mensuales cuando se trate de publicaciones que exijan ser realizadas en medios de prensa nacionales.”.


En relación a la indicación número 3, de su autoría, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió suprimir, en su encabezado, la expresión “en singular o plural”, por ser innecesaria. En cuanto a la indicación número 4, que contempla una definición de “publicación electrónica”, destacó que el artículo 3° del proyecto conceptualiza dicha expresión, por lo que ésta no sería necesaria en la disposición en estudio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, instó a analizar si se justifica tener una central de publicaciones como la que se plantea en la indicación número 4.


En relación al reglamento a que alude la letra a) de la indicación número 4, el abogado asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Arriagada, manifestó que la Ley de Prensa regula adecuadamente los requisitos que deben cumplir los medios de comunicación social, razón por la cual no parece necesario contemplar un nuevo reglamento para las publicaciones electrónicas. Además, dijo, podría sostenerse que esta regla vulnera una facultad que es propia y privativa del Presidente de la República. Por otra parte, sostuvo que el literal d) contenido en la misma indicación, que contempla una central de publicaciones a cargo de la Biblioteca Nacional, también sería innecesario por cuanto corresponde a una función que ya se cumple por dicha institución.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, retiró la segunda oración de la letra a), que señala “Asimismo, dicho Ministerio deberá publicar de forma permanente en su sitio electrónico, los nombres de los diarios electrónicos que cumplen con estos requisitos.”.


La Honorable Senadora señora Alvear advirtió que la redacción que se acuerde para las normas de esta iniciativa debe ofrecer la ventaja de permitir que se incorporen al sistema que se crea no sólo los medios que existen en este momento, sino también aquellos que en el futuro cumplan con las exigencias pertinentes. En cuanto a dichos requisitos, consideró pertinente que sea un reglamento el que los fije, siempre y cuando la ley establezca las bases generales de los mismos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo notar que la definición de diario electrónico contenida en la letra a) de la indicación número 4, contempla tanto la concurrencia de ciertos requisitos como la existencia de un reglamento, lo que hace que esta norma parezca muy exigente y restrictiva. En cambio, dijo, la definición de medio electrónico de la indicación número 3, se remite a las exigencias de la normativa actual, contenida en la ley N° 19.733.


Además de las aprensiones en torno a la conveniencia de contar con un reglamento en esta materia, señaló que existe una inquietud adicional que debe tenerse en cuenta, que consiste en evitar que la norma que se dicte quede rápidamente sobrepasada. Prefirió, en todo caso, entregar el mínimo de regulaciones a la potestad reglamentaria del Primer Mandatario.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que la definición de medio electrónico contenida en el número 1 de la indicación número 3 contiene todos los elementos que se requieren. Consultó sobre la necesidad de mantener la última frase de dicho numeral, según la cual el respectivo medio electrónico puede, además, efectuar o no publicaciones en formato impreso.


El señor Bouchon explicó que esta última precisión es pertinente, por cuanto viene a aclarar y a subsanar algunas controversias e incluso ciertos reparos de la Contraloría General de la República, en cuanto a si serían admisibles aquellos medios cuyo trabajo se publica únicamente en forma electrónica. Por ello, señaló que esta frase debe mantenerse.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, planteó, finalmente, otras observaciones de tipo formal a esta disposición, que fueron acogidas.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación número 3, hubo 2 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


En atención a que las abstenciones influían en el resultado de la votación, ésta se repitió, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, resultando la indicación número 3 aprobada con modificaciones por 3 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Enseguida, puesta en votación la indicación número 4, fue desechada por 3 votos en contra y 2 abstenciones. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Enseguida, se analizó la indicación número 5, del Honorable Senador señor Sabag.


Analizados sus términos, el señor Bouchon recordó que la ley vigente contempla una serie de exigencias para el funcionamiento de los diarios en papel, que no incluyen la de tener un tiraje en particular. Señaló que dicho criterio también debería aplicarse a los medios electrónicos, con lo cual la indicación debería desecharse. Por otra parte, hizo presente que, como se verá más adelante, otras indicaciones contemplan un conjunto de criterios destinados a resguardar la accesibilidad de las personas a las publicaciones. Es el caso de la obligación del medio de asegurar la consulta gratuita por cualquier interesado, de la indexabilidad de la publicación y de otros mecanismos. Por tales razones, consideró que la indicación número 5 no es procedente.


Puesta en votación esta indicación, fue rechazada por 5 votos en contra. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

TÍTULO II

PUBLICACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS





En relación al epígrafe de este Título, se presentó la indicación número 6, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar la palabra “medios” por la voz “diarios”.


En atención a las razones expuestas al estudiarse las indicaciones números 3 y 4, esta indicación fue desechada por 1 voto a favor y 4 en contra. Votó a favor el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán.

Artículo 3°


Su texto aprobado en general es el que sigue:




“Artículo 3°.- Publicación electrónica. Toda vez que el ordenamiento jurídico ordene que un acto de cualquier naturaleza, o su extracto, sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, deberá entenderse que aquella publicación podrá realizarse, a elección del interesado, en medios electrónicos.”.


A esta disposición se presentaron las indicaciones números 7 a 9.


La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, la sustituye por la siguiente:





“Artículo 3°.- Publicación Electrónica. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse un aviso, extracto, declaración, resolución, comunicación, notificación, anuncio u otro acto o hecho de cualquier naturaleza, en un diario o periódico de circulación nacional, regional, provincial, comunal o local, de la comuna, provincia o región, o de la capital de provincia o de la región, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, la publicación respectiva podrá siempre realizarse, a elección del interesado, en un Sitio Electrónico de un Medio Electrónico, en cuyo caso tendrá el mismo valor legal y producirá idénticos efectos.”.





La indicación número 8, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la reemplaza por la que se expresa enseguida:




“Artículo 3°.- Contenido de la publicación electrónica. Toda publicación electrónica deberá contar con el correspondiente certificado emitido por el sitio electrónico de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y además deberá constatarse en él la fecha cierta de la correspondiente publicación electrónica.”.





La indicación número 9, del Honorable Senador señor Sabag, incorpora un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:




“En caso de que el interesado, sea una entidad particular o una institución pública, deba hacer más de una publicación dentro del semestre calendario y opte por hacerla en un medio electrónico, deberá alternar entre a lo menos dos medios, siempre que las tarifas que cobren por publicaciones de características similares sean similares. En cualquier caso, el avisador podrá informar al segundo medio electrónico acerca de los precios cobrados por el primer medio electrónico, aunque reservando la información necesaria para su identificación, a fin de que pueda equiparar las tarifas.”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que la indicación número 9 no dice relación con las ideas matrices de la iniciativa, razón por la cual no procede tratarla. Por otra parte, señaló que las indicaciones números 7 y 8 no son incompatibles y contienen precisiones que resultan necesarias. Consultó el parecer de los representantes del Ejecutivo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, informó que la indicación número 8, de su autoría, busca garantizar la seguridad jurídica. Explicó que dado que los actos que se publicarán producen efectos jurídicos de importancia, debe cuidarse que no haya ningún tipo de alteración ni suplantación, así como tampoco cualquier otro tipo de riesgo.


El señor Bouchon compartió el espíritu de esta indicación, señalando que, sin embargo, ella debe considerarse al momento de estudiar el artículo 4° del proyecto, lo que se acordó.


Puestas en votación las indicaciones números 7 y 8, se obtuvieron los siguientes resultados:


La indicación número 7 fue aprobada con enmiendas formales, por 5 votos a favor. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La indicación número 8 fue aprobada con modificaciones, por igual votación. Se señaló que el contenido de esta indicación se entenderá comprendido en la indicación número 10, que regula la misma materia y se refiere al artículo 4°. Ello se mencionará al analizarse este último precepto.


A continuación, se puso en debate la indicación número 9, la cual motivó opiniones en el sentido de que se alejaría de las ideas matrices de la iniciativa.


No obstante, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consideró que ella no sería completamente ajena al espíritu del proyecto, en la medida en que toma en consideración de manera especial la realidad de los medios regionales, el interés regional y la facilidad de los vecinos de esas zonas de informarse.


El Honorable Senador señor Espina opinó que, independientemente de que la indicación pueda considerarse inadmisible, el tema que subyace bajo ella ofrece interés. Consultó la opinión de los representantes del Ejecutivo en relación a la misma.


El señor Bouchon señaló que la indicación va en contra del espíritu de la libre competencia pues podría sostenerse que obliga al interesado a acudir a un segundo prestador del servicio de publicación. Objetó, además, el hecho de que las tarifas del primer medio lleguen al conocimiento del segundo medio, lo que puede acarrear una serie de inconvenientes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió las aprensiones manifestadas por el señor Bouchon.


El Honorable Senador señor Espina afirmó que la indicación entra, efectivamente, en un factor de regulación. Sin embargo, estimó que ello es entendible tratándose de regiones, en que normalmente hay un diario de circulación nacional con preponderante presencia local. Observó que los medios de comunicación más pequeños están muy perjudicados en nuestro país y más aún en regiones. Por ello, dijo, una leve regulación que evite la concentración no sería negativa. Instó a revisar el tema y a buscar alguna fórmula que resulte útil.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que en este análisis se está confundiendo el funcionamiento del mercado con la concentración económica. Igualmente, advirtió que la indicación no está refiriéndose a las regiones, por lo cual introduciría una regulación a la totalidad del mercado nacional, lo que parece excesivo. Observó, por otra parte, que el nuevo sistema de publicaciones electrónicas hará que surjan más medios electrónicos en regiones, lo que generará una fuerte competencia a la prensa escrita.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que no cabe duda de que esta iniciativa fortalecerá a los medios electrónicos de regiones. Afirmó que el concepto de mercado no es sinónimo de concentración, agregando que, sin embargo, si no hay alguna intervención, la concentración se produce. Se preguntó si habría alguna forma de abordar este aspecto.


El abogado asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Arriagada, recordó que uno de los objetivos que se busca es la accesibilidad a la información, lo que, dentro de la lógica del mercado, consiste en que los medios puedan ofrecer un servicio con determinadas características. Consideró de interés la idea de que los medios de regiones puedan entrar en competencia, pero señaló que la indicación en estudio no resuelve esta inquietud. Además, hizo notar que ella obliga al medio a dar a conocer sus tarifas, lo que no favorecerá la competencia. Incluso, dijo, esta situación podría dar lugar a que se acuda al Tribunal de la Libre Competencia. Es decir, sintetizó, hay aquí un tema funcional que también provoca complicaciones.


El señor Bouchon hizo notar que el mercado en cuestión es muy dinámico y que no se advierten en él problemas de competitividad. Advirtió, por otra parte, que la indicación atentaría contra la libertad para elegir e, incluso, haría subir las tarifas, cuando una de las cosas que se buscan con esta iniciativa es justamente abaratar los costos de las publicaciones.


El Honorable Senador señor Espina anunció que se abstendría en esta votación, dejando constancia de que lo que busca el autor de la indicación es válido, aun cuando no está bien recogido en la redacción de la misma. Informó que no comparte dicha redacción, si bien comprende que tras ella existe una inquietud que es válida. Reiteró la conveniencia de contar con una cierta cuota de regulaciones a lo menos en regiones. Allí, prosiguió, surgen medios pequeños que soportan múltiples dificultades, que deben tomarse en cuenta. Aclaró que no se trata de intervenir el modelo económico que nos rige, sino solamente buscar un poco de equidad. Instó a estudiar el punto y a buscar alternativas, sin que ello implique alterar las bases del sistema.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, anunció que también se abstendría, en atención a que en este debate hay ideas que bien podrían recogerse.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que no debe perderse de vista que el proyecto favorecerá la apertura de nuevas oportunidades para los medios locales, lo que será beneficioso para ellos. Observó que, en cambio, el hecho de establecer regulaciones podría rigidizar la situación y resultar perjudicial para las regiones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió en que la iniciativa propiciará el surgimiento de nuevas oportunidades para los medios regionales y favorecerá su desarrollo. Sin perjuicio de proceder a poner en votación la indicación en estudio, señaló que se mantenía abierta la posibilidad de presentar nuevas alternativas sobre esta materia antes de presentar el informe de la Comisión a la Sala.


En definitiva, puesta en votación la indicación número 9, hubo 3 abstenciones y 2 votos en contra. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Carlos. En contra votaron los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Repetida la votación en la forma reglamentaria, se obtuvo el mismo resultado, procediéndose a sumar, en consecuencia, las abstenciones a los votos de rechazo y quedando, de este modo, desechada la indicación.
Artículo 4°


Su texto aprobado en general es el que sigue:




“Artículo 4°.-  Período de publicación. Los medios electrónicos deberán mantener disponibles en su sitio electrónico las publicaciones efectuadas durante al menos un año calendario contado desde la fecha de publicación. Terminado dicho plazo, deberán enviar las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional, a fin de que ésta los archive y custodie electrónicamente, de acuerdo a la ley 19.733.




La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.”.


A esta norma se presentaron las indicaciones números 10 y 11.


La indicación número 10, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, sustituye su texto por el siguiente:




“Artículo 4°.- Requisitos de la Publicación Electrónica. Para que la publicación de un documento en el Sitio Electrónico de un Medio Electrónico sea válida para los efectos del artículo 3°, se deberán cumplir los siguientes requisitos:




1.- El Medio Electrónico deberá suscribir el documento que se publica electrónicamente con firma electrónica avanzada y fechado electrónico, con sujeción a lo dispuesto en la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.




2.- El Sitio Electrónico deberá contar con un certificado de sitio electrónico seguro, otorgado por una entidad certificadora de calidad o de reconocido prestigio conforme se establezca en el reglamento, el que deberá renovarse cada 12 meses calendario.




3.- El Medio Electrónico deberá enviar a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional que corresponda a su domicilio, con copia al Director de la Biblioteca Nacional, los documentos que acrediten que el Sitio Electrónico tiene el certificado indicado en el número anterior o su renovación, según corresponda, junto con los demás antecedentes exigidos en el artículo 11 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.




4.- La Publicación Electrónica deberá constar en un documento indexable, cuyas características serán establecidas en el reglamento, a efectos de facilitar su exploración por los motores de búsqueda de internet.




5.- El Medio Electrónico deberá permitir y asegurar la consulta gratuita de cualquier interesado, de las publicaciones a que se refiere esta ley.”.





La indicación número 11, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, reemplaza, en el inciso primero, la palabra “medios” por “diarios” y “un año” por “dos años” y suprime la oración final.


El Subdirector de la Oficina de Competitividad del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Bouchon, precisó que la indicación número 10 es muy ventajosa y que los requerimientos que plantea para las publicaciones electrónicas se atienen a lo establecido en esta materia por la Ley de Prensa.


El abogado asesor del mismo Ministerio, señor Arriagada, consideró interesante la estructura de esta indicación e hizo notar que el número 3 de la misma señala que el Medio Electrónico deberá enviar a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional los documentos que acrediten que el respectivo Sitio Electrónico tiene el certificado de sitio electrónico seguro, entre otros antecedentes. Puntualizó que en la mayoría de las regiones, las Gobernaciones coinciden con la Intendencia, por lo que estimó necesario agregar la conjunción “y” entre ambas instituciones. 


El señor Bouchon indicó que este texto es idéntico al que se consagra en la ley 19.733,  sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, por lo que consideró innecesario alterarlo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el artículo 11 de la Ley de Prensa establece la obligación del Director de la Biblioteca Nacional de llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunicación social existentes en el país. Sobre el particular, puso de manifiesto la conveniencia de que la mencionada institución mantenga un registro público de las publicaciones electrónicas que se realicen, de manera de asegurar su accesibilidad. Preguntó en qué medida dicha accesibilidad se alcanza con las indicaciones en análisis.


El señor Bouchon sostuvo que se prevén distintas fórmulas para precaver la accesibilidad. Una de ellas dice relación con la Biblioteca Nacional, donde se mantiene vigente la condición que el soporte electrónico debe estar a disposición de los usuarios en forma permanente. Se agrega el requisito de que el respectivo formato sea leíble para que subsista en el tiempo. Además, se establece la obligación de que el Medio Electrónico tenga la publicación disponible en su Sitio por cinco años, a lo que se agrega la exigencia de que ésta conste en un documento que sea indexable, es decir, rastreable por cualquier motor de búsqueda. Agregó que, en estas circunstancias, no sería necesario contar con un repositorio para poder acceder a la publicación. Por lo demás, resaltó que el Medio Electrónico deberá permitir y asegurar la consulta de estas publicaciones en forma gratuita.

Absolviendo una consulta del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sobre el origen de la obligación de enviar la información una vez al mes a la Biblioteca Nacional, agregó que ésta deriva de la ley N° 19.733, específicamente del inciso final de su artículo 14. Puntualizó que la indicación número 10 establece que las publicaciones electrónicas deberán ser remitidas en microfilms o soporte electrónico y constar en un formato que permita su accesibilidad en el tiempo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo notar que el artículo 4°, según su texto aprobado en general, dispone que los medios electrónicos deberán mantener disponibles en su sitio electrónico las publicaciones efectuadas durante al menos un año calendario contado desde la fecha de la publicación. Preguntó si la referencia al artículo 14 de la ley N° 19.733 permite subsanar la duda que pudiera plantearse en cuanto a que un medio electrónico tenga una duración muy efímera.


El señor Bouchon reiteró que para lograr el objetivo de la certeza jurídica que busca el proyecto, se prevé expresamente que el cumplimiento o incumplimiento de la obligación de enviar el soporte a la Biblioteca Nacional no afectará la validez de la publicación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, comentó que lo anterior relativizaría la utilidad del registro, pues bastaría con que se encargue la publicación, con lo cual el que está obligado a efectuar la publicación cumple con el requisito legal. Si no se produce la remisión de los antecedentes a la Biblioteca Nacional, agregó, no habría incumplimiento por parte del obligado.


El señor Bouchon enfatizó que la no remisión a la Biblioteca Nacional no afectará la validez de la publicación para efectos de esta ley.


El abogado asesor, señor Arriagada, expresó que si el medio de comunicación social deja de cumplir su obligación de enviar la respectiva información, incurre en las infracciones y responsabilidades previstas por la ley N° 19.733.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reiteró que una de las inquietudes que se han manifestado durante el estudio de este proyecto consiste en dilucidar si es necesario contar con un registro de los medios electrónicos que harán las publicaciones a que se refiere el proyecto. En relación al deber del Director de la Biblioteca Nacional de llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunicación social existentes en el país, como lo dispone el inciso quinto del artículo 11 de la ley N° 19.733, consultó si tal función se mantiene.


El señor Bouchon manifestó que la norma mencionada por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se mantendrá vigente. En cuanto a la creación de un registro específico para los medios electrónicos, expresó que ello representaría un nuevo gasto para el Fisco, en el cual no parece del todo justificado incurrir en este momento.


Puestas en votación las indicaciones presentadas, se obtuvieron los siguientes resultados:


La indicación número 10 fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


Cabe recordar que la aprobación de esta indicación se complementa con la aprobación con enmiendas de la indicación número 8, que versa sobre la misma materia. De la votación de esta última se dio cuenta al tratarse el artículo 3°.


La indicación número 11 fue rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votó a favor el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Carlos.


Como se verá más adelante, al discutirse la indicación número 14, se consideró la posibilidad de crear un registro de medios electrónicos y se consultó la opinión del Ejecutivo sobre el particular.


De lo relativo a esta propuesta se dará cuenta al tratarse la señalada indicación.

° ° °

Artículo 5°, nuevo


Enseguida, se presentaron dos indicaciones destinadas a incorporar al proyecto un artículo 5°, nuevo.


La indicación número 12, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, propone, como artículo 5°, nuevo, el siguiente:




“Artículo 5°.- Período de Conservación o Custodia. Los Medios Electrónicos deberán mantener las publicaciones a que se refiere esta ley, disponibles en su Sitio Electrónico durante al menos cinco años calendario contados desde la fecha de publicación.




Asimismo, deberán enviar estas publicaciones a la Biblioteca Nacional de conformidad con lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo; las que en todo caso deberán ser remitidas en microfilms o soporte electrónico y constar en un formato que permita su accesibilidad en el tiempo, según se establezca en el Reglamento.




El incumplimiento por parte de un Medio Electrónico de las obligaciones que se establecen en este artículo no afectará la validez de las publicaciones que estos efectúen de conformidad con esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad civil a que hubiere lugar por los daños causados por dicho incumplimiento.”.


A su vez, la indicación número 13, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propone el siguiente texto:




“Artículo 5°.- Remisión de las publicaciones. Los diarios electrónicos deberán remitir diariamente a la Biblioteca Nacional, en formato microfilms o soporte electrónico, el contenido e información de las publicaciones electrónicas que realicen, con el fin de que ésta las incorpore dentro de la central de publicaciones, las archive y custodie electrónicamente, de acuerdo a la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.




La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.”.


Las dos indicaciones se analizaron en forma conjunta, produciéndose consenso en cuanto a su pertinencia. En definitiva, se resolvió acoger el texto de la indicación número 12, estableciendo, sin embargo, que los medios electrónicos enviarán diariamente a la Biblioteca Nacional las publicaciones que realicen, según lo dispone la indicación número 13. Se enfatizó que, dada la inmediatez de esta nueva forma de publicación y la oportunidad con que la información debe llegar a los ciudadanos, el envío a la Biblioteca Nacional debe ser igualmente inmediato y oportuno.




Igualmente, se acordó incorporar, como inciso final de este nuevo artículo 5°, el inciso segundo que propone la indicación número 13, que dispone que la Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas. Se tuvo en cuenta que esta regla formaba parte del texto original del proyecto presentado por el Ejecutivo, como inciso segundo del artículo 4° aprobado en general, lo que despeja cualquier duda acerca de su admisibilidad.


En consecuencia, ambas indicaciones fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.

° ° °

TÍTULO III, nuevo




Enseguida, se presentaron dos indicaciones destinadas a incorporar al proyecto un Título III, nuevo.




La indicación número 14, de la Honorable Senadora señora Alvear, consulta el siguiente Título III, nuevo:

“TÍTULO III

De los portales electrónicos habilitados para publicar




Artículo 5°.- Existirá un registro nacional y público de portales electrónicos habilitados para realizar las publicaciones que señala esta ley, los que deberán someterse a un procedimiento de certificación.




Artículo 6°.- El reglamento que fije las condiciones de la licitación, deberá resguardar la seriedad del oferente, la certidumbre jurídica de su servicio y la libre competencia entre los interesados.”.




Luego, la indicación número 15, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, contempla el siguiente Título III, nuevo:

“TÍTULO III

Publicación en el Diario Oficial




Artículo 6°.- Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse en el Diario Oficial cualquiera de los documentos a que se refiere el artículo 3°, dichas publicaciones sólo podrán efectuarse mediante su inserción en el Sitio Electrónico de esa institución, y tendrán el mismo valor legal y producirán los mismos efectos que si hubieren sido publicados en la edición impresa del Diario Oficial.”.


En primer lugar, se analizó la indicación número 15, la cual fue acogida con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


A continuación, se dio lugar al estudio de la indicación número 14.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que el registro que esta indicación plantea supone incurrir en materias que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. No obstante, consideró de interés esta propuesta y consultó el parecer de las autoridades presentes del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


El abogado asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Arriagada, explicó que el proyecto discurre sobre una lógica de resguardo de la información que haría innecesaria la creación de un nuevo registro, como lo propone la indicación en análisis. Puntualizó que, además, el artículo 11 de la ley N° 19.733 establece que los medios de comunicación escritos deben informar sobre su iniciación de actividades a la Gobernación Provincial y a la Intendencia Regional, las que remitirán la respectiva información a la Biblioteca Nacional. Destacó que esta última institución llevará un registro actualizado de los medios escritos de comunicación social existentes en el país.


Aun así, señaló que podría consultarse al señor Ministro sobre la posibilidad de crear un registro como el que la indicación propone.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que ante un cambio de tanta relevancia como el que plantea la iniciativa en estudio, debe cuidarse de manera especial la total transparencia del nuevo sistema de publicaciones, así como la fe pública en relación al mismo. Aclaró que su indicación refleja justamente este propósito.


El señor Bouchon explicó que el proyecto generará una mayor competencia y favorecerá la libertad para entrar a este nuevo sistema, advirtiendo que las exigencias que plantea la indicación en estudio podrían afectar ese objetivo. Además, recordó que los bienes jurídicos protegidos –esto es, la accesibilidad a la información y la seguridad de la misma- están bien cautelados con las normas propuestas y que la exigencia de un registro no significa que se avance en este sentido.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo presente que si la barrera de entrada para un medio electrónico radica en la obligación de ofrecer los debidos niveles de seguridad, ella se justifica. Consideró que, en consecuencia, es necesario buscar fórmulas de resguardo para cautelar lo anterior.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sumó a la petición de la Honorable Senadora señora Alvear en cuanto a plantear al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo la creación del registro que se ha propuesto.


En mérito de lo anterior, la indicación número 14 quedó pendiente, a la espera de conocer el criterio del mencionado Secretario de Estado en relación al establecimiento de un registro.


A la vez, se recabó el acuerdo de la Sala del Senado para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, el que se fijó hasta el día 10 de abril de 2013.


En dicho lapso, se recibió una indicación de su Excelencia el señor Presidente de la República, del siguiente tenor:


“Para agregar al artículo 4° el siguiente numeral 6, nuevo:


“6.- El Medio Electrónico deberá estar inscrito en una nómina de medios de comunicación social en formato electrónico que lleve la Subsecretaría de Economía. Esta nómina deberá estar disponible para el acceso del público en el sitio electrónico de la Subsecretaría de Economía.”.”.


La Honorable Senadora señora Alvear informó que había analizado con el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo la viabilidad de crear el registro por ella propuesto, idea que, en definitiva, dio lugar a la solución recién expuesta. Señaló que al no resultar posible la implementación de un registro nacional y público de portales electrónicos como el que ella había sugerido, acogería la fórmula que se está proponiendo, entendiendo que también contribuirá a reforzar los objetivos de certidumbre y seguridad que busca el proyecto en estudio.


Hubo coincidencia en torno a lo planteado por la mencionada señora Senadora.


En consecuencia, puesta en votación esta indicación, fue aprobada con algunas enmiendas formales, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel y Walker, don Patricio.


A su vez, la indicación número 14 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, por las razones anteriormente consignadas.

° ° °

Artículo 6°, nuevo


A continuación, se presentó la indicación número 16, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar el siguiente artículo 6°, nuevo:




“Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas:




i. Sustitúyense sus incisos primero al tercero por los siguientes:




“Art. 76. Las sociedades anónimas abiertas deberán publicar en un diario de amplia circulación nacional la información sobre sus balances generales y estados financieros e informes de los auditores externos, con no menos de 10 ni más de 20 días de anticipación a la fecha en que se celebre la junta que se pronunciará sobre los mismos. Además, deberán publicar esa información en sus respectivos sitios en Internet, con la disponibilidad y por el plazo que determine la Superintendencia.




La información señalada en el inciso anterior y el hipervínculo correspondiente donde dicha información se ubique, deberán presentarse dentro de ese mismo plazo a la Superintendencia, para que ésta lo publique en su sitio de Internet, facilitando así el acceso por parte del público a la información, debiendo la sociedad informar conjuntamente la fecha de publicación de tales antecedentes en su sitio en Internet.




Si los balances y estados financieros fueren alterados por la junta, dichas modificaciones deberán presentarse a la Superintendencia en el plazo y en la forma que ésta determine y deberán publicarse en la forma estipulada en los incisos primero y segundo, dentro de los 5 días siguientes a la fecha de la junta.”.




ii. Suprímese su actual inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser cuarto y quinto respectivamente.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que esta indicación fue motivada por la falta de información que a menudo afecta a los pequeños accionistas de sociedades anónimas en relación a la gestión y los resultados de la gestión de las mismas. Explicó que lo anterior deriva de que en virtud de lo dispuesto por la ley N° 20.552, que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero, los balances de dichas sociedades no se publican en medios de comunicación social de amplia cobertura, como son los diarios, lo que deja a los mencionados pequeños accionistas en la desprotección.


Explicó que lo anterior constituye una inquietud que podría tomarse en consideración con motivo del estudio de este proyecto de ley, aun cuando previamente cabría dilucidar si ello se enmarca dentro de sus ideas matrices.


El Subdirector de la Oficina de Competitividad del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Bouchon, hizo presente que el artículo 76 de la Ley sobre Sociedades Anónimas establece que pueden publicarse los estados financieros en los sitios web de las compañías y que, además, debe cumplirse una serie de requisitos que suponen que dichos datos serán de libre acceso para sus accionistas y para el público en general.


Agregó que, adicionalmente, las compañías deben remitir la información sobre sus estados financieros a la Superintendencia de Valores y Seguros.


Manifestó que el presente proyecto de ley regula las publicaciones en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local. En cambio, agregó, la Ley de Sociedades Anónimas se refiere a otro tipo de publicación. Por tales razones, sostuvo que la indicación en análisis escapa al objetivo central del presente proyecto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó si la publicación en los sitios web de las respectivas sociedades anónimas es suficiente desde el punto de vista de su publicidad.


El señor Bouchon aclaró que cualquier persona tiene acceso a dichas publicaciones.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, llamó la atención acerca de la cantidad de habitantes que todavía no utiliza los medios electrónicos.


La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo que la indicación del Honorable Senador señor Walker debería más bien ser objeto de otra moción parlamentaria.


En atención a lo anteriormente expuesto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, declaró que aun cuando mantenía su preocupación por la desprotección en que a menudo se encuentran los pequeños accionistas, coincidía en que la indicación presentada excede las ideas matrices del proyecto.


En definitiva, concluido el análisis de la misma, procedió a declarar su inadmisibilidad por no decir relación con las ideas matrices del proyecto.

Artículo 7°, nuevo


Finalmente, se presentó la indicación número 17, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín Fernández, para incorporar un artículo 7°, nuevo, del siguiente tenor:




“Artículo 7°.- Requisitos de Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, el Diario Oficial deberá observar los requisitos señalados en el artículo 4° de la ley, en cuanto le sean aplicables, en la forma y condiciones que determine el reglamento.”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.

° ° °

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1°





Reemplazarlo por el siguiente:




“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley regula el efecto de la publicación en Medios Electrónicos de los documentos que se señalan en el artículo 3°, y resguarda la seguridad y accesibilidad de dichas publicaciones.”. (Indicación número 1, unanimidad, 4 x 0).
Artículo 2°





Sustituirlo por el que sigue:




“Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá por:




1. Medio Electrónico: aquel medio de comunicación social a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la Ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, constituido de acuerdo al Título III de la referida ley, que efectúa publicaciones en formato digital o electrónico, sin perjuicio de que el medio, además, efectúe o no publicaciones en formato impreso.




2.- Sitio Electrónico: un portal de información asociado a un dominio o subdominio de internet.”. (Indicación número 3, mayoría, 3 x 2 abstenciones).

Artículo 3°





Reemplazarlo por el siguiente:




“Artículo 3°.- Publicación Electrónica. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse un aviso, extracto, declaración, resolución, comunicación, notificación, anuncio u otro acto o hecho de cualquier naturaleza, en un diario o periódico de circulación nacional, regional, provincial, comunal o local, de la comuna, provincia o región, o de la capital de provincia o de la región, o cualquiera otra denominación que aluda a los mismos, la publicación respectiva podrá siempre realizarse, a elección del interesado, en un Sitio Electrónico de un Medio Electrónico, en cuyo caso tendrá el mismo valor legal y producirá idénticos efectos.”. (Indicaciones números 7 y 8, unanimidad, 5 x 0).
Artículo 4°



Sustituirlo por el que sigue:




“Artículo 4°.- Requisitos de la Publicación Electrónica. Para que la publicación de un documento en el Sitio Electrónico de un Medio Electrónico sea válida para los efectos del artículo 3°, se deberán cumplir los siguientes requisitos:




1.- El Medio Electrónico deberá suscribir el documento que se publica electrónicamente con firma electrónica avanzada y fechado electrónico, con sujeción a lo dispuesto en la Ley N° 19.799, sobre Documentos Electrónicos, Firma Electrónica y Servicios de Certificación de Dicha Firma.




2.- El Sitio Electrónico deberá contar con un certificado de sitio electrónico seguro, otorgado por una entidad certificadora de calidad o de reconocido prestigio conforme se establezca en el reglamento, el que deberá renovarse cada 12 meses calendario.




3.- El Medio Electrónico deberá enviar a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional que corresponda a su domicilio, con copia al Director de la Biblioteca Nacional, los documentos que acrediten que el Sitio Electrónico tiene el certificado indicado en el número anterior o su renovación, según corresponda, junto con los demás antecedentes exigidos en el artículo 11 de la Ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.




4.- La Publicación Electrónica deberá constar en un documento indexable, cuyas características serán establecidas en el reglamento, a efectos de facilitar su exploración por los motores de búsqueda de internet.




5.- El Medio Electrónico deberá permitir y asegurar la consulta gratuita de cualquier interesado, de las publicaciones a que se refiere esta ley.


6.- El Medio Electrónico deberá estar inscrito en una nómina de medios de comunicación social en formato electrónico que llevará la Subsecretaría de Economía. Esta nómina estará disponible para el acceso del público en el sitio electrónico de la mencionada Subsecretaría.”. (Indicación número 10 e indicación del Ejecutivo de 10 de abril de 2013, unanimidad, 3 x 0).
° ° °

Artículo 5°, nuevo


Incorporar como tal, el siguiente:




“Artículo 5°.- Período de Conservación o Custodia. Los Medios Electrónicos deberán mantener las publicaciones a que se refiere esta ley, disponibles en su Sitio Electrónico durante al menos cinco años calendario contados desde la fecha de publicación.




Asimismo, deberán enviar estas publicaciones a la Biblioteca Nacional de conformidad con lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, las que en todo caso deberán ser remitidas diariamente en microfilms o soporte electrónico y constar en un formato que permita su accesibilidad en el tiempo, según se establezca en el reglamento.




El incumplimiento por parte de un Medio Electrónico de las obligaciones que se establecen en este artículo no afectará la validez de las publicaciones que éste efectúe de conformidad con esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad civil a que hubiere lugar por los daños causados por dicho incumplimiento.




La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.”. (Indicaciones números 12 y 13, unanimidad, 3 x 0).
TÍTULO III y artículo 6°, nuevos


Incorporar como tales, los que siguen:

“TÍTULO III

PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL




Artículo 6°.- Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse en el Diario Oficial cualquiera de los documentos a que se refiere el artículo 3°, dichas publicaciones sólo podrán efectuarse mediante su inserción en el Sitio Electrónico de esa institución y tendrán el mismo valor legal y producirán los mismos efectos que si se hubieren hecho en la edición impresa del Diario Oficial.”. (Indicación número 15, unanimidad, 3 x 0).
Artículo 7°, nuevo


Incorporar como tal, el siguiente:




“Artículo 7°.- Requisitos de Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, el Diario Oficial deberá observar los requisitos señalados en el artículo 4° de la ley, en cuanto le sean aplicables, en la forma y condiciones que determine el reglamento.”. (Indicación número 17, unanimidad, 3 x 0).
° ° °

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


Como consecuencia de los acuerdos anteriores, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES




Artículo 1°.- Objeto. La presente ley regula el efecto de la publicación en Medios Electrónicos de los documentos que se señalan en el artículo 3°, y resguarda la seguridad y accesibilidad de dichas publicaciones.




Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá por:




1. Medio Electrónico: aquel medio de comunicación social a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la Ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, constituido de acuerdo al Título III de la referida ley, que efectúa publicaciones en formato digital o electrónico, sin perjuicio de que el medio, además, efectúe o no publicaciones en formato impreso.




2.- Sitio Electrónico: un portal de información asociado a un dominio o subdominio de internet.

TÍTULO II

PUBLICACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS




Artículo 3°.- Publicación Electrónica. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse un aviso, extracto, declaración, resolución, comunicación, notificación, anuncio u otro acto o hecho de cualquier naturaleza, en un diario o periódico de circulación nacional, regional, provincial, comunal o local, de la comuna, provincia o región, o de la capital de provincia o de la región, o cualquiera otra denominación que aluda a los mismos, la publicación respectiva podrá siempre realizarse, a elección del interesado, en un Sitio Electrónico de un Medio Electrónico, en cuyo caso tendrá el mismo valor legal y producirá idénticos efectos.




Artículo 4°.- Requisitos de la Publicación Electrónica. Para que la publicación de un documento en el Sitio Electrónico de un Medio Electrónico sea válida para los efectos del artículo 3°, se deberán cumplir los siguientes requisitos:




1.- El Medio Electrónico deberá suscribir el documento que se publica electrónicamente con firma electrónica avanzada y fechado electrónico, con sujeción a lo dispuesto en la Ley N° 19.799, sobre Documentos Electrónicos, Firma Electrónica y Servicios de Certificación de Dicha Firma.




2.- El Sitio Electrónico deberá contar con un certificado de sitio electrónico seguro, otorgado por una entidad certificadora de calidad o de reconocido prestigio conforme se establezca en el reglamento, el que deberá renovarse cada 12 meses calendario. 




3.- El Medio Electrónico deberá enviar a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional que corresponda a su domicilio, con copia al Director de la Biblioteca Nacional, los documentos que acrediten que el Sitio Electrónico tiene el certificado indicado en el número anterior o su renovación, según corresponda, junto con los demás antecedentes exigidos en el artículo 11 de la Ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.




4.- La Publicación Electrónica deberá constar en un documento indexable, cuyas características serán establecidas en el reglamento, a efectos de facilitar su exploración por los motores de búsqueda de internet.




5.- El Medio Electrónico deberá permitir y asegurar la consulta gratuita de cualquier interesado, de las publicaciones a que se refiere esta ley.


6.- El Medio Electrónico deberá estar inscrito en una nómina de medios de comunicación social en formato electrónico que llevará la Subsecretaría de Economía. Esta nómina estará disponible para el acceso del público en el sitio electrónico de la mencionada Subsecretaría.




Artículo 5°.- Período de Conservación o Custodia. Los Medios Electrónicos deberán mantener las publicaciones a que se refiere esta ley, disponibles en su Sitio Electrónico durante al menos cinco años calendario contados desde la fecha de publicación.




Asimismo, deberán enviar estas publicaciones a la Biblioteca Nacional de conformidad con lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, las que en todo caso deberán ser remitidas diariamente en microfilms o soporte electrónico y constar en un formato que permita su accesibilidad en el tiempo, según se establezca en el reglamento.




El incumplimiento por parte de un Medio Electrónico de las obligaciones que se establecen en este artículo no afectará la validez de las publicaciones que éste efectúe de conformidad con esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad civil a que hubiere lugar por los daños causados por dicho incumplimiento.




La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.

TÍTULO III

PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL




Artículo 6°.- Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Cada vez que el ordenamiento jurídico establezca que debe publicarse en el Diario Oficial cualquiera de los documentos a que se refiere el artículo 3°, dichas publicaciones sólo podrán efectuarse mediante su inserción en el Sitio Electrónico de esa institución y tendrán el mismo valor legal y producirán los mismos efectos que si se hubiesen hecho en la edición impresa del Diario Oficial.




Artículo 7°.- Requisitos de Publicación en el Sitio Electrónico del Diario Oficial. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, el Diario Oficial deberá observar los requisitos señalados en el artículo 4° de la ley, en cuanto le sean aplicables, en la forma y condiciones que determine el reglamento.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 30 de abril de 2013, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, a 3 de mayo de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, QUE FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY DE TRÁNSITO N° 18.290, Y SUS MODIFICACIONES POSTERIORES, EN SU ARTÍCULOS 196 Y 197, REFERIDOS AL DELITO DE MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD, CAUSANDO LESIONES GRAVÍSIMAS O CON RESULTADO DE MUERTE

 (8813-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Aguiló; Carmona; Gutiérrez, don Hugo; Hasbún; Jarpa; Latorre; Schilling; Teillier y las Diputadas señoras Muñoz, doña Adriana y Sepúlveda, doña Alejandra, con urgencia calificada de “suma”, el 30 de abril de 2013.

- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único.

- - - - - - - - - 


Asistió además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Kuschel.

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González y de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yáñez.


Asimismo, la Comisión recibió al señor Benjamín Silva y a la señora Carolina Figueroa, padres de la menor Emilia Silva (Q.E.P.D.), que murió en un accidente de tránsito ocurrido en el mes de enero de 2013, en la ciudad de Santiago, siniestro en el cual el conductor causante del mismo, que lo hacía en estado de ebriedad, intentó fugarse.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Elevar la pena del delito de manejo en estado de ebriedad, cuando se causen lesiones gravísimas, a presidio mayor en su grado mínimo, esto significa de cinco años y un día a diez años, y cuando sea con resultado de muerte, la pena será de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, esto es de cinco años y un día a quince años. Se suma a esto, la inhabilitación perpetua para conducir y la incautación del vehículo cuando el autor sea dueño de él, para asegurar la responsabilidad civil del delito.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


Artículos 196 y 197.


2.- Código Penal.


Artículo 397, Nº1.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Según expresa la Moción, el día domingo 20 de enero del presente año, un dramático y doloroso hecho ocurrido en la comuna de Vitacura, obliga a reflexionar, debatir y legislar para sancionar como delito grave la conducción en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte de una persona.


En efecto, la trágica muerte de la pequeña Emilia Silva Figueroa, de sólo nueve meses de edad, producto del fuerte impacto recibido en la parte posterior del vehículo en que viajaba junto a sus padres, nos recuerda que cada año más de cien personas mueren en nuestro país como resultado de accidentes de tránsito cometidos por conductores en evidente estado de ebriedad, y otras 650 personas sufren graves lesiones.


La familia Silva Figueroa, el día domingo 20 de enero del año 2013, se trasladaba por calles de la ciudad de Santiago, el padre conduciendo con pleno respeto a las normas del tránsito, su cónyuge sentada correctamente y con su cinturón de seguridad en el asiento del copiloto, su pequeña hija Emilia ubicada en el asiento trasero y en la correspondiente silla de seguridad – todo de conformidad a la ley; se detienen con gran tranquilidad en la esquina respetando la luz roja del semáforo, seguramente conversan, la pequeña balbucea algunas palabras, imaginan que será un día y una semana normal. Sin embargo, el vehículo en que viajan es impactado con gran fuerza por una camioneta conducida por un hombre completamente ebrio, identificado como Nelson Fariña. Gravemente lesionada, la pequeña fue trasladada a un centro hospitalario, donde muere posteriormente por la acción concatenada de un hombre mayor de edad, que voluntariamente bebió grandes cantidades de bebidas alcohólicas y, luego, decidió subirse al vehículo y conducir para ir a comprar más alcohol para seguir bebiendo.


Nelson Fariña manejaba en manifiesto estado de ebriedad, estado etílico que fue confirmado con el resultado de 1,9 gramos de alcohol en su sangre que arrojó el examen de alcotest que se le practicó por parte de la autoridad competente; sin embargo, se encuentra en su casa con arresto domiciliario y orden de arraigo, en espera a ser reformalizado y, en el mejor de los casos, tendrá una pena de 5 años de reclusión. Y sabemos que ello no será así pues seguramente se harán valer una o dos atenuantes de su responsabilidad penal: entre otras, la irreprochable conducta anterior, y se le asignará una pena menor que le permitirá finalmente hacer uso de los beneficios carcelarios para obtener su libertad.


Entonces, un hombre que voluntariamente bebió hasta embriagarse, que voluntariamente condujo un vehículo y mató a una pequeña de nueve meses y destruyó a una familia, con la actual legislación no se le considera autor de un delito grave que le impida obtener su libertad. Sin embargo, moralmente la sociedad le considera un criminal por cuanto lo que está en juego es la vida humana y no comprende que nuestro ordenamiento jurídico lo deje en libertad.


El caso de la menor Emilia Silva Figueroa lamentablemente no es el único. Son cientos de familias en nuestro país, que cada año han tenido que vivir el dolor de perder a uno de los suyos o ver a quienes aman con secuelas graves que les impiden vivir normalmente, todo ello producto de la acción de personas ebrias que conducen irresponsablemente vehículos.


Frente a ello, la sociedad chilena crecientemente ha tomado conciencia sobre la gravedad e ilicitud de la conducta de quien lesiona gravemente o mata con su acción de conducir en estado de ebriedad.


Según información oficial de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito, el año 2011 ocurrieron 4.206 accidentes de tránsito cuya causa fue el estado de manifiesta ebriedad del conductor, como consecuencia murieron 117 personas y otras 651 resultaron con lesiones graves. Las cifras oficiales de la Comisión antes citada señalan que entre enero a septiembre del 2012, 116 personas murieron por efecto de conductores ebrios. Sin embargo, las víctimas y sus familias seguirán siendo ignoradas en sus derechos fundamentales a la vida e integridad física y emocional.


Es cierto que nuestro país ha avanzado en las restricciones a la conducción bajo los efectos del alcohol, redefiniendo los niveles de alcohol en la sangre que tipifican la conducción bajo la influencia del alcohol y la conducción en estado de ebriedad y ha legislado endureciendo las sanciones pecuniarias y de suspensión de licencias de conducir. En este sentido las modificaciones introducidas por la ley Nº 20.580 a la Ley de Tránsito son un gran avance, pero son completamente insuficientes para los cientos de casos como los de Emilia Silva Figueroa.


En efecto, la ley Nº 20.580 no abordó justamente uno de los aspectos esenciales del delito de conducción en estado de ebriedad, introduciendo básicamente modificaciones referidas al manejo bajo la influencia del alcohol, aumentando las penas en este caso. Sin embargo, sólo introdujo una modificación absolutamente menor en el artículo 196, inciso tercero, para elevar mínimamente la pena pecuniaria y establecer la pena subsidiaria de inhabilidad perpetua para conducir.


Es indispensable avanzar en una calificación mayor y gravedad del delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte; sancionándole como lo que es: un delito grave, un crimen. El autor sabe que el conducir en estado de ebriedad está prohibido, y que dicha conducta importa un peligro grave y cierto de dañar gravemente la vida o integridad física de terceras personas; sin embargo, voluntariamente bebe y toma un vehículo para conducirlo por calles, caminos y avenidas donde otras personas, de distintas edades, circulan confiadas en que alguien no cometerá una acción tan grave que le afectará su propia vida o la de sus seres queridos que le acompañan. Pero, lo hacen y el efecto se produce, el autor queda libre mientras dura el proceso y finalmente cumple una corta pena en libertad mientras el ser humano que caminaba por esa calle, camino o avenida ha muerto o llora la muerte de quien le acompañaba cuando el autor les impactó en su loca e irresponsable conducción.


En la conducta antes descrita resulta evidente el dolo del conductor- autor, pues existe la voluntad de actuar infringiendo las normas legales que prohíben la conducta, aceptando claramente que su conducta en un grado de alta probabilidad afectará la vida o integridad física de terceros. Aquí estamos claramente ante una conducta dolosa, pues el sujeto conductor-ebrio, sabe que manejar en este estado constituye delito, sabe que es altamente probable causar con esa acción un grave resultado en terceros: lesiones gravísimas o muerte, no necesariamente desea que dichos resultados se produzcan, sin embargo, los acepta como posibles efectos de su acto de conducir en estado de ebriedad. Entonces, sólo se puede concluir que se debe sancionar como delito grave el hecho de lesionar gravemente o causar la muerte a otro por conducir un vehículo en estado de ebriedad. Sólo así, el ordenamiento jurídico será capaz de reflejar la profunda convicción de la sociedad chilena acerca de la gravedad de esta conducta, promoverá la inhibición de éstas, y posibilitará una mayor justicia para las víctimas y sus familias.


Por lo anteriormente expuesto, se propone elevar la pena del delito de manejo en estado de ebriedad, cuando se causen lesiones gravísimas, a presidio mayor en su grado mínimo, esto significa de cinco años y un día a diez años, y cuando sea con resultado de muerte, la pena será de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, esto es de cinco años y un día a quince años. Se suma a esto, la inhabilitación perpetua para conducir y la incautación del vehículo cuando el autor sea dueño de él, para asegurar la responsabilidad civil del delito.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio, está estructurado sobre la base de un artículo único, que propone mediante dos numerales modificar los artículos 196 y 197 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito:

Número 1)


Propone reemplazar el inciso tercero del artículo 196, de la siguiente forma:

Letra a)


Establece que si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal, es decir lesiones graves, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo, y si se causare la muerte de una o más personas, se impondrá la de presidio mayor en sus grados mínimo a medio. En ambos casos procederá la aplicación de una multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

Letra b)


Incorpora al artículo 196, un inciso final, nuevo, que establece que en los casos señalados en el inciso anterior, el condenado no podrá optar a ningún tipo de beneficio penitenciario.
Número 2)


Agrega en el inciso cuarto del artículo 197, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), una oración final, que dispone que el tribunal, en los casos de los delitos de conducción, operación o desempeño en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, decretará como medida cautelar la incautación inmediata del vehículo, medio de transporte o máquina conducida por el autor del delito, en el caso de ser éste su dueño.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, hizo presente que en conjunto con los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Uriarte y Walker, don Ignacio, presentaron una Moción, Boletín Nº 8.809-07 que se refiere a esta misma materia y que en la actualidad se encuentra en Tabla en la Sala del Senado. Agregó que lo anterior no hace más que reafirmar la importancia de sancionar en forma drástica la conducción en estado de ebriedad. 


La Honorable Senadora señora Rincón compartió el planteamiento anterior haciendo presente que debe dejarse constancia para la historia de la ley y además solicitar al Ejecutivo que en la ceremonia de promulgación lo mencione.


La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yañez, expresó que para el Ejecutivo este proyecto de ley es un complemento a la denominada Ley de Tolerancia Cero, que entró en vigencia hace un año y que ha causado un efecto positivo en la reducción de los accidentes de tránsito y en las muertes y lesionados como consecuencias de accidentes de tránsito, que se producen en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol de los conductores. De esta forma, las muertes han disminuido en 28% y los accidentes de tránsito, en 27%.


La denominada Ley de Tolerancia Cero, contó con un amplio apoyo y recogió diversas mociones parlamentarias y apuntaba principalmente a la prevención y a modificar los hábitos de los conductores, por lo que el proyecto de ley en estudio, es un complemento y se enfoca en aquellos conductores que no han modificado su actitud y probablemente requieren de la aplicación de sanciones más drásticas.


El Honorable Senador señor Cantero consultó si se ha realizado un análisis de las concordancias entre la gravedad de las infracciones y las sanciones que se proponen aplicar, para que las modificaciones que se proponen sean coherentes con el sistema penal.


La Secretaria Ejecutiva de CONASET, señora María Francisca Yañez, respondió que se ha analizado la experiencia internacional que indica que en los países desarrollados se aplican sanciones similares para estas acciones.


Agregó que es discutible, que una infracción de este tipo, que en el fondo no constituye una simple infracción de tránsito, sino que provoca lesiones gravísimas o la muerte de una persona, pueda ser considerada un cuasi delito, sino un delito, como se considera en otros países. 


El Ejecutivo estima que este proyecto de ley se ajusta a la tendencia internacional en esta materia.


El Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, señaló que se deben distinguir dos situaciones; por una parte, el efecto de la Ley de Tolerancia Cero, que ha sido exitoso, sin embargo, se han producido hechos que han causado conmoción pública y que demuestran que algunos conductores, a pesar de las sanciones existentes, que se refieren principalmente al aumento de las suspensiones de la licencia de conducir y de la elevación de las multas, han continuado conduciendo en estado de ebriedad, produciendo resultados lamentables en accidentes que han sido de público conocimiento, particularmente el que motivó la presentación de esta iniciativa legal.


En ese sentido, esta iniciativa legal se considera complementaria de la Ley de Tolerancia Cero y de la Moción contenida en el Boletín Nº 8.809-07, que aunque se aprueben en forma separada, van a confluir adecuadamente en la legislación.


Respecto del efecto en la normativa penal, recordó que durante la tramitación de la Ley de Tolerancia Cero, se consideró una Moción de los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez, que regulaba las penas. En esa oportunidad, se estimó que la modificación de las penas implicaba analizarlas en conjunto con el Código Penal para que no existiera una desproporción con otros delitos de una entidad equivalente.


En el caso del proyecto de ley en informe, el Ejecutivo considera que se trata de una conducta que causa alarma pública, en consecuencia, se puede considerar que existe una forma de dolo, al momento de tomar la decisión de conducir un vehículo en estado de ebriedad que pone en peligro al resto de la sociedad.


El efecto que persigue esta iniciativa legal es aumentar la penalidad de un simple delito a la penalidad de un crimen. No es un efecto inocuo, sino que se produce un escalamiento en la entidad de la sanción que se aplica a esa conducta, lo que implica la restricción de ciertos beneficios, como el otorgamiento de la libertad provisional que no se podrá otorgar con la facilidad que se hace tratándose de un simple delito.


A continuación, señaló que durante la tramitación de este proyecto de ley, en la Honorable Cámara de Diputados, se aprobó una indicación que impide optar al otorgamiento de beneficios penitenciarios, por lo que el Ejecutivo considera adecuado que este proyecto de ley sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, para evitar que se afecten derechos esenciales de las personas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º de la Constitución Política de la República.


Finalmente, expresó que no obstante que la materia contenida en este proyecto de ley está debidamente justificada debe analizarse dentro de la proporción que corresponde en el sistema penal chileno.


El Honorable Senador señor Cantero anunció su voto a favor de esta iniciativa legal, recordando que es coherente con la Moción que consta en el Boletín Nº 7.266-07, que presentó con el Honorable Senador señor Gómez, para aumentar las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol.


La Honorable Senadora señora Rincón fue partidaria de aprobar este proyecto de ley y solicitó que se acoja en la historia fidedigna de la ley la Moción presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier, Uriarte y Walker, don Ignacio, puesto que en muchos casos se desconoce por parte de la ciudadanía el trabajo de los legisladores y reclaman la inacción, por lo que reiteró la necesidad de solicitar al Ejecutivo que en la promulgación de esta ley se haga expresa mención a la Moción señalada, contenida en el Boletín Nº 8.809-07.


Asimismo, propuso solicitar un breve informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado en relación a esta materia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, anunció su voto a favor, haciendo presente que la muerte de Emilia Silva Figueroa no puede quedar en el olvido y destacó la perseverancia y el esfuerzo de la familia de Emilia para que estas situaciones no se repitan en el futuro.


- En votación, en general y en particular, a la vez, se aprobó en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero y Chahuán.

- - - - - - - - - 


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


1) Modifícase el artículo 196 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, N°1, del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo, y si se causare la muerte de una o más personas, se impondrá la de presidio mayor en sus grados mínimo a medio. En ambos casos procederá una multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En los casos señalados en el inciso anterior, el condenado no podrá optar a ningún tipo de beneficio penitenciario.”.


2) Agrégase en el inciso cuarto del artículo 197, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“El Tribunal decretará como medida cautelar la incautación inmediata del vehículo, medio de transporte o máquina conducida por el autor del delito, en el caso de ser éste su dueño.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 30 abril de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señor Carlos Cantero Ojeda.


Sala de la Comisión, a 30 de abril de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE, SUSCRITO EN SANTIAGO CON FECHA 13 DE MARZO DE 2012 (8842-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 21 de enero de 2013.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de marzo de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Jefe de la División de Asesoría Legislativa y Coordinación Internacional del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Pedro Contador, y la abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Patricia Monjes.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

La Comisión hace presente que el Convenio en estudio debe ser aprobado como norma de quórum calificado, por cuanto contiene normas relativas a leyes que regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, de conformidad al artículo 19, número 18, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. Asimismo, el artículo 10, numeral 5), también debe ser aprobado con quórum calificado, porque establece que la información sobre las personas será confidencial, de acuerdo al artículo 8°, inciso segundo, de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que, producto de la globalización y la integración comercial y financiera mundial, Chile ha experimentado en las últimas décadas un importante aumento en el flujo de mercancías, servicios, así como de trabajadores que temporalmente prestan servicios de apoyo a la inversión. Añade que el crecimiento de Chile y su economía ha implicado no sólo el traslado temporal de profesionales y técnicos de empresas extranjeras a prestar servicios en sus empresas filiales chilenas, sino que también y, en el sentido contrario, muchas empresas chilenas envían a sus trabajadores más calificados a prestar servicios en el exterior, en empresas de capitales o con intereses chilenos.


Agrega el Ejecutivo que esta nueva migración laboral temporal permite a los países beneficiarse del acervo técnico y cultural de trabajadores de varias latitudes, facilitando el intercambio de conocimiento y de buenas prácticas en las empresas.


Desde la perspectiva de la seguridad social internacional, la migración es protegida, entre otras instituciones, a través de la figura del desplazamiento de trabajadores contenida en los Convenios de Seguridad Social, que procura mantener la continuidad previsional internacional de los trabajadores, evitando la doble cotización previsional. Añade que los Convenios de Seguridad Social establecen una regla general, conforme a la cual el trabajador que es desplazado a prestar servicios por un tiempo determinado al territorio del otro Estado, sólo pagará las cotizaciones de seguridad social del país de origen o en cuyo territorio ejerza habitualmente su actividad laboral, impidiendo, de esta manera, que dichos trabajadores y sus familias se desafecten de los sistemas de pensiones que normalmente los protegen en el país de origen, evitando incurrir en un doble gasto por concepto de cotizaciones previsionales para atender la misma cobertura, en el país de destino.


El Mensaje expresa que, a la fecha, nuestro país ha celebrado más de 25 Convenios de Seguridad Social, los cuales, además de regular temas específicos de pensiones, contienen disposiciones relativas a la legislación de seguridad social aplicable a los trabajadores de un Estado que ejecutan labores en el territorio de otro Estado, a través de la regla general de derecho internacional privado denominada “Lex Loci Laboris”, en virtud de la cual la prestación de servicios de un trabajador se rige por la ley del lugar en que los ejecuta, así como algunas excepciones a esta regla, establecida en favor de ciertas categorías de trabajadores, tales como trabajadores desplazados, trabajadores que prestan servicios a bordo de naves o aeronaves, funcionarios públicos, diplomáticos y consulares, etc.


Sin embargo, hasta la fecha Chile solo había suscrito Convenios de Seguridad Social que establecían las normas sobre desplazamiento de trabajadores ya referidas, pero sin extenderse a regulaciones que evitasen otras figuras de doble cotización previsional internacional.


Por ello, agrega el Mensaje, el Convenio de Seguridad Social suscrito con el Reino Unido constituye una innovación a los anteriores convenios ratificados por Chile en la materia, y plasma el interés común de ambas Partes por estrechar sus relaciones en el campo de la seguridad social, a través de la protección de los trabajadores que temporalmente se trasladan a prestar servicios en el territorio del otro Estado cuestión que favorecerá a una parte importante del flujo migratorio entre Chile y el Reino Unido.


Finalmente, el Ejecutivo señala que, sin perjuicio de la innovación que se introduce en el ámbito de aplicación material del Convenio, este instrumento internacional se estructura sobre la base de los mismos principios contenidos en los demás tratados de seguridad social suscritos por Chile, ampliamente reconocidos por el Derecho Internacional, incluyendo la igualdad de trato, la cooperación administrativa y la solución de controversias.


3.- Instrumento Internacional.- El Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte consta de un preámbulo y catorce artículos, organizados en cuatro partes, a saber: I. Disposiciones Generales; II. Disposiciones que determinan la legislación aplicable respecto de las obligaciones relativas a cotizaciones; III. Disposiciones varias, y IV. Disposiciones transitorias y finales.


Su artículo 1 establece los significados que se darán a diversas expresiones, para efectos la aplicación del Convenio. Estas expresiones son las siguientes: “País o “territorio”; “Autoridad competente”; “Trabajador dependiente”; “Trabajador independiente”; “Contratación”; “Con empleo remunerado”; “Asegurado”; “Legislación”; “Habitualmente residente”; y “Obligación relativa a cotizaciones”.


El artículo 2 regula el ámbito material de aplicación del Convenio, esto es, la legislación sobre los sistemas previsionales de cada país a la que éste se aplicará, incluyendo la legislación que reemplace, modifique o complete a aquellas que las Partes enumeran en este artículo.


A su vez, el artículo 3 establece el ámbito de aplicación personal del Convenio, disponiendo que quedarán cubiertas por sus disposiciones las personas que se rijan o se hayan regido por alguno de los sistemas a que se refiere el artículo anterior y sus causahabientes.


El artículo 4 consigna la igualdad de trato, en el sentido  que las personas que se rijan o se hayan regido por la legislación de una de las Partes tendrán, durante su permanencia en el territorio de la otra Parte, los mismos derechos y obligaciones que un nacional de esta última.


Por su parte, el artículo 5 consagra la regla general sobre la legislación aplicable, acogiendo el principio de la territorialidad de la ley, indicando que los trabajadores dependientes que se desempeñen laboralmente en el territorio de una de las Partes, estarán sujetos exclusivamente a la legislación de seguridad social de esa Parte. Ahora bien, en los numerales 1) al 4) de este artículo 5º se consagran diversas normas especiales que permitirán tanto a los trabajadores dependientes como independientes, que se encuentren en alguna de las situaciones que esta normativa contempla, mantener su continuidad previsional evitando la doble cotización previsional. De modo tal, en caso que un trabajador preste servicios en el territorio de ambas Partes, como dependiente o independiente, según los casos, se aplicará solamente la legislación de la Parte en cuyo territorio sea habitualmente residente.


El artículo 6 constituye una excepción a la norma general del artículo anterior, en cuanto otorga el beneficio del desplazamiento, es decir la posibilidad de eximirse del pago de las cotizaciones exigidas por la legislación del lugar donde se presten los servicios, para los trabajadores dependientes contratados por un empleador con domicilio en el territorio de una de las Partes, que sean enviados a desempeñar sus labores en el territorio de la otra Parte, por un plazo máximo de cinco años, los que en materia de pago de cotizaciones continuarán regidos por la legislación de la primera Parte.


A continuación, los artículos 7 y 8 también constituyen excepciones a la norma del artículo 5, estableciendo respectivamente, la legislación aplicable en el caso de los marinos y tripulación aérea, y del personal diplomático, consular y empleados públicos.


En el caso de los marinos y tripulantes que se desempeñan en ambas Partes, se rigen por la legislación de la Parte cuya bandera enarbole el barco.


Tratándose del personal que presta servicios a bordo de aeronaves, la norma dispone que se regirán por la ley del territorio en que el empleador tenga su domicilio principal, a menos que fueran habitualmente residentes en la otra Parte.


El artículo 9 establece que, en casos excepcionales, las autoridades competentes o los organismos de enlace podrán modificar las normas de los artículos 5 a 8, pero solo en lo relativo a personas o categorías de personas.


Luego, el artículo 10 se refiere a los acuerdos administrativos y de cooperación, estableciendo las funciones que corresponderán a las respectivas autoridades competentes de las Partes, a saber: (1) El establecimiento de los acuerdos administrativos necesarios para la aplicación del Convenio; (2) El establecimiento de los organismos de enlace; (3) La comunicación entre las Partes de toda información relativa a las medidas que hayan adoptado para la aplicación del Convenio y los cambios en su legislación nacional que afecten su aplicación. Este artículo contempla, además, diversas normas referentes a los distintos certificados y a la confidencialidad de la información sobre las personas a las que se aplique el Convenio.


El artículo 11 trata la forma en que se solucionarán las controversias que puedan surgir respecto de la interpretación o aplicación del Convenio, disponiendo que aquellas deberán resolverse mediante acuerdos de las autoridades competentes o, en su defecto, a través de arbitraje, mediación u otro procedimiento acordado.


Posteriormente, el artículo 12 establece que, en el caso de los trabajadores dependientes destinados al territorio de una Parte antes de la entrada en vigencia del Convenio, se considerará que su período de desplazamiento se ha iniciado en la fecha de entrada en vigencia de éste.


El artículo 13 indica la forma en que cada una de las Partes deberá notificar a la otra que ha completado los procedimientos requeridos por su legislación para la entrada en vigor del Convenio, agregando que éste entrará en vigencia el primer día del tercer mes calendario posterior a la fecha de la última notificación.


Enseguida, el artículo 14, referido a la duración del Convenio, establece que éste se mantendrá vigente indefinidamente, pudiendo cada una de las Partes denunciarlo con a lo menos seis meses de anticipación.


Por último, el artículo 15 establece que, en caso de terminación del Convenio, se mantendrá todo derecho a prestaciones que una persona haya adquirido, a menos que se celebre un nuevo Convenio, correspondiendo, por su parte, a las autoridades competentes resolver los casos de derechos en proceso de ser adquiridos.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ignacio Walker colocó en discusión el proyecto.


El Jefe de la División de Asesoría Legislativa y Coordinación Internacional del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Contador, señaló que Chile es el primer país latinoamericano en suscribir un Convenio de Seguridad Social con Gran Bretaña. Agregó que este Convenio rige tanto para el Sistema de Pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia basado en la capitalización individual, como para el sistema de pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia administrado por el Instituto de Previsión Social.





Expresó que este Convenio reconoce el principio de la igualdad de trato, es decir, toda persona que se rija o se haya regido por la legislación de alguna de las Partes tendrá, durante su permanencia en el territorio de la otra Parte, los mismos derechos y obligaciones que un nacional de esa Parte.





El señor Contador indicó que este instrumento contempla regulaciones referidas a la doble cotización previsional y al desplazamiento de los trabajadores, que están sujetos a la legislación chilena  y británica.





Explicó que, por regla general, el asegurado sólo cotiza para la seguridad social del país donde trabaja. Sin embargo, el Convenio establece disposiciones especiales que modifican esta regla general, desde dos grandes perspectivas. En primer lugar, respecto de los trabajadores que se trasladen a prestar servicios desde el territorio de una Parte a la otra Parte, se establece que ellos tendrán la obligación de cotizar en aquella Parte, en la cual mantienen la condición de residente habitual. Añadió, que por otra parte, respecto de los trabajadores desplazados o trasladados, este instrumento internacional establece disposiciones especiales que les permiten continuar cotizando en su país de origen por un plazo de cinco años.





El señor Contador concluyó señalando que, de este modo, el Convenio permite que, tanto los trabajadores chilenos que se trasladen a Gran Bretaña, como aquellos que sean desplazados por razones de trabajo a prestar temporalmente servicios en esa misma nación, continúen siendo protegidos por la Seguridad Social chilena, y de esta forma eviten la doble cotización previsional.





El Honorable Senador señor Letelier preguntó por qué no se pudo llegar a acuerdo en materia de pensiones.





El señor Contador aclaró que Gran Bretaña no quiso negociar lo relativo a pensiones, por cuanto es muy complejo obtener las autorizaciones internas en dicho país. Agregó que, sumado a lo anterior, la colonia chilena en Gran Bretaña solo alcanza a las 6.957 personas y los residentes ingleses en Chile a 2.000.


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma consultó sobre la forma en que opera el pago de cotizaciones para los trabajadores chilenos en Gran Bretaña.


El señor Contador precisó que si un trabajador presta servicios en Chile y es enviado a trabajar a Gran Bretaña, debe realizarse su cotización en Chile, donde la Superintendencia certifica aquello para eximirlo de cotizar en el extranjero.


Manifestó que si el trabajador presta servicios para alguna empresa de Gran Bretaña, debe tener relación laboral con un empleador en Chile para efectos de evitar la doble cotización previsional, mediante un formulario de residente habitual en Chile.


La Abogada de la Superintendencia de Pensiones, señora Monjes, complementó lo anterior indicando que la cotización previsional se hace con el objeto de que continúe el vínculo previsional y evitar la doble cotización de la misma naturaleza.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que este Convenio es un avance limitado pero necesario. Agregó que todos estos instrumentos internacionales se encaminan a facilitar la vida de las personas frente a la globalización.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Letelier, Tuma y Walker, don Ignacio.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago, con fecha 13 de marzo de 2012.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 30 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 30 de abril 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y ROSSI, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.640 CON EL FIN DE HABILITAR UN NUEVO PLAZO DE DECLARACIÓN DE CANDIDATURAS EN LA ELECCIÓN PRIMARIA, QUE DEBE REALIZARSE EL DÍA 30 DE JUNIO DE 2013, PARA NOMINAR CANDIDATOS A CARGOS PARLAMENTARIOS 

(8923-06)

Exposición de motivos.

Constituye un hecho público y notorio, que por cierto los legisladores no podemos ignorar, que la ciudadanía ha ido experimentando una pérdida de confianza en las instituciones políticas, particularmente en los partidos de diverso signo. Ello se debe a que existe la percepción que la clase política es cerrada, y existe un reducido número de dirigentes que siempre son los mismos, que van deambulando por los diversos cargos, tanto de elección popular, como de designación presidencial, y que no permiten una renovación de los liderazgos, que se van perpetuando y anquilosando. 

Tal impresión ha provocado una innegable crisis de representatividad popular, por lo cual quienes participamos en la actividad política estamos obligados a revertirla, para que haya mayores niveles de participación y transparencia en los procesos electorales.

Las elecciones primarias, permiten precisamente que haya renovación de dirigentes, en un marco de transparencia y legítima competencia, con igualdad de oportunidades para el acceso a los cargos de representación popular.

 Y así se encuentra consagrado en nuestra Carta Magna, en cuyo artículo 19 Nº 15, se establece que “una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca la ley”.

Solo con fecha 6 de diciembre del año 2012, comenzó a regir la ley Nº 20.640, que da cumplimiento a este mandato constitucional, iniciativa legal que fue impulsada por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, que supo encauzar la indispensable necesidad de democratización de los partidos políticos.

En virtud de la vigencia de este cuerpo legal, se nos impone el deber ineludible, a quienes detentamos cargos de representación popular a incentivar a los miles de jóvenes que han pasado a formar parte de la fuerza electoral, para que se motiven por la actividad política y vayan conformando la generación de recambio en la dirigencia, que necesariamente debe producirse.

Porque de esta forma revitalizaremos la democracia de los partidos, permitiendo que estas colectividades tengan un rol fundamental en el sistema democrático representativo que rige en nuestro país. Asimismo, se logrará que los electores asuman como parte de sus principios y valores, que tan relevante como el ejercicio libre del derecho a sufragio, lo es el poder participar en la determinación de los nombres de las personas que formarán parte del voto.

De lo contario, no nos quedará sino ser testigos presenciales de tener una vez más un grado de abstención, más alto aún que el que se produjo para las elecciones municipales del año recién pasado.

El artículo 3º de la ley, que establece elecciones primarias, dispone que en el caso de la nominación para candidatos a los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios, dicho acto será de carácter nacional y deberá realizarse el vigésimo domingo anterior a la fecha de la elección del Presidente de la República.

Como dicho acto eleccionario se realizará el 17 de noviembre del año en curso, corresponde que las elecciones primarias tanto para ese cargo como para el de los parlamentarios, se efectúe el domingo 30 de junio próximo.

Por su parte, el artículo 14 de la citada ley, dispone que las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, a Parlamentario y a Alcalde para participar en las elecciones primarias, sólo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del sexagésimo día anterior a aquel en que deba realizarse la elección primaria.

Por lo tanto, para el caso de las elecciones primarias que se realicen durante el presente año, para la nominación de candidatos a Presidente de la República y Parlamentarios, dicho plazo expiró a las veinticuatro horas del día 1º de mayo en curso.

Ahora bien, a la culminación del mencionado plazo, solo un partido político, Renovación Nacional, efectuó la declaración de candidaturas a cargos parlamentarios en diez distritos, por lo que ha hecho uso de este sistema, que no obstante ser voluntario, importa un alto concepto de la democratización de los partidos políticos.

Hubo otras colectividades que no obstante los esfuerzos que desplegaron en orden a definir, tanto los candidatos a dichas elecciones primarias, como las circunscripciones y distritos en que los mismos optarán a los cargos parlamentarios, no les fue posible efectuar dichas declaraciones dentro del plazo establecido en la ley.

Como se trata de la primera oportunidad en que se llevan a cabo comicios electorales, con un marco legal que regule debidamente el sistema de elecciones primarias, resulta indudable que las colectividades que no pudieron llevar a cabo la inscripción de sus candidaturas para participar en las mismas, no contarán con un sistema regulado para dicho propósito, pese a que estén dispuestos a practicar elecciones primeras con un procedimiento alternativo, acordado entre ellos. Sin embargo, al no estar normado legalmente, no tiene efectos vinculantes, y solo provocará conflictos entre los partidos que participen de un pacto electoral, o al interior de las colectividades que lo integran.

En tal virtud, estimamos que de forma excepcional, para las elecciones primarias que tienen por objeto definir las candidaturas parlamentarias para la elección del presente año, debieran contar con un plazo adicional, que consideramos adecuado fijar, hasta las veinticuatro horas del día 20 de mayo de 2013.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Agrégase el siguiente artículo 3º transitorio nuevo a la ley Nº 20.640:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14, para las elecciones parlamentarias que se llevarán a cabo el 17 de noviembre de 2013, las declaraciones de candidaturas para las elecciones primarias, podrán hacerse, en forma excepcional y para esto solo efecto, hasta las veinticuatro horas del día 20 de mayo del mismo año.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN EL TÍTULO III DEL LIBRO SEGUNDO DEL CÓDIGO PENAL UN PÁRRAFO QUE TIPIFICA Y SANCIONA DELITOS CONTRA EL MEDIO AMBIENTE, Y ADECUA LA LEGISLACIÓN VIGENTE EN LA MATERIA

 (8920-07)

I. Motivación.

El artículo 19 Nº 8 de nuestra Carta Fundamental establece el derecho de toda persona a “vivir en un medio ambiente libre de contaminación”. Del mismo modo establece esta disposición que será “deber del Estado velar que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”.

Sin perjuicio de que este derecho fundamental fue consagrado en nuestra Constitución en 1980, no fue sino hasta 1994 que nuestro país estableció un sistema legal de tutela ambiental, ello con la promulgación de la ley sobre bases generales del medio ambiente (ley 19.300), sumándose tardíamente a un proceso de institucionalización de la protección del medio ambiente el cual se había desarrollado fuertemente en la década de los años setenta en el resto del orbe. 

El establecimiento tardío de un sistema legal de protección del medio posee particular relevancia en un país que basa su desarrollo económico en la explotación de sus recursos naturales. En este sentido vale la pena recordar que desde 1990 “Chile ha experimentado un crecimiento económico rápido, crecientemente diversificado y liderado por las exportaciones, con un crecimiento del 108% del PIB”, el que “ha ejercido una considerable presión sobre algunos recursos naturales, sobre todo en los sectores de mayor auge como la minería, silvicultura y acuicultura”
. En este sentido debemos de considerar que Chile es actualmente uno de los mayores productores de cobre del mundo y que su producción minera ha crecido desde 1990 en un 265%, que es el tercer exportador de astillas de maderas y el sexto exportador de celulosa del mundo, poseyendo una presencia relevante en la producción de salmónidos.

El sistema creado por la original redacción de la ley 19.300 tuvo su principal eje de acción en la extinta Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA), ente que reunía la totalidad de las competencias ambientales establecidas en la ley (evaluación ambiental de proyectos, dictación de normas de contenido ambiental, diseño de políticas ambientales y fiscalización).

La ley 19.300 fue de manera relevante modificada a través de la ley 20.417, publicada en el diario oficial con fecha 26 de enero de 2010, generándose una profunda reforma a la institucionalidad vigente a esa fecha en materia de protección del medio ambiente.

Dentro de los organismos creados por la ley 20.417 se encuentra la Superintendencia del Medio Ambiente, entidad que estará especialmente encargada de la fiscalización de los mecanismos de gestión ambiental.

Este hecho cobra particular relevancia en cuanto diversas evaluaciones efectuadas al sistema de protección ambiental coincidían al establecer que dicho modelo tenía un déficit relevante en materia de fiscalización y sanción, mostrándose los establecidos como medios absolutamente insuficientes para otorgar una adecuada protección al medio ambiente.

Sin perjuicio de la existencia de este proceso de reforma un aspecto que quedó fuera del debate legislativo es aquel que dice relación con el establecimiento de un sistema de tipos penales que puedan otorgar protección al medio ambiente. Esta situación parece problemática desde varias perspectivas.

Un análisis de los registros estadísticos, tanto del Ministerio Público como de la Policía de Investigaciones de Chile, dan cuenta de que el sistema de persecución criminal está siendo utilizado cada vez con mayor fuerza para intentar dar protección al medio ambiente, dándose aplicación para ello una serie de disposiciones de antigua data contempladas en nuestro Código Penal y otras de data más reciente consagradas en leyes especiales. 

Así según los Informes Estadísticos del Ministerio Público referentes a la materia
, entre diciembre del año 2000 a diciembre de 2011 han sido tramitados por la Fiscalía un total de 3.833 casos, siendo su distribución anual la que se resume en la siguiente tabla: 

	Año
	2000 a 2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011

	Casos ingresados
	702
	261
	286
	355
	414
	764
	1.051


De esta manera es posible apreciar que desde 2006 a 2010 la cantidad de casos ingresados ha aumentado en alrededor de un 33%.

Además, estos mismos registros dan cuenta de que de la totalidad de casos ingresados entre 2010 y 2011 un 49,9% se refiere al delito de usurpación de aguas, un 13,9% a los delitos contemplados en la ley de bosques, un 11,8% a los delitos contemplados en la ley de monumentos nacionales y un 10% a los delitos contemplados en la ley general de pesca y acuicultura.

Del mismo modo estos registros demuestran que las regiones que poseen un mayor nivel de ingresos son la V (17,4%), VII (11,3%), VIII (10,8%), Metropolitana Occidente (8,7%) y IV (7,2%).

En cuanto a la forma de término que se ha dado a esta clase de delitos los registros de la Fiscalía Nacional dan cuenta de que el 42% ha sido terminado por archivo provisional, un 15% por suspensión condicional del procedimiento y un 12% por decisión de no perseverar.

Así las cosas, el principal término judicial está dado por la suspensión condicional del procedimiento, seguida por la facultad de no perseverar, el acuerdo reparatorio (4%) y la sentencia definitiva condenatoria (3%). De esta manera los términos judiciales poseen un menor nivel de aplicación en relación a las estadísticas generales referentes a otras clases de delito.

A efectos de complementar este análisis interesante es analizar que las estadísticas oficiales de la Jefatura Nacional de Delitos contra el Medio Ambiente, de la Policía de Investigaciones de Chile
, también demuestran la existencia de aumentos relevantes en la tasa de ingresos al sistema penal en este ámbito de materias.

Así, según las estadísticas de dicha entidad durante el 2009 la Brigada de Delitos contra el Medio Ambiente y el Patrimonio Cultural (BIDEMA) de Arica participó en la resolución de 149 investigaciones, mientras que en 2010 esta cifra subió a 193, siendo en ambos años los delitos más investigados los relativos al maltrato de animales, los contemplados en la ley general de pesca y en la ley de monumentos nacionales. 

En relación a la BIDEMA de la Región Metropolitana durante el año 2009 esta unidad desarrolló un total de 289 investigaciones, esto mientras que en el año 2010 dicho número superó las 440 indagaciones, siendo las hipótesis más investigadas las referentes al maltrato de animales, los delitos contemplados en la ley de caza, los tipos penales establecidos en la ley de monumentos nacionales y aquellas afectaciones de la salud animal o vegetal. Sólo la BIDEMA de Aysén registra una disminución en las investigaciones desarrolladas entre 2009 y 2010, disminuyendo estas de un total de 94 indagaciones a 70, situación que puede deberse a la entrada en funcionamiento de la BIDEMA de Valdivia durante 2010, la cual participó en un total de 33 investigaciones referidas a delitos cometidos en la zona sur del país, preponderando en esta las investigaciones vinculadas al delito de tala ilegal de bosques y aquellos contemplados en la ley general de pesca.

Este aumento en los niveles de persecución criminal se debe a una decisión adoptada por el Ministerio Público en orden a intentar, a través de los tipos penales hoy vigentes, otorgar tutela al medio ambiente y sus diversos componentes. Esta praxis de persecución criminal ha sido reconocida de manera expresa por la Fiscalía Nacional
 siendo una de sus primeras manifestaciones el nombramiento en noviembre del año 2009, de 11 fiscales adjuntos, en 9 regiones del país, con especialidad medioambiental, iniciándose desde esa fecha un proceso de capacitación a su respecto y coordinación interinstitucional, tanto en materia investigativa como en cuanto a los aspectos legales, especialmente aplicables en la materia
. Este proceso ha continuado su desarrollo hasta el día de hoy, así, a la fecha, todas las regiones de nuestro país cuentan con a lo menos un fiscal especializado en estas materias.

A su vez, en el contexto de esta evolución, debemos destacar la creación en diciembre del año 2002, por parte de la Policía de Investigaciones de Chile, de la ya referida BIDEMA, unidad que posee una fuerte presencia de profesionales
 de alguna forma relacionados con la problemática medioambiental y cuya labor es precisamente el llevar adelante indagaciones vinculadas al medio ambiente que puedan estar sancionadas por la ley penal. Hoy dicha unidad tiene oficinas instaladas en Arica, Antofagasta, Copiapó, Santiago, Isla de Pascua, Valdivia y Aysén, encontrándose en proyecto la creación de una BIDEMA para la ciudad de Concepción. Por su parte Carabineros de Chile posee desde hace años un Departamento Forestal y de Medio Ambiente (OS 5), entidad que sin perjuicio de poseer una menor dotación que la BIDEMA de todas formas colabora en algunas investigaciones relacionadas con la problemática ambiental.

Como podemos apreciar desde el año 2000 a la fecha se ha venido desarrollando una práctica de persecución penal en materia ambiental, la cual ha sido liderada por el Ministerio Público, ello a pesar de que nuestro ordenamiento legal carece de un sistema de tipos penales destinados al efecto y de que la ley 20.417 prescindió de su consagración. 

La complejidad del estado de situación actual se hace evidente si consideramos que a pesar de que en nuestro país no existe una decisión legislativa expresa en relación a otorgar protección penal (y su particular fuerza en la afectación de derechos fundamentales del justiciable) al medio ambiente, desde el año 2000 existe un aumento sostenidos en el número de personas y actividades sometidas al particularmente intenso sistema de indagación criminal.

A este hecho debemos sumarle que en la actualidad esta práctica de persecución criminal se efectúa en base a tipos penales de antigua data consagrados en el Código Penal, los cuales si bien se vinculan de alguna manera con elementos que integran el medio ambiente lo cierto es que no lo reconocen como bien jurídico tutelado. A su vez esta práctica de persecución penal hace uso de algunos tipos penales consagrados más recientemente en leyes especiales, los cuales si bien poseen una mayor vinculación con su protección carecen de toda vinculación (incluso conceptual) con el sistema legal de protección del medio ambiente instaurado en la ley 19.300, generándose relevantes conflictos interpretativos.

A lo señalado debemos agregar el hecho de que los tipos penales utilizados en la tutela del medio ambiente parecen insuficientes para que el Ministerio Público pueda resolver de manera adecuada y proporcional las denuncias que se someten a su conocimiento. Así es habitual que en estas materias apreciemos la imposición de sanciones por situaciones de bagatela o de poca monta y que hipótesis de mayor gravedad carezcan de tipos penales que les sean aplicables
.

A ello debemos agregar la solicitud de fiscales y funcionarios policiales en torno a contar con mejores recursos técnicos y mayores niveles de capacitación para asumir el desafío de llevar adelante, adecuadamente, indagaciones en materia ambiental.

A todo este complejo escenario debemos sumar el hecho de que la ley 20.417 si bien consagró un sistema de fiscalización que posee relevantes medidas de indagación y fuertes sanciones (revocación de RCA y multas que pueden llegar hasta los U$ 8 millones), no contempló ninguna medida de coordinación con la persecución penal de situaciones de afectación al medio ambiente ya instaurada en nuestro país.

Todo lo anterior genera en el ámbito de persecución penal del medio ambiente fuertes niveles de inseguridad (desde la perspectiva de quien sufre la indagación penal) y relevantes lagunas de impunidad (desde la perspectiva del persecutor y la ciudadanía), complejo estado de situación al que debemos sumarle la existencia de probables descoordinaciones entre el sistema sancionatorio consagrado en la ley 20.417 y la aplicación de aquellos tipos penales que hoy se utilizan en la materia.

Por todo lo ya expuesto parece necesario debatir desde la perspectiva legislativa de si en nuestro país consagraremos tipos penales destinados a dar protección al medio ambiente. Evidentemente el presente proyecto de ley opta por la afirmativa en atención a las razones que a continuación se expondrán. 

En los últimos 5 años hemos podido visualizar un cambio de relevancia en los intereses que mueven a nuestra sociedad. No es una novedad señalar que la problemática ambiental se ha transformado en una de las cuestiones de mayor relevancia para los ciudadanos en nuestro país. Ello no sólo se ve reflejado en diversas encuestas de opinión sino que se puede apreciar en la tasa creciente de litigiosidad que existe en la materia (fundada en una oposición ciudadana y organizada respecto de algunos proyectos de inversión) y en masivas manifestaciones públicas cuya finalidad ha sido el expresar el descontento ciudadano ante iniciativas puntuales. Cuesta identificar en nuestro país otros intereses que hayan sido capaces de generar acciones ciudadanas masivas y organizadas (salvo las demandas formuladas en materia de educación) como las que se han desarrollado en el ámbito de la protección medioambiental.

Este fenómeno responde a una profunda modificación en los intereses de nuestra comunidad, la que hoy reclama de manera creciente, mayores niveles de protección en relación al medio ambiente, situación que se genera por una profundización en el proceso de toma de conciencia vinculado al hecho de que el medio ambiente está compuesto por bienes que por su naturaleza son agotables y cuya mantención, en cantidad y calidad suficiente, es indispensable para asegurar la supervivencia tanto de las actuales generaciones como de las futuras, cuestión que cobra particular relevancia en un país que, todavía en vías de desarrollo, basa su crecimiento económico en una relevante explotación de sus recursos naturales. Así las cosas la protección de una adecuada relación de uso-conservación de estos cobra mayor relevancia que en el pasado.

Por último, la existencia de una regulación penal sistemática en la materia permitirá colaborar en la resolución de las problemáticas ya enunciadas (inseguridad jurídica y lagunas de punición), constituyendo una oportunidad para generar una adecuada coordinación con el sistema de fiscalización y sanción consagrado en la ley 20.417, cuestión de la mayor relevancia si consideramos que el delito ambiental  “se trata de un delito de fiscalización, de modo que el número de casos policialmente registrados depende en forma importante de la relación entre comportamiento de control y comportamiento de denuncia”
. Desde esta perspectiva es posible pronosticar que la entrada en funcionamiento de las potestades plenas de la Superintendencia del Medio Ambiente (hecho ocurrido el 28 de diciembre de 2012) incrementará muy probablemente el índice de denuncias formuladas al Ministerio Público, en particular en aquellas infracciones que sean calificadas como gravísimas por la Superintendencia en cuanto estas implican a una grave afectación al medio ambiente o la generación de riesgos para la salud de las personas. 

II. Revisión del derecho internacional y comparado en la materia.

Una cuestión que debemos tener en consideración es que el debate acerca de otorgar tutela penal al medio ambiente nace prácticamente junto a la decisión de entregarle a éste un sistema legal, de carácter eminentemente administrativo, destinado de forma específica a su protección. En este sentido el derecho penal, desde los albores del derecho ambiental, fue considerado como una herramienta posible de utilizar para lograr su efectiva protección.

Un ejemplo que da cuenta del inicio de esta la evolución lo encontramos en el proyecto de articulado sobre responsabilidad de los Estados, elaborado por la Comisión de Derecho Internacional de Naciones Unidas en 1976, en el cual para los efectos de distinguir entre crímenes y delitos internacionales señala en su artículo 19: “Sin perjuicio de las disposiciones del párrafo 2 y de conformidad con las normas de derecho internacional en vigor, un crimen internacional puede resultar particular:…d) de una violación grave y en gran escala de una obligación internacional de importancia esencial para la salvaguardia y protección del medio humano, como las que prohíben la contaminación masiva de la atmósfera y de los mares”.
Otro ejemplo en el ámbito internacional lo podemos encontrar en la Resolución Nº 28 adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa, de 1978, en la cual se afirmaba que “tras considerar la necesidad de proteger la salud de los seres humanos, animales y plantas…y…la necesidad de recurrir al Derecho Penal como última ratio cuando otras medidas no se aplican, son inefectivas o inadecuadas, el Comité se considera obligado a efectuar las siguientes recomendaciones a los Estados miembros: 1. Los Estados miembros deben someter a consideración el posible uso de sanciones penales cuando se produzcan daños al medio ambiente…”.

Del mismo modo durante el desarrollo del Congreso de la Asociación Internacional de Derecho Penal, celebrado en Hamburgo en 1979, una de las cuestiones de más amplio debate fue precisamente la penalización de los atentados que afectasen al medio ambiente.

Nuevos ejemplos en esta materia los encontramos en diversas resoluciones, recomendaciones y documentos elaborados o suscritos por Naciones Unidas, entre los cuales podemos mencionar: 

(i) la resolución 45/121, de 14 diciembre de 1990, a través de la cual la Asamblea General acogió con satisfacción los instrumentos y acuerdos adoptados por el Octavo Congreso sobre Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente, incluyendo aquellas recomendaciones referentes al papel que le compete al derecho penal en la protección de la naturaleza y el medio ambiente;

(ii) la resolución 1993/28, de 27 de julio de 1993, sobre el papel del derecho penal en la protección del medio ambiente, en la que se tomó nota de las conclusiones del Seminario sobre la Política de Derecho Penal en la Protección de la Naturaleza y el Medio Ambiente en un Perspectiva Europea, celebrado en Lauchhammer, Alemania, entre el 25 y el 29 abril de 1992; 

(iii) la resolución 1993/32, de 27 de julio de 1993, sobre los preparativos para el Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente, en la que se aprobó su programa provisional incluyendo un tema titulado "Medidas contra la nacional y la delincuencia transnacional organizada y económica, y la función del derecho penal en la protección del medio ambiente: experiencias nacionales y la cooperación internacional "; 

(iv) las recomendaciones de las reuniones regionales preparatorias para el Noveno Congreso relativas a la protección del medio ambiente mediante el derecho penal; 

(v) el informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su cuadragésima tercera sesión, en el cual se incorporan el proyecto de Código de Crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, refiriéndose su artículo 26 a los daños intencionales y graves al medio ambiente; 

(vi) la recomendación del coloquio de la Asociación Internacional de Derecho Penal celebrado en Ottawa, Canadá, en noviembre de 1992, para ser considerado para su aprobación por el decimoquinto Congreso Internacional de Derecho Penal; 

(vii) la reunión del Grupo Especial de Expertos sobre las formas más eficaces de cooperación internacional contra la delincuencia transnacional, incluida la delincuencia ambiental, efectuada en Viena del 7 al 10 diciembre de 1993; y 

(viii) el informe de la Reunión Internacional de Expertos sobre el uso de sanciones penales para la protección del medio ambiente, en el ámbito internacional, nacional y regional, celebrada en Portland, Estados Unidos, entre el 19 y el 23 de marzo de 1994.

Particular relevancia reviste a nuestro juicio la resolución 1994/15, dictada en la 43ª sesión plenaria del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, celebrada el 25 de Julio de 1994, la cual invita “a los Estados miembros y los organismos pertinentes a que continúen sus esfuerzos para proteger la naturaleza y el medio ambiente mediante el desarrollo de leyes y el fomento de la cooperación jurídica y técnica y, en el desarrollo de las leyes penales relacionadas con la protección del medio ambiente, a considerar las recomendaciones anexas a la presente resolución”, esto junto con incorporar un anexo destinado sólo a recomendaciones vinculadas a la consagración de una legislación penal ambiental a nivel nacional. Esta resolución luego fue complementada por la Nº 1996/10, del mismo Consejo Económico y Social.

Es interesante constatar que, según lo expuesto, en el ámbito del derecho internacional existe una tendencia a recomendar la incorporación de tipos penales de carácter ambiental en las legislaciones nacionales.

Esta preocupación internacional por otorgar tutela penal al medio ambiente se vio refrendada en distintos derechos nacionales. Así, en Estados Unidos, en el tercer tercio del siglo XX fueron dictadas las primeras disposiciones penales para proteger el medio ambiente, incorporadas en la Clean Air Act de 1970 y en la Clean Water Act de 1972. También en 1970 Japón dictó su ley penal del medio ambiente, estableciendo en ella delitos de carácter dolosos y culposos vinculados a la protección del ambiente y sus componentes. 

Posteriormente en 1980, con la dictación de la primera ley para combatir la criminalidad medioambiental, la protección penal del medio ambiente fue incorporada al Código Penal Alemán; a su vez, en España este mismo proceso se produjo en 1983, a partir de la consagración del artículo 347 bis, el cual incorporó por primera vez un “delito ecológico” en su catálogo de tipos penales; en Italia un hito importante en esta materia lo constituye la dictación de la ley Nº 431, de 1985, sobre disposiciones urgentes para las zonas de particular interés ambiental.

En el contexto del desarrollo descrito no podemos dejar de mencionar la dictación de la Directiva 2008/99/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de Europa, de fecha 19 de noviembre de 2008, referente a la protección del medio ambiente por el derecho penal. Esta Directiva establece la obligación de los estados miembros de la Unión Europea de prever sanciones penales, en el marco de sus derechos internos, respecto de las infracciones graves a las disposiciones del derecho comunitario sobre protección del medio ambiente, proscribiendo a lo menos 9 conductas que deben ser tipificadas como delito y consagrando un sistema de responsabilidad penal de la persona jurídica a su respecto. Esta Directiva se encuentra en pleno proceso de transposición por los Estados miembros, habiéndose este desarrollado en países tales como Alemania y España, los cuales ya contaban con sistemas de tutela penal en materia ambiental.

Según lo visto, podemos señalar que desde la década del ´70 ha existido un sostenido desarrollo de herramientas que tienden a incentivar a los países a crear sistemas legales de protección del medio ambiente, tanto a nivel de derecho administrativo como penal. Del mismo modo podemos observar que el proceso de incorporación de tipos penales vinculados a la materia se ha ido estableciendo como un mínimo común denominador en los últimos años.

Una aproximación de futuro a la materia en comento parece estar vinculada a la globalización de esta clase de disposiciones. En este sentido seguimos a Roland Hefendehl, quien al respecto señala: “llevamos décadas hablando del derecho penal medioambiental y aun así el asunto se nos va escurriendo de manera inexorable. Comprendemos perfectamente el postulado: que no es posible proteger el medio ambiente con una regulación que sólo opera a nivel nacional y que, para lograr una regulación eficiente, probablemente con ello sacrificamos principios jurídico-penales básicos”
.
Pues bien, de esta discusión que hace décadas acaece en diversos foros internacionales Chile sólo ha sido un mero espectador, manteniéndose al margen totalmente de este debate. Hoy la fuerza de los hechos parece avizorar que nuestra legislación deberá más temprano que tarde abordar esta problemática, toda vez que sin contar con una legislación penal acorde ya existe en nuestro país una práctica punitiva cada vez más asentada en relación a atentados contra el medio ambiente, situación que ha generado las problemáticas que se han venido enunciando en la presente moción.

III. Otros proyectos de ley vinculados a la materia.

A la fecha de presentación del presente proyecto debemos destacar que existen otras iniciativas que se han tramitado ante el Congreso Nacional, las cuales no han prosperado en su trámite legislativo. A continuación expondremos un listado de proyectos de ley relativos a la instauración de tipos penales referidos a la protección del medio ambiente y señalaremos que los diferencia del presente proyecto, demostrándose de esta forma la necesidad de dar lugar a su íntegra tramitación.

1.- Boletín N° 2177-12 en el que se tipifica un delito contra el medio ambiente de carácter general.

Este proyecto de ley fue ingresado al Congreso Nacional con fecha 3 de junio de 1998 encontrándose en la actualidad archivado por no tener tramitación durante dos años.

Este proyecto, que consta de cuatro artículos, establece un tipo penal de carácter general que sanciona la infracción de normas primarias de calidad ambiental que pudiesen generar un riesgo de afectación para la salud o la vida de las personas, o para la protección o conservación del medio ambiente.

El resto del articulado se refiere a la aplicación de una agravante por muerte de alguna persona determinada a causa de la comisión del delito previsto en el artículo 1º, la aplicación de una agravante ante hipótesis de daño ambiental irreparable y el establecimiento expreso de que las sanciones penales son compatibles con otras, de diversa naturaleza jurídica, que puedan imponerse en relación a los mismos hechos.

Lo cierto es que el proyecto referido posee relevantes diferencias con el que se propone, en primer término en cuanto éste no ha optado por un tipo penal de carácter general en materia ambiental, sino que básicamente sanciona la producción de graves afectaciones en relación a los diversos elementos naturales que componen el medio ambiente.

Una segunda distinción relevante es que el proyecto propuesto no contempla la infracción de una norma de calidad como presupuesto de su aplicación, ello en cuanto estas no son exigibles respecto de un emisor particular, motivo por el cual su infracción no puede imputarse, según nuestro ordenamiento jurídico chileno, de manera unívoca a un solo agente.

2.- Boletín Nº 2401-12 en el que se establecen penalidades respecto de vertederos clandestinos.

Este proyecto inició su tramitación con fecha 9 de septiembre de 1999, encontrándose a la fecha archivado, constando de un artículo único el cual incorpora en el Código Penal un artículo 319 a, a través del cual se sanciona a quien “mantuviere, administrare, operare o explotare vertederos, depósitos de basura o rellenos sanitarios ilegales”, así como a quien “transporte, conduzca, traslade o deposite basuras, desechos o residuos en dichos lugares”.

La disposición propuesta se encuentra de alguna forma recogida en el artículo 161-LL del articulado propuesto en esta presentación, el cual sanciona el transporte, depósito y almacenamiento ilegal de particulares elementos, los cuales poseen una reconocida peligrosidad (residuos peligrosos y hospitalarios), diferenciándose de esta manera del proyecto en comento el cual no efectúa distinción alguna a la hora de punir alguna de las conductas descritas en relación al manejo de residuos.

3.- Boletín Nº 4256-12 que sanciona delitos cometidos en contra del medio ambiente y consagra la responsabilidad penal de la persona jurídica a su respecto.

Este proyecto ingresó a tramitación con fecha 21 de junio de 2006 y está en actual tramitación en el Congreso Nacional, en la etapa de su primer trámite constitucional.

En este proyecto, junto con establecerse en el artículo 1º del Código Penal la responsabilidad penal de la persona jurídica e incorporarse en su artículo 21 bis las penas a aplicarse a estas, se agrega a este cuerpo legal un Título XI denominado “De los delitos relativos al medio ambiente”, en el cual se consagran tres tipos penales diversos.

Un primer tipo penal consagra una hipótesis dolosa de grave daño ambiental, el cual se genera a causa de la operación de alguna actividad (agravándose para las hipótesis en que a causa del grave de daño se genere serio peligro para la vida o la salud de personas determinadas o bien se provoquen lesiones del artículo 398 del Código Penal o la muerte). El segundo tipo penal sanciona esta misma conducta pero en su variable negligente. El tercero contempla una figura de grave daño ambiental generado a consecuencia del incumplimiento de aquellas condiciones contenidas en las particulares autorizaciones ambientales que permiten el desarrollo de una actividad.

El resto del articulado regula la aplicación de un régimen especial de inhabilitaciones respecto de directores de empresas que hayan sido condenadas de conformidad a la ley, la consagración de que el régimen de responsabilidad penal no inhibe la aplicación de otros regímenes de responsabilidad legal, y luego consagra explícitamente que para los efectos del articulado propuesto el concepto de medio ambiente es aquel incorporado en la ley 19.300, respecto del cual ya hemos destacado su amplitud.

Las principales diferencias con el proyecto en actual tramitación dicen relación con que el articulado propuesto no consagra la responsabilidad penal de la persona jurídica, ello por cuanto a este respecto nuestro país cuenta con un régimen de responsabilidad recientemente estrenado y que posee relevantes mecanismos de sanción, cuyos efectos debemos apreciar antes de establecer el sistema más estricto de responsabilidad que reconoce nuestro ordenamiento jurídico. Además el proyecto propuesto se funda en un concepto más estricto de medio ambiente, excluyendo a su respecto aquellos elementos que no posean origen natural o que sean producto del desarrollo cultural o histórico, motivo por el cual restringe de manera relevante el ámbito de aplicación de la herramienta penal, ello teniendo en cuenta la aplicación de ultima ratio que debe hacerse respecto de esta herramienta punitiva.

4.- Boletín Nº 5654-12 que establece delitos medioambientales.

Este proyecto inició su tramitación con fecha 19 de diciembre de 2007 y en la actualidad se encuentra archivado.

Este proyecto de ley se integra por 17 artículos y una disposición transitoria, los cuales se dividen en 4 títulos, a saber: (i) De los delitos de grave contaminación ambiental, (ii) De los delitos contra recursos naturales, el patrimonio ambiental y cultural, (iii) De los delitos que afectan el correcto funcionamiento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y (iv) Disposiciones Varias.

El primer título contempla 3 figuras diversas. La primera de ellas sanciona a los responsables de una fuente emisora en cuyo manejo generen una “grave pérdida disminución, detrimento o menoscabo al medio ambiente o a uno o más de sus componentes”, hipótesis que se agrava por la puesta en serio peligro de la vida y la salud de las personas o la producción de su muerte o lesiones a más de una persona. 

La segunda disposición sanciona a quien de manera negligente o incumpliendo las disposiciones legales o reglamentarias “causare un grave daño ambiental”, modificando de alguna forma la denominación del resultado que se exige en el artículo 1º.

El artículo tercero sanciona el manejo no autorizado de sustancias tóxicas o peligrosas.

La definición del concepto de grave daño ambiental, al cual sólo hace referencia el artículo segundo del Título I, queda reservada para la dictación de un reglamento, cuestión que diferencia el proyecto en comento con el que se somete ahora a discusión, toda vez que éste último si bien exige para la realización de algunos de sus tipos penales la concurrencia de un grave daño, otorga por entregar en el propio texto legal criterios orientadores que permitan lograr una mejor definición de este concepto.

Una segunda diferencia de relevancia es que los tipos penales básicos del sistema que se propone en el proyecto de ley en análisis son delitos especiales, en cuanto sólo se aplican a quien sea el “responsable” de una fuente emisora, limitando de esta manera la aplicación de sanciones por la generación de un grave daño ambiental sólo a quienes posean esta calidad, dejando impunes hipótesis de grave afectación que no se generen como consecuencia de la diseminación de determinadas emisiones.

En el título II se contemplan disposiciones de muy diversa naturaleza, agrupadas bajo el epígrafe “De los delitos contra recursos naturales, el patrimonio ambiental y cultural”. La primera de sus disposiciones sanciona a quien sin título o autorización produzca un grave daño ambiental. La segunda disposición de este título consagra la variable negligente del tipo penal consagrado en el artículo 4º del proyecto.

El título III se diferencia ya completamente del articulado propuesto en el presente proyecto, en cuanto establece disposiciones que sancionan la evasión dolosa del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (tanto respecto de proyectos nuevos como de modificaciones de proyectos ya en ejecución), consagran una hipótesis particular de prevaricación administrativa y establecen un delito que sanciona a quien falsee antecedentes que deben ser sometidos a evaluación. Tipos penales de esta naturaleza no han sido considerados en el presente proyecto, en primer lugar porque la ley 20.417 ha establecido un régimen sancionatorio que contempla sanciones administrativas respecto de la evasión dolosa del sistema de evaluación y contempla una hipótesis infraccional agravada para quienes hagan entrega de información falsa. 

De esta forma se estima proporcional verificar en primer término el funcionamiento de este nuevo sistema de sanciones en forma previa a penalizar infracciones que no inciden directamente en la disponibilidad de los contingentes agotables que componen el medio ambiente. Respecto de la consagración de un delito especial de prevaricación administrativa se estima que no existen particulares fundamentos que permitan diferenciar el otorgamiento doloso o negligente de una autorización ambiental, respecto de otra clase de autorizaciones que también pueden tener efectos masivos. Desde esta perspectiva el presente proyecto se remite a las disposiciones existentes en la materia.

Por último una diferencia central con el proyecto en comento es que éste entiende al medio ambiente en los términos amplios del artículo 2 letra ll) de la ley 19.300, motivo por el cual todas las disposiciones que hacen referencia a una grave afectación deben entenderse referidas tanto a sus componentes naturales como artificiales, cuestión que hemos rechazado en atención al principio de aplicación de ultima ratio de la herramienta penal.

5.- Boletín Nº 6048-07 que tipifica hipótesis de emisiones atmosféricas en situaciones de emergencia o preemergencia.

El presente proyecto ingresó a tramitación el 2 de septiembre de 2008 y se encuentra actualmente en su primer trámite constitucional, consagrando un nuevo artículo 319 en el Código Penal el cual sanciona a quienes: “…en situaciones de pre emergencia, o emergencia ambiental decretada por la autoridad competente, provocare un grave daño ambiental o para la salud de las personas, producto de emisiones de gases de calderas, chimeneas u otros medios similares, de utilización industrial, o que efectuare emisiones de gases mediante vehículos motorizados infringiendo las limitaciones de circulación”. 

En el proyecto propuesto las afectaciones a la calidad del aire se encuentran establecidas en el artículo 161-E, el cual excluye expresamente la posibilidad de que emisiones generadas en un domicilio particular o por el uso de vehículos motorizados puedan configurar un delito en cuestión. 

6.- Boletín Nº 6754 sobre endurecimiento de penas del artículo 136 Ley General de Pesca y Acuicultura.

Este proyecto inició su tramitación el 9 de diciembre de 2009 encontrándose en su primer trámite constitucional y propone un aumento de la penalidad para el tipo penal doloso consagrado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este tipo penal es derogado en el proyecto propuesto, reservándose la aplicación del derecho penal sólo para la caza, captura, pesca o afectación ilegal de recursos hidrobiológicos que posean alguna categoría de conservación especial o se encuentren en veda, hipótesis en la cual la penalidad original contemplada en el artículo 136 ya referido se mantiene. 

IV. Bien Jurídico tutelado.

Nuestra actual legislación cuenta con un concepto de medio ambiente, señalado en el artículo 2 letra ll) de la ley 19.300, la que lo define como: “El sistema global constituido por elementos naturales y artificiales de naturaleza física, química o biológica, socioculturales y sus interacciones en permanente modificación por la acción humana o natural y que rige y condiciona la existencia y desarrollo de la vida en sus múltiples manifestaciones”. 

En relación a esta conceptualización la doctrina ha destacado en forma unánime su amplitud, señalando, parte de esta, que se asemeja más a un concepto de biosfera o ecósfera, en cuanto comprende todos los elementos que pueden formar parte de la existencia
, incorporándose al concepto tanto elementos naturales como artificiales, el cual toma como punto de referencia para su construcción cualquier forma de manifestación vital.

Si tenemos en consideración que “el establecimiento de una ley penal es un hecho institucional particularmente necesitado de legitimación debido a la inusual intensidad de su carácter potencialmente violador de derechos fundamentales”
, debemos de alguna manera verificar si la definición legal de medio ambiente es capaz de sustentar el uso de la herramienta punitiva que genera una mayor afectación en los derechos fundamentales del ciudadano, teniendo en especial consideración la amplitud de la definición legal ya reseñada. 

Un contrapunto relevante se genera al verificar que el concepto de medio ambiente tenido a la vista por los comisionados que dieron lugar a la redacción del artículo 19 Nº 8 de la Constitución Política de la República es mucho más estricto que aquel consagrado 14 años después en la ley Nº 19.300. 

Siguiendo a Cordero Vega en lo referente al estudio de las actas de la Comisión Ortúzar, podemos señalar que de “los antecedentes que proporciona la historia fidedigna del establecimiento del artículo 19, N° 8, de la Carta Fundamental, se deduce que la Constitución entiende por medio ambiente todo cuanto esté relacionado con la naturaleza estrictu sensu, o, como dijeron los comisionados, con el “equilibrio ecológico”, descartando, así, aquella otra visión integradora del ser humano que reconoce en el medio ambiente un sistema en el cual las personas conviven dentro de determinadas circunstancias externas que condicionan de cierta manera su existencia y que no proviene (sic) exclusivamente de la “naturaleza”, sino también de los demás elementos que convergen en la vida societaria, como son los sociales y culturales, entre otros”
. A partir de este mismo análisis es posible concluir que el concepto de medio ambiente consagrado en nuestra Carta Fundamental tiene como centro a la persona, entendiendo que el medio ambiente es el escenario que hace posible tanto su propia vida como la de las futuras generaciones.

En este último punto vale la pena destacar que dentro de los antecedentes tenidos a la vista por los comisionados (según da cuenta el Acta Nº 186 que da cuenta de sus sesiones) estuvo el informe titulado “Ideas básicas sobre protección constitucional y legal del medio ambiente y los recursos naturales”, elaborado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología. Este informe, el cual fue íntegramente aprobado por los Comisionados, señala expresamente que “Basados en el estudio de algunos elementos del problema del medio ambiente y recursos naturales en Chile, podemos concluir que el texto constitucional y la legislación deberían fundarse en los siguientes conceptos básicos: … b) Que el medio ambiente y los recursos naturales son patrimonio de todos los habitantes actuales y futuros de la nación...”
. De esta forma la consideración a las futuras generaciones fue uno de los aspectos considerados por los Comisionados al establecer un reconocimiento constitucional al derecho a vivir en un medio libre de contaminación y constituye, sin lugar a dudas, una de las principales motivaciones que sustenta la existencia del derecho del medio ambiente.

Según lo expuesto es posible señalar que en nuestro país el medio ambiente posee dos ámbitos de definiciones diversas desde la perspectiva legal, uno más restringido (el cual toma como centro a la persona humana y se refiere sólo a elementos naturales que hacen posible su vida) establecido en nuestra Constitución Política y otro más amplio (centrado en cualquier manifestación vital y que incorpora entre sus componentes elementos artificiales) contemplado en la ley Nº 19.300. Esta conclusión se ve refrendada al analizar la diversa conceptualización que el medio ambiente posee en el ámbito jurisprudencial, al comparar como este concepto ha sido comprendido en el conocimiento y fallo de la acción constitucional de protección versus a como ha sido entendido en la resolución de demandas por reparación de daño ambiental.

En atención al principio de la exclusiva protección de bienes jurídicos y, en particular, teniendo en consideración el principio de aplicación de ultima ratio de la herramienta penal es que para los efectos del presente proyecto de ley elaboraremos un concepto restrictivo de medio ambiente, más estricto que el contemplado en la ley Nº 19.300 y que entendemos posee una raigambre en la historia del establecimiento del artículo 19 Nº 8 en nuestra Carta Fundamental.

Así, entenderemos que el concepto de medio ambiente a ser tutelado incorpora los intereses de las generaciones presentes en mantener para sí, y para las generaciones venideras, determinados elementos indispensables para el desarrollo de la existencia de condiciones tales que aseguren una adecuada relación de uso-preservación de los recursos naturales. Este cúmulo de intereses de las actuales generaciones pretenden la conservación de una cantidad y calidad de aquellos elementos naturales caracterizados por ser contingentes agotables, los cuales constituyen medios necesarios e irremplazables para el desarrollo de la existencia del hombre. Estos elementos son el agua, el aire, el suelo y subsuelo, la flora y la fauna protegida y la atmósfera.

La particular relación de uso-conservación a la que se hace mención se encuentra consagrada en nuestro país en la regulación que rige la utilización de los recursos ya referidos, motivo por el cual cualquier sistema penal de protección del medio ambiente deberá configurarse como un refuerzo de las prohibiciones allí contempladas.

Entendemos también que el medio ambiente corresponde a un interés de naturaleza colectiva, residiendo su titularidad en la sociedad toda, en cuanto a su respecto nadie puede ser excluido en el uso de estos recursos y su consumo se asegura a todas las personas, en la medida de que se efectúe de conformidad al ordenamiento jurídico nacional.

V. Descripción general del sistema de tipos penales que se propone consagrar.

El sistema de tipos penales que se propone consagrar legislativamente posee las siguientes características:

1.- Se funda en la protección de un concepto de medio ambiente que tienen en su centro a la persona y que sólo reconoce como sus elementos integrantes a elementos naturales. Su finalidad está dada por reforzar el sistema de prohibiciones contemplado en la regulación medioambiental.

2.- Los tipos penales se establecerán en el Código Penal, a efectos de facilitar su interpretación y propender a una mayor sistematicidad. Ello implicará derogar o modificar buena parte del catálogo de tipos penales que hoy se usa en la materia, a efectos de evitar problemas de aplicación e interpretación.

3.- Se consagrarán tipos penales específicos en relación a los diversos elementos integrantes del medio ambiente en relación a particulares modo de ataque, evitando la consagración de un tipo penal genérico de “daño ambiental”, a efectos de dar mayor certidumbre y selectividad al sistema consagrado.

4.- Los tipos penales que se proponen se configuran sobre la base de la existencia de alguna vulneración a la regulación medio ambiental o a su régimen autorizatorio, asociando esta a efectos en algún elemento natural del medio ambiente de especial gravedad.

5.- Se consagra expresamente un régimen de accesoriedad conceptual con la regulación medio ambiental.

6.- Se excluyen de la sanción penal las meras contravenciones de la regulación medio ambiental. 

7.- Por regla general se establecen hipótesis negligentes respecto de los tipos penales contemplados en el proyecto.

8.- Se reconocen efectos en el sistema penal propuesto a algunas de las atenuantes y medios de cumplimiento establecidos en la ley 20.417, cuando en estos el imputado haya tenido una participación directa.

9.- No se consagra la responsabilidad penal de la persona jurídica en cuanto se estima que esta materia se encuentra suficientemente abordada a través de los mecanismos establecidos en la ley 20.417 y a efectos de evitar infracciones al principio de non bis in idem.

10.- El sistema reconoce un sistema particular de penas, relacionadas con la especial naturaleza de la materia regulada. 

11.- El proyecto coloca al día a Chile en relación al cumplimiento de compromisos internacionales asumidos en el ámbito de la protección del medio ambiente, por ejemplo en la punición de la comercialización transnacional de residuos peligrosos.

VI. Articulado propuesto.

Art. 1°. Modifíquese el Título III del Libro Segundo del Código Penal referido a los Crímenes y Simples Delitos que afectan los Derechos Garantidos por la Constitución agregándose al final del mismo un Párrafo 5º Titulado “De los Delitos contra el Medio Ambiente”, el que poseerá el siguiente contenido:

“Art. 161 -C: El que con infracción de las obligaciones establecidas en una resolución de calificación ambiental, en un plan de prevención, en un plan de descontaminación ambiental, en una norma de emisión, en un plan de manejo, vierta por cualquier medio en el mar o en un cuerpo de aguas, superficial o subterráneo, contaminantes que le afecten gravemente o que afecten gravemente la salud animal o vegetal o el suelo o subsuelo, continental o marítimo, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

Si el vertimiento se produce por mera negligencia la pena corresponderá a la de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales.
Art. 161-D: El que con infracción de las obligaciones establecidas en una resolución de calificación ambiental, en un plan de prevención, en un plan de descontaminación ambiental, en una norma de emisión, en un plan de manejo, introduzca por cualquier medio elementos contaminantes en el suelo o en el subsuelo, continental o marítimo, que le afecten gravemente, o que afecten gravemente la salud animal o vegetal, las aguas marítimas o continentales, superficiales o subterráneas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

Si la introducción de estos elementos se produce por mera negligencia la pena corresponderá a la de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales.
Art. 161-E: El que con infracción de las obligaciones establecidas en una resolución de calificación ambiental, en un plan de prevención, en un plan de descontaminación ambiental, en una norma de emisión, en un plan de manejo, emita elementos contaminantes que afecten gravemente la atmósfera, la capa de ozono, la calidad del aire, la salud animal o vegetal o las aguas marítimas o continentales, superficiales o subterráneas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

Si la emisión de estos elementos se produce por mera negligencia la pena corresponderá a la de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales.

Las disposiciones establecidas en los incisos anteriores no serán aplicables a las emisiones provenientes de vehículos sujetos a inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, chimeneas y demás sistemas de calefacción o refrigeración domésticos.
Art. 161-F: El que en una reserva de zona virgen, parque nacional, monumento natural, reserva natural, parque marino, reserva marina, santuario de la naturaleza, zona de protección ecológica o alguna otra zona protegida por el Estado en virtud de la ley, por la dictación de algún acto reglamentario o de autoridad, afecte gravemente por cualquier medio alguno de los elementos naturales que se tuvieron a la vista para otorgarle dicha protección, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio menor en su grado máximo, multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales. 

Las mismas penas señaladas en el inciso anterior se aplicarán respecto de quien afecte gravemente un glaciar, ello aun cuando éste no se encuentre al interior de una zona protegida por el Estado.

Si la grave afectación descrita en los dos incisos anteriores se produce por mera negligencia la pena será la de presidio menor en su grado mínimo y de prohibición de ingresar a cualquiera de los lugares señalados en el inciso primero mientras dure el tiempo de la condena.

Art. 161-G: Para los efectos de los cuatro artículos precedentes serán criterios que deberán tomarse en cuenta para calificar de grave alguna de las afectaciones señaladas en estos, los siguientes:

1.- La magnitud de los efectos: se deberán considerar aspectos relativos a su extensión espacial, la cantidad de personas o comunidades afectadas, su duración y/o la particular peligrosidad de las acciones realizadas o de las sustancias liberadas.

2.- Reversibilidad de los efectos: se deberá tener en cuenta si los efectos producidos pueden ser reparados. La reversibilidad deberá considerar la factibilidad de la reparación desde una perspectiva temporal, técnica y económica.

3.- Valor ecológico: se tendrá en consideración aspectos relativos a la rareza y sensibilidad de las especies, comunidades y ecosistemas afectados. 

161-H: El que incumpliendo una prohibición legal o reglamentaria cace, pesque, capture o afecte especies de la fauna que cuenten con protección oficial o recursos hidrobiológicos que se encuentren en veda, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.

La pena de presidio señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado si la caza, pesca, captura o afectación se realiza a través elementos tóxicos, explosivos, redes prohibidas u otros capaces de generar estragos.

Art. 161-I: Si el vertimiento, la introducción o la emisión de elementos contaminantes a los que se refieren los artículos 161-C, 161-D, 161-E, o la grave afectación a la que se hace mención en los artículos 161-F y 161-H se generan por omisión, esta conducta será sancionada con las mismas penas establecidas en los artículos señalados para cada caso, en la medida de que pese sobre el autor un especial deber jurídico de actuar, el cual se encuentre impuesto por la ley, un contrato o su conducta precedente.

Art. 161-J: El que con infracción de ley, de reglamento o de su autorización, o sin contar con las autorizaciones pertinentes tenga, posea, comercie, importe, exporte o transporte, especies de la flora o fauna que cuenten con protección oficial por la ley, los reglamentos o un acto de autoridad, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales. 

Art. 161-K: El que con infracción de ley, de reglamento o de su autorización, o sin contar con las autorizaciones pertinentes, corte o destruya por cualquier medio árboles integrantes de un bosque nativo de conservación, de un bosque nativo de preservación o protección, o de aquellos árboles calificados como monumentos naturales, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a cuarenta unidades tributarias mensuales.

Art. 161-L: El que introduzca, libere o disemine especies de la flora o fauna no autóctona, u organismos, agentes químicos, bacteriológicos, virales o de cualquier otro orden que sean capaces de poner en riesgo la supervivencia de la flora y fauna que cuenta con protección oficial en nuestro país o la integridad de los espacios protegidos señalados en el artículo 162-G, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.

Si el autor obra con mera negligencia la pena será de multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.

Art. 161-LL: El que con infracción de ley, de reglamento o de su autorización, o sin contar con la autorización pertinente produzca, genere, almacene, deposite, evacue, emita, comercialice, distribuya, transporte, trate o elimine sustancias peligrosas, sustancias tóxicas, sustancias infecciosas, sustancias inflamables, residuos peligrosos, residuos hospitalarios o combustibles, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.
Con las mismas penas señaladas en el inciso anterior se sancionará a quien con infracción de ley, de reglamento o de su autorización, o sin contar con la autorización pertinente lleve a cabo la explotación de instalaciones en las que se realice una actividad peligrosa.

Si en las hipótesis descritas en los dos incisos anteriores el autor obra con mera negligencia la pena será de prisión en su grado máximo.

Si como consecuencia del desarrollo de la conducta proscrita en cada uno de los dos primeros incisos de esta disposición se afecta gravemente la calidad del aire, la calidad del suelo y subsuelo continental o marítimo, las aguas marítimas o continentales, superficiales o subterráneas, la flora y fauna sujeta a protección oficial o algunas de las zonas señaladas en el artículo 162-G, la pena privativa de libertad establecida en ellos se aumentará en uno a dos grados.

Art. 161-M: Si a consecuencia de algunas de las conductas descritas en los artículos 161-C, 161-D, 161-E, 161-F o 161-LL, ya sea en sus variables dolosa o negligente, se produjeren lesiones de aquellas comprendidas en los artículos 395 a 399 de este Código, las penas privativas de libertad establecidas en esas disposiciones se aplicarán aumentadas en un grado, no pudiendo en el caso del artículo 399 imponerse la pena de multa establecida en dicha disposición.

En relación a las lesiones leves, establecidas en el artículo 494 N° 5 del Código Penal, la pena a aplicarse corresponderá a la de prisión en su grado máximo.

Art. 161-N: Respecto de los delitos contemplados en éste párrafo 5º del Título III del Código Penal, se tendrá como circunstancia agravante, cuya concurrencia permitirá al juez aumentar la pena privativa de libertad en un grado, el hecho de que el delito se cometa con incumplimiento de las precisas instrucciones otorgadas por alguna autoridad de competencia ambiental, las cuales hayan sido conocidas por el imputado.

Respecto de estos mismos delitos se tendrán como circunstancias atenuantes, cuya concurrencia permitirá al juez rebajar la pena privativa de libertad en un grado:

1.- La autodenuncia del imputado en los términos de la ley Nº 20.417. Valdrá como atenuante el hecho de que haya sido el imputado quien haya autodenunciado el mismo hecho por el cual se le sanciona ante la Superintendencia del Medio Ambiente, en los términos establecidos en el artículo 41 de la ley Nº 20.417, habiendo sido la autodenuncia admitida a trámite por dicha entidad.

2.- El desarrollo de actividades inmediatas tras la consumación del delito cuya finalidad sea la evitación de ulteriores consecuencias que sean lesivas respecto del medio ambiente y los elementos que lo integran. 

3.- El aviso inmediato y por medios efectivos de la ocurrencia del delito y de todas sus consecuencias a las autoridades con competencia ambiental y sanitaria, y a las comunidades aledañas que puedan verse afectadas por sus consecuencias.

Art. 161-Ñ: Respecto de cualquiera de los tipos penales establecidos en éste Párrafo 5º del Título III del Código Penal, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal que sea competente para conocer del procedimiento podrá imponer como penas accesorias a las contempladas en cada una de las respectivas disposiciones, las siguientes:

1.- Comiso de los efectos y medios utilizados para cometer el delito.

2.- Inhabilitación absoluta para desarrollar la actividad, profesión u oficio que haya dado lugar a la comisión del delito sancionado por el tiempo que dure la condena.

3.- La prohibición de que el autor del delito vuelva a requerir autorizaciones a las autoridades ambientales o sectoriales competentes para desarrollar nuevas actividades en las que se pueda dar lugar al mismo tipo penal por el cual ya ha sido sancionado, ello por el tiempo que dure la condena.

4.- Prohibición de ingresar cualquiera de los lugares señalados en el artículo 161-F por el tiempo que dure la condena.
A su vez, podrá también imponer el juez de garantía como condición para el evento de que se arribe a una suspensión condicional del procedimiento el desarrollo por parte del imputado de medidas de cumplimiento, reparación, mitigación o compensación de la afectación causada como consecuencia de la comisión del delito. Serán oponibles para estos efectos los programas de cumplimiento o de reparación que se hayan pactado con la Superintendencia del Medio Ambiente en el ejercicio de sus competencias, siempre y cuando el imputado participe directamente en su ejecución, tanto desde la perspectiva económica como laboral.

Art. 161-O: En el evento de que una misma conducta ejecutada por el mismo autor de lugar a la configuración de dos o más delitos de aquellos establecidos en éste párrafo 5º del Título III del Código Penal, se aplicará la pena asignada al delito más grave, aumentada en uno o dos grados.

Art. 161-P: Aquellos conceptos que hayan sido utilizados en este párrafo y posean una definición legal, serán comprendidos de conformidad a dicha definición.

VII. Modificaciones y derogaciones.

Art. 2º: Agréguese a la artículo 3º de la Ley Orgánica de Municipalidades Nº 18.695 una letra g) que señale expresamente su potestad para: “g) Querellarse en relación a los delitos contemplados en el párrafo 5º del Título III del Libro II del Código Penal”.

Art. 3º: Modifíquese el artículo 291 del Código Penal eliminándose la frase “salud animal o vegetal, o el” de su redacción.

Art. 4º: Modifíquese el artículo 460 del Código Penal agregándosele un inciso segundo del siguiente tenor: “A su vez, cuando como consecuencia de los simples delitos a que se refiere el artículo anterior se generare grave afectación de los lugares establecidos en el artículo 161-F, o de la flora y fauna sometida a protección oficial, la pena privativa de libertad establecida en dicha disposición se aumentará en un grado, pudiéndose imponerle además las penas establecidas en el artículo 161-Ñ del Código Penal”.

Art. 5º: Modifíquese el artículo 21 del Código Penal agregándosele en la escala de penas contempladas en ésta disposición para los simples delitos las siguientes:

“- Prohibición de ingresar cualquiera de los lugares señalados en el artículo 161 F del Código Penal. 

- Inhabilitación absoluta para el ejercicio de labores de caza o pesca.

- Inhabilitación absoluta para el desarrollo de determinadas actividades. 

- Prohibición para requerir autorizaciones a las autoridades ambientales o sectoriales competentes para el desarrollo de actividades”.

Art. 6º: Modifíquese el artículo 38 de la Ley de Monumentos Nacionales, Nº 17.228, eliminándose de su texto el término: “santuario de la naturaleza”. 

Art. 7º: Deróguense las siguientes disposiciones legales:

1.-  Los artículos 289, 290, 494 Nº 17, 495 Nº 12, 496 Nºs 20, 22 y 29 del Código Penal.

2.- Los artículos 135, 135 bis, 136, 136 bis, 137, 138 y 140 de la Ley General de Pesca y Acuicultura Nº 18.892. 

3.- Los artículos 30 y 31 de la Ley de Caza Nº19.473.

4.- El artículo 21 del Decreto Ley Nº 656 del año 1925.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, EN MATERIA DE DIFUSIÓN DE LOS PROYECTOS DE LEY Y REGULACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN DE PERSONAS U ORGANIZACIONES SOCIALES EN ESTUDIO DE AQUÉLLAS 

(8921-07)

Exposición de motivos:

El Título II de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, contempla en sus artículos 12 al 31, las normas básicas de la tramitación interna de los proyectos de ley.

En su artículo 17, se dispone que “el Senado y la Cámara de Diputados establecerán en sus respectivos reglamentos las comisiones permanentes que consideren necesarias para informar los proyectos sometidos a su consideración”.

Por su parte, el artículo 21 prescribe que “los proyectos que se hallen en primer o segundo trámite constitucional y las observaciones del Presidente de la República a un proyecto aprobado por el Congreso, deberán ser informados por la respectiva comisión permanente. Por acuerdo unánime de la sala, podrá omitirse el trámite de comisión, excepto en el caso de los asuntos que, según esta ley, deben ser informados por la comisión sobre hacienda”.

A su vez, el artículo 22 dispone que “las comisiones reunirán los antecedentes que estimen necesarios para informar a la Corporación. Podrán solicitar de las autoridades correspondientes la comparecencia de aquellos funcionarios que estén en condiciones de ilustrar sus debates, de conformidad con lo señalado en los artículos 9º y 9º A, hacerse asesorar por cualquier especialista en la materia respectiva y solicitar informes u oír a las instituciones y personas que estimen conveniente.”

Sin perjuicio de lo preceptuado en esta última disposición, que permite la comparecencia de personas e instituciones para entregar informes o ser oídos respecto de una iniciativa legal que se trate en una determinada comisión, es un hecho indesmentible, que actualmente existe en la ciudadanía un anhelo mayor de participar en las decisiones que afectan su diario quehacer en sus diversos aspectos.

La ciudadanía está indudablemente más empoderada, existen movimientos sociales organizados,  las redes sociales juegan un rol preponderante al respecto, y los medios escritos en sus ediciones electrónicas, contemplan espacios donde sus lectores pueden expresar sus opiniones o comentarios sobre las noticias o editoriales que se publican.

Asimismo, quienes formamos parte de este Congreso, somos objetos de múltiples comunicaciones, tanto escritas como electrónicas, conteniendo dichas opiniones, cuando se están debatiendo proyectos de ley que son de importancia nacional o sectorial, como asimismo somos contactados personalmente por quienes consideran que sus derechos pueden ser afectados, positiva o negativamente, por la aprobación de un determinado proyecto de ley.

Por tal motivo, y sin perjuicio de que desde hace años estamos abogando por la incorporación de la institución jurídica denominada “iniciativa popular de ley”, cuyo proyecto aún se encuentra en tramitación, estimamos que debe incluirse entre las normas básicas de tramitación de la ley, una consulta pre-legislativa, al igual como se contempla en los ordenamientos institucionales de otras naciones.

Esta consiste en difundir masivamente a la ciudadanía el contenido de un determinado proyecto de ley, que así sea acordado por la Sala de la respectiva Cámara, para que en un plazo que quedará determinado por el reglamento pertinente, dependiendo de la urgencia que tenga la iniciativa, las personas u organizaciones puedan presentar sus argumentos ante la respectiva comisión, la que deberá consignar en su informe, las presentaciones efectuadas y si han sido debatidas y el resultado de tal tratamiento.

Asimismo, el reglamento deberá determinar la forma en que se llevará a cabo la difusión de un proyecto, formalidades de presentación de los argumentos, como asimismo quienes podrán hacerlo.

En virtud de las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Agréguese el siguiente inciso final al artículo 21 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:

“Por acuerdo de la sala, el Presidente de la Cámara respectiva hará difundir a la ciudadanía un determinado proyecto de ley del que se haya dado cuenta, en cualquiera de sus trámites constitucionales, para que en el plazo y con las formalidades que se determine en el reglamento correspondiente, las personas u organizaciones interesadas en el mismo y que establezca el mismo reglamento, puedan presentar argumentos respecto de dicha iniciativa en la comisión pertinente.” 

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LAS SENADORAS SEÑORAS PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, LAGOS Y LETELIER, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE RECONOCE Y DA PROTECCIÓN AL DERECHO A LA IDENTIDAD DE GÉNERO 

(8924-07)

ARTÍCULO 1°.  DEL DERECHO A LA IDENTIDAD DE GÉNERO.

INCISO PRIMERO. Toda persona tiene derecho: 

a) Al reconocimiento y protección de su Identidad de Género.

b) Al libre desarrollo de su persona, conforme a su Identidad de Género, permitiendo su mayor realización espiritual y material posible.

c) A ser tratada en conformidad con su Identidad de Género y, en particular, a ser reconocida e identificada de ese modo en los instrumentos públicos que acreditan su identidad respecto del nombre y sexo. Asimismo, las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuran en los registros oficiales deben ser coincidentes con dicha identidad.

INCISO SEGUNDO. Toda norma o procedimiento de naturaleza administrativa o judicial deberá respetar el derecho a la identidad de género de las personas. Ninguna norma o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir, suprimir o imponer requisitos no contemplados para el ejercicio de este derecho, debiendo interpretarse y aplicarse las normas siempre a favor del acceso del mismo.

ARTÍCULO 2°. DE LA DEFINICIÓN DE IDENTIDAD DE GÉNERO.

Para los efectos de esta ley se entenderá por identidad de género la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo (que podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios médicos,  quirúrgicos o de otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida) y otras expresiones de género, incluyendo la vestimenta, el modo de hablar y los modales.

ARTÍCULO 3°. DEL EJERCICIO DEL DERECHO.  

Toda persona podrá obtener, por una sola vez, la rectificación de su partida de nacimiento y el cambio de sexo y nombre, cuando no coincidan con su Identidad de Género.

ARTÍCULO 4°. DE LOS REQUISITOS PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO.

INCISO PRIMERO. Toda persona podrá solicitar por escrito la rectificación de su partida de nacimiento, el cambio de sexo, nombre y de las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o de cualquier otro instrumento con los que esté registrada, en virtud de la presente ley, cuando el sexo y nombre registrado no coincidan con su identidad de género.

INCISO SEGUNDO. Será suficiente para fundar la solicitud con el ofrecimiento de información sumaria, en conformidad con lo dispuesto en el inciso 4° del artículo 6° de la presente ley, sin perjuicio de todo antecedente documental que se quiera acompañar por el o la solicitante.

INCISO TERCERO. Se deja especialmente establecido que para acreditar la identidad de género y solicitar el cambio de nombre y sexo no será exigible por el Tribunal el uso de medios farmacológicos, psicológicos, psiquiátricos o de tratamientos quirúrgicos.

ARTÍCULO 5°. TRIBUNAL COMPETENTE.

Será competente para conocer de la gestión a que se refiere la presente ley el Juez de Familia del domicilio del peticionario, y el procedimiento se sujetará a lo que dispone la presente ley.

ARTÍCULO 6°. DE LA TRAMITACIÓN.

INCISO PRIMERO. Recibida la solicitud, el Juez ordenará que se publique, por una sola vez, un extracto en el Diario Oficial de los días 1° o 15, o al día hábil siguiente si este no se publicara en las citadas fechas. Dicho extracto será redactado por el Tribunal y deberá contener la individualización del o la solicitante, la indicación de que se solicita la rectificación de la partida de nacimiento en cuanto a cambiar de sexo y nombre, la fecha en que dicha solicitud se ha efectuado, y la indicación expresa de que dicha diligencia se realiza de conformidad con las disposiciones de la presente ley. 

INCISO SEGUNDO. Dentro del plazo de quince días corridos contados desde la publicación del aviso, cualquiera podrá oponerse a la solicitud. 

INCISO TERCERO. La oposición deberá formularse por escrito ante el mismo Tribunal y fundarse en una de las dos causales siguientes.

a) Existencia de un perjuicio directo o indirecto de carácter moral o patrimonial que afecte al opositor a consecuencia del cambio de sexo y género del o la solicitante.

b) Existencia de una causa criminal pendiente entre el opositor y el o la solicitante.

INCISO CUARTO. Si no hubiere oposición, el juez procederá con conocimiento de causa, previa información sumaria, que acredite que él o la solicitante es conocido en sus relaciones sociales con una identidad de género que no coincide con su sexo registral. 

INCISO QUINTO. Si hubiere oposición, ella se tramitará en forma incidental y en cuaderno separado.

INCISO SEXTO. Resuelta la oposición o sin ella, si el Tribunal estima insuficiente la prueba rendida por el peticionario, lo que deberá señalar por resolución fundada, podrá decretar que se oficie a la Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación a fin de que este informe si la persona solicitante tiene órdenes de detención pendientes, u otros antecedentes penales, o para que entregue información relevante a juicio del Tribunal para la resolución de la solicitud y que esté en el marco de sus competencias. En mérito de este oficio, dicho Servicio deberá pronunciarse exclusivamente sobre las materias que le sean requeridas por el Tribunal y no deberá emitir opinión sobre los fundamentos de la solicitud ni sugerir la resolución al Tribunal. 

INCISO SÉPTIMO. En ningún caso podrá el Tribunal decretar de oficio que se realicen exámenes médicos ante el Servicio Médico Legal u otra repartición para formar su convencimiento sobre la solicitud.

ARTÍCULO 7°.  DE LA SENTENCIA.

INCISO PRIMERO. Recibida la prueba ofrecida y cumplidas que sean las diligencias de oficio decretadas por el Tribunal, el juez decretará, mediante resolución fundada, si acoge o no la solicitud, en el plazo de sesenta días.

INCISO SEGUNDO. Si el Tribunal acoge la solicitud, ordenará que se rectifique la partida de nacimiento del peticionario, procediendo al cambio su sexo y su nombre, oficiando al Director del Registro Civil e Identificación a fin de que realice las rectificaciones; que proceda a emitir un nuevo registro de identidad para el peticionario y que informe en el plazo de veinte días hábiles desde la rectificación en la partida de nacimiento, del cambio de sexo y nombre al Servicio Electoral para la corrección del padrón electoral; al Servicio de Impuestos Internos; a Tesorería General de la República; a Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile.

INCISO TERCERO. Rectificada la partida de nacimiento y el sexo y nombre, el peticionario deberá concurrir en forma personal a las oficinas del Servicio de Registro Civil e Identificación, con copia autorizada de la sentencia, para que este Servicio emita nuevos documentos de identidad, con una nueva fotografía, los que reemplazarán para todos los efectos legales a los documentos de identidad anteriores, que no podrán ser usados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna repartición pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11. 

INCISO CUARTO. La rectificación de la partida de nacimiento de que trata esta ley, no afectará el número de rol único nacional del peticionario.

ARTÍCULO 8°. DE LOS EFECTOS DE LA RECTIFICACIÓN PREVISTA EN ESTA LEY.

INCISO PRIMERO. Los efectos jurídicos de la rectificación del nombre y sexo, realizados en virtud de la presente Ley, serán oponibles a terceros desde el momento en que extienda la nueva inscripción en conformidad al artículo 104° del D.F.L. N° 2.128, de 10 de agosto de 1930. 

INCISO SEGUNDO. La nueva inscripción en la partida de nacimiento no alterará la titularidad de los derechos y obligaciones jurídicas que pudieran corresponder a la persona con anterioridad a la inscripción del cambio en las partidas de nacimiento.

INCISO TERCERO. Tampoco afectará las provenientes de las relaciones propias del derecho de familia en todos sus órdenes y grados, las que se mantendrán inmodificables.  

INCISO CUARTO. El uso malicioso de los primitivos nombres y la utilización fraudulenta del nuevo nombre para eximirse del cumplimiento de obligaciones contraídas con anterioridad al cambio de ellos, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo. 

ARTÍCULO 9°. OBLIGACIÓN DE ATENCIÓN.

Ninguna persona o institución pública o privada podrá negarse a atender, o dar un trato  irrespetuoso o contrario a la dignidad humana a personas en razón de su identidad de género, ni obstaculizar o impedir el ejercicio de los derechos establecidos en esta ley.

ARTÍCULO 10°.CONFIDENCIALIDAD. 

Sólo tendrán acceso al acta de nacimiento y a las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuraran originalmente en los registros oficiales, quienes cuenten con autorización expresa del o la titular, o con orden judicial fundada, sin perjuicio de lo establecido en la Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, en los casos en que esta sea aplicable.

ARTÍCULO 11°. DERECHO AL LIBRE DESARROLLO PERSONAL. 

INCISO PRIMERO. Todas las personas, sin necesidad de requerir autorización judicial o administrativa y sin perjuicio de lo que establece esta ley sobre el derecho a solicitar la rectificación de su partida de nacimiento y el cambio de sexo y nombre cuando no coincidan con su Identidad de Género, podrán, si lo estiman necesario, acceder a intervenciones quirúrgicas o a los tratamientos integrales hormonales que deseen para adecuar su cuerpo a su Identidad de Género, bastando para ello que la persona preste su consentimiento informado, de conformidad a lo establecido en la Ley N° 20.584. 

INCISO SEGUNDO. En todo caso, deberá velarse por el respeto de los derechos establecidos en la Ley N° 20.584, sobre derechos y deberes de los pacientes.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO.

INCISO PRIMERO. Por el sólo ministerio de esta ley, todas las personas que hayan obtenido su cambio de nombre por razón de identidad de género, en conformidad a las disposiciones de las leyes 17.344 y 4.808, sin haber obtenido la rectificación de su sexo, podrán recurrir por una sola vez al tribunal competente para obtener la rectificación de su sexo. 

INCISO SEGUNDO. Se seguirá en este caso lo dispuesto en los artículos 5° y siguientes de esta ley para la determinación del tribunal competente, la tramitación y la dictación de la sentencia. 

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON IGNACIO), CHAHUÁN Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 164 DE LA LEY DE TRÁNSITO CON EL OBJETO DE SANCIONAR A LOS CONDUCTORES Y ORGANIZADORES DE CARRERAS DE VEHÍCULOS NO AUTORIZADAS POR LA AUTORIDAD COMPETENTE, COMO RESPONSABLES DE LOS DELITOS QUE SEÑALA 

(8919-15)

I.- Fundamento

Si bien la normativa del tránsito, contenida en el DFL N9 1, del año 2009, del Ministerio de Transporte que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, contempla normas precisas sobre la prohibición de conducir un vehículo a una velocidad mayor de la que sea razonable y prudente, bajo las condiciones existentes, debiendo considerar los riesgos y peligros presentes y los posibles (artículo 144), estableciendo límite máximos de velocidad para zonas rurales y urbanas, no existe norma alguna que prohíba y sancione a conductores que realicen carreras clandestinas, las que por cierto son cada vez más comunes.

Este tipo de competiciones exponen temerariamente no solo los pilotos que participan en ellas sino a personas que sin tener nada que ver habitualmente circulan por dichas pistas, elevando con ello considerablemente la posibilidad de accidentes, muchos de ellos con consecuencias fatales.

La falta de prohibición de estas carreras implica que la autoridad competente, esto es, Carabineros de Chile, carezca de atribuciones, más allá de la multa asociada al exceso de velocidad, para sancionar a los organizadores y participantes de estas carreras, los que utilizan las distintas calles de nuestra ciudad, sin que exista ninguna medida de seguridad asociada ni menos la posibilidad de castigar con severidad a quienes inconscientemente y deliberadamente ponen en riesgo sus vidas y las de terceros inocentes.

En este contexto, y tomando como base la solicitud del Consejo Municipal de la Comuna de Santa María, vengo en proponer la prohibición de estas carreras clandestinas, penalizando como se indica en caso de que se infrinja dicha prohibición.

En razón de lo anterior, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- lntrodúcense las siguientes modificaciones a el DFL N° 1, del año 2009, del Ministerio de Transporte que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290:

1.
Para agregar al artículo 164 los siguientes incisos cuarto, quinto nuevos:

"Las carreras que no cuenten con la autorización a que se refieren los incisos precedentes estarán prohibidas y se presumirá la responsabilidad del conductor y/o organizador, quienes serán sancionados con la pena multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales, además de la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de dos años. En caso de reincidencia además de la respectiva multa se le suspenderá la licencia por el término de cinco años.

Si a consecuencia de las carreras a que se refiere el inciso anterior se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y si se causare la muerte de una o más personas será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio. En ambos casos, procederá multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica”.

(Fdo.): Ignacio Walker Prieto, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES COLOMA, CHAHUÁN, FREI, HORVATH, NOVOA, ORPIS, URIARTE Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE REQUIERA DE UNASUR INSTAR POR EL CUMPLIMIENTO DEL COMPROMISO QUE EL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL DE VENEZUELA ASUMIÓ DE DETERMINAR UNA METODOLOGÍA QUE PERMITA LA AUDITORÍA TOTAL DE LAS MESAS ELECTORALES 

(S 1566-12)

Considerando que:

1° El pasado 14 de abril, se realizó los comicios electorales en Venezuela, cuyo resultado ha sido objetado por un gran número de la población, situación que se ha traducido en protestas que han arrojado un lamentable saldo de muertos, heridos y detenidos.

2° Se han denunciado irregularidades en el proceso eleccionario en donde los testigos de la oposición fueron conminados a abandonar, muchas veces con medios violentos, más de 730 locales de votación donde estaban habilitados a votar más de 2 millones de electores.

3° Se ejercieron actos de violencia en contra de electores en 860 centros de votación, que abarca un universo electoral de más de 2,7 millones de electores.

4° 189.982 electores se vieron afectados por 535 máquinas receptoras de sufragios defectuosas o en mal estado.

5° Otras denuncias realizadas se refieren a violación del secreto del voto, violencia en las inmediaciones de los centros de votación, obstrucción a los mecanismos de auditorio ciudadana y proselitismo en las cercanías de los lugares de votación.

6° En el último consejo de la UNASUR, el Consejo Nacional Electoral de Venezuela, informó que implementaría una metodología que permita la auditoría del total de las mesas electorales.

7° Sin embargo, el CNE, se ha negado a realizar una auditoría electoral que abarque el total de los votos emitidos y ha calificado el resultado de las elecciones como "irreversible".

8° Dada la estrecha diferencia obtenida entre los candidatos -menos de 220 mil votos- y las graves denuncias de irregularidades presentadas, es de toda justicia revisar el universo total de votos o una cifra superior al 46% anunciado por el CNE.

En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

"Solicitar a S.E. el Presidente de la República, que requiera del UNASUR el cumplimiento del compromiso asumido por el Consejo Nacional Electoral de Venezuela de implementar una metodología que permita la auditoría total de las mesas electorales".

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Jovino Novoa Vásquez, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.

12

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES GARCÍA, HORVATH, KUSCHEL, LETELIER, ORPIS, SABAG, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN MENSAJE LEGISLATIVO PARA CONFERIR AUTONOMÍA AL SERVICIO MÉDICO LEGAL, DOTÁNDOLO DEL PRESUPUESTO Y PLANTA ADECUADOS A LA NATURALEZA DE SUS FUNCIONES Y, ASIMISMO, QUE ADOPTE LAS PROVIDENCIAS ADMINISTRATIVAS CONDUCENTES A MODERNIZAR SU GESTIÓN

 (S 1567-12)

Considerando que:

1.- El Servicio Médico Legal, es el organismo rector en el ejercicio y desarrollo de la Medicina Legal en el país y sus orígenes se remontan a la creación de la primera escuela de medicina, el año 1833;

2.- El DFL N°196, del 4 de abril de 1960, fijó el texto de la Ley Orgánica del Servicio Médico Legal, estableciendo su dependencia al Ministerio de Justicia;

3.- Como una forma de mejorar su estructura, en noviembre de 2005 se publicó la Ley 20.065 sobre modernización Orgánica y Planta del personal del SML;

4.- En los últimos años, el SML ha logrado un significativo cambio y desarrollo en post de alcanzar a satisfacer las necesidades que la justicia requiere. Sin embargo, las modificaciones y avances que se han logrado, buscan solucionar la crítica situación histórica de dicho servicio, sin haber atendido los reales efectos de la Reforma Procesal Penal;

5.- El Servicio Médico Legal es una institución esencialmente técnica científica, al servicio de la justicia. Como tal, debe ser reconocida como una entidad autónoma, administrada estamentos técnicos y no políticos, con un presupuesto propio y acorde a sus necesidades, manteniendo la independencia necesaria de los gobierno de turno;

6.- El SML, se establece como un organismo centralizado, desconcentrado territorialmente en las oficinas regionales. Sin embargo, éstas, carecen de autonomía real, incluso en materias administrativas como lo serían el desarrollo de proyectos adquisiciones. El desarrollo regional en infraestructura y equipamiento ha sido esencialmente con recursos de los Gobiernos locales, con ausencia de recursos propios.

7.- Con la implementación de la Reforma Procesal Penal han aumentado, sin regulación alguna, las entidades -distintas al SML- que realizan pericias para ser presentadas en juicio. Resulta necesario que se reconozca al Servicio Médico Legal, no sólo la facultad de acreditar la formación, sino que también, se transforme en el gran formador de peritos forenses en el país;
Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE ACUERDO.

Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, implementar las modificaciones legales y administrativas que sean necesarias para modernizar la gestión del Servicio Médico Legal, transformándolo en un servicio autónomo, con presupuesto propio y dotándolo de una planta de personal necesaria para cumplir con sus funciones de asesoría técnica y científica.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, TENGA A BIEN, DESTINAR RECURSOS A LOS SERVICIOS DE SALUD DE REGIONES EXTREMAS PARA SOLVENTAR EL TRASLADO DE REGRESO DE LOS PACIENTES FALLECIDOS QUE FUE NECESARIO TRASLADAR A CENTROS HOSPITALARIOS DE MÁS ALTA RESOLUCIÓN Y DE SU FAMILIARES 

(S 1568-12)
Considerando:

1. Que es conocido que existen algunas regiones del país que se encuentran con un importante déficit de médicos especialistas para sus hospitales públicos y que además, no cuentan con centros de mayor complejidad para que los pacientes puedan ser evaluados, se les realicen los exámenes o procedimientos que necesiten, y se les pueda entregar todos los servicios que sean oportunos y necesarios para la mejoría del enfermo o paliar la enfermedad que padece.

2. Esta misma situación, se torna aún más compleja respecto de aquellas zonas extremas, que por su lejanía y pobreza, tampoco disponen de una oferta privada, lo que dificulta aún más las atenciones médicas de la zona.

3. Con la necesidad de atender al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la zona y facilitar un acceso equitativo de la población a los servicios sociales, se debe asegurar una atención de salud oportuna y especializada, por lo que la respuesta que se entrega a estas situaciones está dada con el traslado extra hospitalario y extra regional de los pacientes, que por ejemplo, en el caso de la Región de Aysén – atendida su realidad de conectividad vial- estos pacientes son trasladados en avión o charter.

Junto con ello, se ofrece un sistema de coordinación y orientación a los familiares de la persona enferma, con la finalidad de darles a conocer las casas de acogida, ubicación y costos que deben asumir, o gestionar un apoyo económico en los casos que se requiera.

4. Esta situación ya incómoda para los pobladores y familiares de los pacientes enfermos de la región, se agrava cuando las condiciones de salud el paciente trasladado se empeora por la enfermedad que padece y fallece fuera de la región. 

Es en este momento que se inicia el drama de que no existe cobertura de traslado de pacientes fallecidos fuera de la región, ni de sus acompañantes, por lo que las personas quedan en total desamparo ante un familiar fallecido, cuyo costo de traslado se eleva a los 4 millones de pesos o más, desde Santiago a la Región de Aysén, lo que conlleva endeudamientos o la búsqueda de una solución más económica, que resulta ser la dolorosa realidad de regresar sin la persona fallecida, menoscabando su derecho a digna sepultura.

5. Es por ello, que se necesita que el Estado se preocupe no sólo de los pacientes enfermos y gravemente enfermos, sino que debe hacerse cargo de la posibilidad cierta de que esas personas fallezcan encontrándose lejos de sus familiares, por una causa ajena a su voluntad y que es consecuencia de la inexistencia de especialidades médicas y tratamientos complejos de salud en la región. 

Es en mérito a lo expuesto, 

Que el Senado de la República acuerda:

Solicitar a S.E., el Presidente de la República, que tenga a bien destinar recursos al Servicio de Salud de las Regiones afectadas por esta realidad hospitalaria, para solventar el traslado de pacientes fallecidos fuera de la Región y de sus familiares.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.
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